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Introducción

A comienzos del siglo XIX una agitada sucesión de eventos conmovió los cimientos 
de un imperio español cuya decadencia había comenzado décadas atrás. La invasión 
napoleónica venía a sumarse a una crisis fiscal de larga data y la ocupación del trono 
por José Bonaparte –luego de las abdicaciones forzosas de los Borbones en 1808– ge-
neraba tanto en la metrópoli como en sus posesiones americanas un clima de agita-
ción política y revolucionaria. A ambos lados del Atlántico se debatía intensamente en 
torno a cuestiones de legitimidad, soberanía y autogobierno surgidas de la situación de 
acefalía en la que –se entendía– España se encontraba sumida.

En el Río de La Plata –una región floreciente del imperio– el proceso siguió la 
tendencia general de la región pero también desarrolló características particulares 
como producto de sus propias circunstancias locales. En mayo de 1810, un conjunto 
de personajes influyentes, mayormente criollos, lograron destituir al virrey español 
y establecer una junta de gobierno en Buenos Aires. Desde allí, la junta procuró ex-
tender su jurisdicción a todo el territorio del Virreinato del Río de La Plata, algo que 
no consiguió sino parcialmente y con muchas dificultades debido a las resistencias 
realistas y de grupos locales que no aceptaban someterse a la autoridad porteña. Si 
bien la construcción de un estado-nación no se concretaría hasta la segunda mitad del 
siglo XIX, la independencia con respecto a España fue declarada en 1816 en medio de 
enfrentamientos bélicos que persistirían durante varios años más en diversos espacios 
de las Provincias Unidas del Río de La Plata�.

Sin embargo, europeos y criollos –sus descendientes nacidos en suelo americano–
no eran los únicos habitantes del virreinato, en tanto compartían dicho espacio con 
numerosos pueblos indígenas nativos. Algunos de ellos habían sido sometidos al yugo 

�  Los sucesivos gobiernos revolucionarios con sede en Buenos Aires utilizaron a partir de 1811 
la expresión “Provincias Unidas del Río de La Plata” para referirse a la nueva entidad política 
–de límites imprecisos– surgida a partir de la desaparición del Virreinato del Río de La Plata. 
En 1816 comenzó a utilizarse también el nombre de “Provincias Unidas en o de Sudamérica”.
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español durante la conquista y se encontraban incorporados a la sociedad colonial 
ocupando posiciones subalternizadas. Como producto de la convivencia de esas pobla-
ciones nativas con las de origen europeo y africano –éstas últimas llevadas a América 
en situación de esclavitud– surgieron también diversos grupos mestizos, dando origen 
a una sociedad altamente heterogénea. En contraste, otras poblaciones nativas habían 
logrado conservar –por el momento y hasta bien entrado el siglo XIX– su existencia 
autónoma. Sometidos o autónomos, estos grupos indígenas no estaban aislados de la 
sociedad hispanocriolla, sino que interactuaban con ella de forma diversa a través de 
relaciones de explotación, contactos diplomáticos, enfrentamientos bélicos, intercam-
bios comerciales, entre otros.

Construido como instancia fundacional de la nación por la historia oficial, el pe-
ríodo revolucionario ha sido extensamente abordado en los ámbitos académicos y ha 
tenido también una difusión que ha rebasado a estos últimos, llegando a ser uno de los 
momentos históricos más conocidos por la población en general. Numerosos trabajos 
han abordado el desarrollo del proceso revolucionario en diferentes espacios de las 
Provincias Unidas. También la situación de los pueblos indígenas que allí habitaban 
ha recibido extenso tratamiento. Sin embargo, la relación entre el movimiento revo-
lucionario y aquellos grupos indígenas ha permanecido poco estudiada. Los abordajes 
de esta problemática han estado tradicionalmente delimitados en torno a los indios 
altoperuanos� que explícitamente fueron destinatarios y objeto de discursos de los 
dirigentes revolucionarios. El pasado incaico –mencionado en documentos amplia-
mente conocidos– también ha sido en ocasiones tenido en cuenta por esos estudios. 
Sin embargo, aquellos grupos no representaban la totalidad de la realidad indígena del 
período y creemos que para indagar acerca de las relaciones establecidas entre el mo-
vimiento revolucionario y las poblaciones nativas resulta necesario ampliar la mirada 
para abarcar también a otros pueblos y espacios.

Uno de esos espacios, la región del Tucumán, constituye un caso particular por 
cuanto la implementación durante varios siglos de diversas formas extremas de explo-
tación había terminado por desestructurar a una porción importante de la sociedad 
indígena. Para comienzos del siglo XIX, muchas comunidades habían sido desnatu-
ralizadas y desmembradas y las identidades étnicas estaban desdibujadas, de modo 
que los antiguos integrantes de esos grupos habían pasado a engrosar las filas de los 
sectores populares de forma indiferenciada. Sin embargo, en otros espacios del anti-
guo virreinato habitaban muchos otros grupos indígenas cuya existencia la dirigencia 
revolucionaria no podía desconocer. Especialmente notorio es el caso de los indígenas 
autónomos de la llamada “frontera sur” –situada en el área pampeana al sur de las 
jurisdicciones de Buenos Aires, Córdoba y Mendoza–, dada su cercanía y el asiduo 
contacto que mantenían con Buenos Aires, uno de los epicentros del movimiento re-

�  El área conocida como “Alto Perú” o “Provincia de Charcas” abarcaba el territorio que a par-
tir de 1785 –a fines del período colonial– había estado bajo jurisdicción de la Real Audiencia 
de Charcas y que actualmente coincide en gran medida con el territorio de Bolivia.
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volucionario y sede de los diversos gobiernos que hasta 1820 pretendieron ejercer una 
autoridad centralizadora sobre todo el territorio de las Provincias Unidas.

A pesar de ello, durante los primeros años del proceso revolucionario los líderes 
del movimiento parecieron dirigir repetidamente sus miradas –muchas veces desde la 
misma Buenos Aires– hacia el Alto Perú y hacia su población indígena, omitiendo re-
ferencias a aquellos grupos que cotidianamente llegaban a la capital o se movían en sus 
inmediaciones e ignorando también el pasado indígena del Tucumán. Partiendo de 
esta observación, en este trabajo indagamos acerca de las percepciones y actitudes res-
pecto del otro indígena que los actores del movimiento revolucionario manifestaron 
durante los primeros años de la revolución a través de sus discursos. Nuestro recorte 
temporal se extiende hasta la declaración formal de la independencia en 1816 –si bien 
entendemos que no delimita un período en términos historiográficos– únicamente 
con el fin analítico de abordar las percepciones iniciales construidas por los actores 
revolucionarios respecto de los grupos indígenas en un período acotado.

En esa línea, presentamos aquí un panorama general de la visión revolucionaria 
acerca de las poblaciones indígenas del antiguo virreinato entre 1806 y 1816, que cree-
mos puede aportar a la compresión más amplia de las formas en que el movimiento re-
volucionario se vinculó con la realidad indígena a comienzos del siglo XIX. Asimismo, 
la indagación acerca de esta problemática a partir de la perspectiva de la Antropología 
histórica pensada como una etnografía del pasado puede contribuir a promover un 
ejercicio de desnaturalización y deconstrucción respecto del discurso de la historia ofi-
cial, devolviéndoles protagonismo histórico a los grupos indígenas tradicionalmente 
silenciados y visibilizando a los ancestros de determinados pueblos originarios que en 
la actualidad interpelan al estado nacional por medio de diversas luchas en defensa de 
derechos sociales y políticos.

En el primer capítulo sintetizamos los aportes de la Antropología histórica y de 
la Historiografía que sirvieron como antecedentes para nuestro trabajo. Presentamos 
autores y obras que han tratado las relaciones interétnicas en el Virreinato del Río de 
La Plata y en sus espacios fronterizos, las independencias americanas y el movimiento 
revolucionario rioplatense, el proceso de construcción nacional y la relación del movi-
miento revolucionario con algunos pueblos indígenas.

En el segundo capítulo delineamos las principales estrategias y recursos metodo-
lógicos que hemos utilizado, explicitando la delimitación de la problemática que nos 
ocupa y señalando las herramientas que tomamos de la Etnohistoria o Antropología 
histórica, la Antropología, el Análisis del discurso y la Historia de los conceptos. Ade-
más, presentamos las fuentes documentales con los que hemos trabajado y señalamos 
los conceptos instrumentales que nos han resultado centrales para su análisis e inter-
pretación.

En el tercer capítulo realizamos una descripción del Virreinato del Río de La Plata 
y de las poblaciones indígenas que habitaban tanto dentro de su jurisdicción como 
en sus márgenes. Además de los efectos que la implementación de las reformas bor-
bónicas tuvo sobre la estructura del virreinato, describimos su organización político-
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administrativa, económica y militar, así como la composición social de la sociedad 
porteña. En cuanto a los pueblos indígenas, presentamos las diversas modalidades de 
explotación colonial a las que se encontraban sometidos los grupos que habían sido 
incorporados al virreinato –las encomiendas, el tributo, los servicios personales, el yanaco-
nazgo, la mita, los pueblos de indios y las reducciones–, como también el amplio abanico 
de relaciones interétnicas establecidas entre la sociedad hispanocriolla y los pueblos 
indígenas que aún conservaban su autonomía.

En el cuarto capítulo relatamos brevemente el desarrollo político y militar del 
movimiento revolucionario rioplatense entre 1806 y 1816. Recorremos las invasiones 
inglesas, la crisis de la monarquía hispánica y el proceso revolucionario español, los 
movimientos juntistas en América, la Revolución de Mayo y la sucesión de gobiernos 
revolucionarios, las guerras de independencia y las disputas por la organización polí-
tica y por la forma de gobierno, concentradas principalmente a partir de 1814 en la 
oposición entre el Directorio y la Liga de los Pueblos Libres conformada en el Litoral 
bajo el liderazgo de José Artigas.

En el quinto capítulo abordamos los primeros acercamientos de los dirigentes re-
volucionarios a la otredad indígena. Identificamos a los grupos indígenas menciona-
dos en la documentación y distinguimos dos actitudes diferenciadas que los actores 
del movimiento presentaron frente a ellos. Por un lado, un discurso de liberación 
indígena acompañado por diversas medidas reivindicatorias y una identificación del 
movimiento revolucionario criollo con las imágenes del indio oprimido altoperuano 
–obviando menciones a indios oprimidos en el Tucumán– y del indio mítico incaico. 
Por el otro, la invisibilización de los grupos indígenas autónomos de la frontera sur 
en la retórica revolucionaria, a pesar del contacto asiduo que éstos mantenían con 
Buenos Aires.

En el sexto capítulo indagamos acerca de los factores que subyacían a la importante 
presencia de las poblaciones indígenas altoperuanas y del pasado incaico en el pensa-
miento de una dirigencia revolucionaria cuya base estaba principalmente ubicada en 
Buenos Aires. Reconocemos aquí algunos factores clave que se suman al conocimiento 
empírico de la realidad indígena del Alto Perú que tenían algunos actores del movi-
miento: la influencia del pensamiento ilustrado, la centralidad económica y geopolíti-
ca del Alto Perú como región, el interés político-simbólico revolucionario en construir 
legitimidad en torno al movimiento y la vigencia de un pensamiento político marcado 
aún por una significativa impronta colonial.

Por último, en las Consideraciones finales realizamos una síntesis de nuestro tra-
bajo y presentamos un panorama general acerca del modo en que los dirigentes revo-
lucionarios percibieron a los grupos indígenas durante los primeros años del período 
en cuestión. Para ello, recuperamos las ideas centrales que se desprenden de nuestro 
análisis y proponemos otras posibles líneas de indagación que creemos pueden con-
tribuir al estudio de los vínculos entre el movimiento revolucionario rioplatense y los 
pueblos indígenas.
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1 
Estado de la cuestión

El espacio rioplatense en diferentes períodos del dominio colonial ha sido amplia-
mente abordado por diversos historiadores. Gelman (2000) y Moutoukias (2000) han 
tratado la estructura sociopolítica del Virreinato del Río de La plata. Gelman (2000) 
afirma que la creación del virreinato fue bien recibida por las élites porteñas, ya que 
de ese modo el Río de La Plata –que hasta el momento había sido una región más 
bien marginal de la América española– recibiría incentivos para el desarrollo de su 
economía de exportación en crecimiento. Moutoukias (2000) ha descripto el funcio-
namiento de la sociedad colonial en las regiones del Tucumán y del Río de La Plata, 
centrándose en su organización política y su estructura social, la relación entre la Co-
rona y las élites locales, el proceso de (re)definición de jurisdicciones y la relación con 
las poblaciones indígenas.

En el terreno económico, Assadourian (1982) ha analizado el proceso de integra-
ción regional, crisis y desintegración del espacio colonial peruano durante el siglo 
XVII –momento en que incluía también las áreas del Tucumán y el Río de La Plata–, 
adoptando un enfoque dinámico que considera espacios, redes, polos y flujos. Afirma 
que en dicho período el espacio peruano se caracterizó por un alto grado de autosu-
ficiencia económica y un importante nivel de integración regional basado en su prin-
cipal actividad: la minería de la plata (Assadourian 1982). Mancuso (2013) destaca, 
para el siglo XVIII, el ascenso de Buenos Aires como puerto y la “atlantización” de la 
economía colonial. En dicha época, el eje Potosí-Buenos Aires articulaba los extensos 
circuitos comerciales y a través de Buenos Aires operaba también una amplia red de 
contrabando. Por su parte, Sarmiento y Reitano (2013) han descripto la composición 
de la sociedad porteña en la segunda mitad del siglo XVIII y Fradkin (2013) ha estu-
diado la organización militar del virreinato a fines del período colonial.

También existen diversos aportes de la Antropología y de la Etnohistoria o Antro-
pología histórica acerca de los grupos étnicos –principalmente indígenas– y las rela-
ciones interétnicas. Briones et al. consideran a la etnicidad como el “proceso de re-pro-
ducción material e ideológica caracterizada de [un] grupo” (Briones et al. 1990: 60) y a 
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los grupos étnicos como grupos de interés o grupos políticos informales con un margen 
de acción relativo al contexto en el cual están insertos. Por su parte, Boccara (2003) 
cuestiona los enfoques esencialistas y etnocéntricos de la etnicidad para proponer una 
perspectiva dinámica y constructivista que tenga presente el contexto sociohistórico 
y la perspectiva nativa. Destaca el carácter “fabricado” de las identidades y las etnias, 
definidas contextual y dinámicamente a través de negociaciones y reformulaciones. En 
el contexto del proceso de construcción nacional, Bechis (2010) define a los grupos 
étnicos como grupos subordinados al interior de una estructura mayor en la que existe 
una cultura dominante que constituye la cultura o grupo nacional.

Tanto las poblaciones indígenas incorporadas al Virreinato del Río de La Plata 
como aquéllas que vivían en sus alrededores han sido extensamente abordadas desde 
la Antropología histórica. Resulta central la distinción que realizan Quijada (1994, 
2002) y Bechis (2008) entre los indios que durante siglos habían estado integrados a 
la sociedad colonial por medio de encomiendas, de reducciones, de la mita minera y 
del pago de un tributo –indios sometidos– y los indios autónomos o soberanos o de frontera 
que aún ocupaban sus propios territorios y desarrollaban sus vidas por fuera de las 
instituciones hispanocriollas, aunque manteniendo importantes contactos con ella. 
Weber (2005) aplica esta distinción a todo el imperio colonial español en América a 
fines del siglo XVIII.

Atendiendo al primer grupo, Palomeque (2000) ha realizado una detallada descrip-
ción de la historia colonial de diversas poblaciones indígenas del actual territorio ar-
gentino y de las formas de dominación que aquéllas sufrieron: la encomienda, la mita, 
el pago del tributo, la reducción, el yanaconazgo y los servicios personales, que para el 
siglo XVIII las habían llevado prácticamente a su extinción como grupos sociales. La 
autora afirma que la relación entre los grupos indígenas y los conquistadores españoles 
estuvo condicionada por el vínculo que los primeros habían mantenido previamente 
con el imperio incaico y que la explotación y el maltrato de los indios fueron especial-
mente intensos en el Tucumán. Backewell (1984) ha analizado la organización de la 
mita minera potosina, a la que describe como un sistema de trabajo indígena rotativo 
y forzado, a pesar de ser asalariado.

La bibliografía producida últimamente sobre la participación política y la movili-
zación popular en la región durante el siglo XIX (Fradkin y Di Meglio 2013; Santilli, 
Gelman y Fradkin 2013) ha manifestado un nuevo interés por sujetos de la historia 
que hasta el momento no habían sido investigados o interrogados, tales como las 
clases populares, los grupos subalternos y los mestizos e indígenas separados de sus 
grupos de pertenencia y establecidos en contextos urbanos merced a traslados, fueran 
éstos compulsivos o no. Así, las compilaciones arriba mencionadas –ambas publicadas 
en 2013– reúnen trabajos acerca de diversos espacios del antiguo Virreinato del Río de 
La Plata que a fin de siglo conformarían la Argentina.

Por otro lado, desde la perspectiva de las relaciones interétnicas y los espacios fron-
terizos, numerosos autores se han abocado al estudio de las poblaciones indígenas 
autónomas de la Pampa y la Patagonia y del Chaco, si bien dichos trabajos tampoco se 
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destacan para el período propuesto. Para la región pampeana, encontramos en Roulet 
(2013) una descripción detallada de los pueblos indígenas autónomos que allí habita-
ban. Asimismo, numerosos autores han indagado acerca de las interacciones pacíficas 
y bélicas entre dichos grupos indígenas y la sociedad hispanocriolla a fines del período 
colonial e inicios del proceso revolucionario (Mandrini 1986, 1992, 1997; Palermo 
2000; Varela y Manara 2001, 2003; Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008; Crivelli 2013).

En cuanto a la percepción y la actitud que las elites hispanocriollas tuvieron frente a 
los grupos indígenas pampeanos hacia comienzos del período revolucionario, Quijada 
(2002) ha señalado que la presencia de indígenas de frontera generó para dichas elites 
la problemática de cómo articularlos con la sociedad mayoritaria. La autora también 
ha abordado la apropiación simbólica de la imagen idealizada de las poblaciones 
nativas locales que diversos discursos independentistas han utilizado, en el marco del 
proceso de configuración de un imaginario nacional, como sustrato de identificación 
colectiva, singularización y diferenciación respecto de otras regiones de la América 
hispana (Quijada 1994, 2000, 2003). Para ello retoma la distinción analítica de 
Anthony Smith entre la nación étnica –que apela a un fundamento étnico– y la nación 
cívica –que apela a un fundamento político– (Quijada 2000, 2004).

Por su parte, Bechis (2010) ha estudiado las relaciones interétnicas entre los criollos 
o “blancos” y los grupos indígenas de la frontera sur a lo largo de la década de 1810. 
Describe el contacto real, con indígenas aún soberanos, que la sociedad hispanocrio-
lla mantuvo durante la primera década del proceso revolucionario y propone una 
periodización que define un período de paz –aproximadamente entre 1785 y 1813– y 
el estallido de un conflicto a partir de 1814. Asimismo, ha destacado que el discurso 
revolucionario acerca de la “liberación indígena” se encontraba enfocado hacia indios 
ya incorporados, al tiempo que omitía a la gran cantidad de poblaciones indígenas 
todavía autónomas y vinculadas comercialmente y a través de tratados de paz con ha-
bitantes y autoridades de Buenos Aires (Bechis 2010).

Por otro lado, numerosos autores han estudiado los procesos y las transformacio-
nes políticas ocurridas a comienzos del siglo XIX a ambos lados del Atlántico. Guerra 
(1992) ha abordado las independencias americanas desde una óptica general, analizan-
do el contexto y las bases del proceso revolucionario en América a partir de un enfo-
que político y cultural que contempla también la dimensión socioeconómica. Otros 
autores se han centrado específicamente en el proceso revolucionario desarrollado en 
el Río de La Plata. Halperín Donghi ([1972] 2014) ha realizado un extenso análisis de 
la revolución y de las guerras de independencia rioplatenses, como también de la ten-
dencia a la militarización en la sociedad porteña desencadenada a partir de las invasio-
nes inglesas de 1806 y 1807 (Halperín Donghi 1978). El autor afirma que fue a través 
de la formación de milicias urbanas con gran cantidad de soldados de origen criollo 
que aumentó notoriamente el poder de dicho sector dentro de la sociedad colonial.

Por su parte, Goldman (1998, 2009a, 2009b) y Ternavasio (2009) también han 
abordado con profundidad el desarrollo de la revolución en el Río de La Plata. En 
sus respectivos trabajos ambas autoras recorren, partiendo de la situación política en 
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España, el desarrollo de las invasiones inglesas, la formación de un “partido carlotista” 
en apoyo a las pretensiones de la infanta Carlota de ocupar la regencia de las posesio-
nes españolas en América, la sucesión –a partir del 25 de mayo de 1810– de diversos 
gobiernos revolucionarios con sede en Buenos Aires, el desarrollo de las expediciones 
militares enviadas a diversos puntos del antiguo virreinato y los debates políticos sos-
tenidos en torno a la soberanía, a los modos de representación política y a la futura 
organización política de la región. Asimismo, Ternavasio (2013) cuestiona la lectura 
tradicional sobre la Asamblea del año XIII que destaca su “espíritu radical o progre-
sista” enfocándose únicamente en sus primeras resoluciones –tales como la abolición 
del tributo y del servicio personal indígena y la sanción de la libertad de vientres, 
entre otras–. La autora señala que la Asamblea se mostró más preocupada por definir 
la concentración del poder –tal como ocurrió con la creación de un ejecutivo uniper-
sonal en la figura del Director Supremo– que por dotar al orden político de poderes 
constituidos, ya que no logró sancionar una constitución.

En cuanto a la organización y a la dinámica interna del movimiento revolucionario, 
González Bernaldo (1991) realiza un recorrido por las formas de sociabilidad política 
revolucionaria desplegadas en el Río de La Plata entre 1810 y 1815, afirmando que ésta 
adquirió un carácter elitista y funcionó de acuerdo a lógicas de clase que inhibieron el 
desarrollo de una sociabilidad política popular, lo cual hubiera implicado una amena-
za para el orden social. Altuna (2002) aborda algunos escritos políticos de Bernardo de 
Monteagudo del período 1809-1815. 

Asimismo, los estudios actuales sobre la participación y la movilización popular 
durante el siglo XIX que hemos mencionado más arriba están aportando nuevos en-
foques y discusiones a la historiografía del período revolucionario. Fradkin (2011) ha 
cuestionado la historiografía enfocada sobre los actores hegemónicos y ha propuesto 
considerar tanto la dimensión étnica de los procesos políticos, como a ciertos persona-
jes marginales e invisibilizados, tales como los pueblos indígenas. En la misma línea, 
Di Meglio (2011) ha abordado la participación política popular durante el período 
revolucionario centrándose en Buenos Aires, el Litoral, Salta y Jujuy. El autor agrupa 
bajo la denominación de plebe o bajo pueblo a todos aquellos que no eran considerados 
“blancos” –indígenas, castas, africanos, pardos– y a los blancos pobres –artesanos, jor-
naleros, peones, matarifes, vendedores ambulantes–. Esta plebe tenía una importante 
presencia en las milicias urbanas y la dirigencia revolucionaria apeló a ella en diversas 
ocasiones con el fin de influir sobre la composición de los órganos de gobierno. En 
Cuyo y en el noroeste, el autor señala que la militarización derivó en una importante 
presión sobre los sectores populares, que debieron afrontar los reclutamientos y las 
demandas de recursos materiales. En las tropas jujeñas hubo una gran impronta in-
dígena –al igual que en la guerrilla altoperuana–, mientras que la composición de los 
gauchos de Güemes fue más heterogénea (Di Meglio 2011). En el caso del Litoral, el 
autor señala la movilización rural que se dio bajo el liderazgo de Artigas.

Con respecto a las guerras de independencia, Macchi (2012) ha abordado la rela-
ción entre guerra y política en el Río de La Plata observando a la oficialidad del Ejérci-
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to Auxiliar del Perú durante su primera campaña, llevada a cabo entre 1810 y 1811. La 
autora afirma que se trató de guerras políticas o modernas en las cuales los combatientes 
se distinguían por adherir a diversos principios políticos. Así, la cuestión militar fue 
un instrumento de la política y la participación en la guerra, una forma de politiza-
ción. Por su parte, Sobrevilla Perea (2013) ha estudiado el desarrollo de las guerras de 
independencia en el espacio Alto Andino entre 1805 y 1825 –tomando como centro 
el territorio de la Audiencia de Charcas– y cuestiona la tendencia de las historiografías 
“nacionalistas” a observar la guerra únicamente desde el bando patriota. A raíz de ello, 
propone un enfoque que toma en consideración las relaciones entre ambos bandos 
–patriota y realista–, afirmando que, dada la cercanía social entre ellos, las guerras de 
independencia fueron principalmente guerras civiles. Asimismo, la autora destaca la 
importancia que la participación indígena y la cuestión del tributo tuvieron en el de-
sarrollo de la guerra en dichas latitudes.

Diversos historiadores han abordado la mentalidad y el clima político general del 
período revolucionario a comienzos del siglo XIX. Rípodas Ardanaz (1993), Quijada 
(1994, 1996) y Díaz Caballero (2009) han analizado los mecanismos de legitimación 
esgrimidos por el movimiento revolucionario. Rípodas Ardanaz (1993) describe la 
continuidad con el pasado incaico construida por algunos dirigentes criollos y Díaz 
Caballero (2009) aborda la función que el incaísmo –definido como el uso de la tradi-
ción incaica como imaginario legitimador de las nacientes naciones criollas y también 
analizado por Quijada (1996)– cumplió como primer escenario imaginario político y 
simbólico dentro del proceso de construcción nacional. Asimismo, Quijada (1994) 
destaca la importancia de la apropiación de la imagen idealizada de algunas poblacio-
nes indígenas llevada a cabo en el proceso de construcción de una memoria histórica 
vinculada a las identidades locales. Por medio de la distinción entre nación cívica y 
nación étnica, la autora afirma que es ésta última la que posibilita, a través del proceso 
homogeneizador de etnización de la polity (Quijada 2000), la construcción de la comuni-
dad imaginada definida por Anderson (1983). 

Por su parte, Chiaramonte (1997, 2007) y Díaz Caballero (2009) cuestionan las pos-
turas que toman al estado nacional como producto de una “nacionalidad” preexisten-
te y afirman que durante el período independentista existían más bien múltiples iden-
tidades –urbana, regional, americanista, española– sobre las cuales se basaban diversas 
propuestas de construcción de una entidad política independiente. En la misma línea, 
Chiaramonte (2007), Goldman (2008), Di Meglio (2009) y Souto y Wasserman (2009) 
han abordado en profundidad la mentalidad y el vocabulario político del período.

En cuanto a la retórica y a la política adoptada por el movimiento revolucionario 
frente a los pueblos indígenas, numerosos autores se han referido a ciertas medidas de 
“liberación” que fueron dictadas principalmente en referencia a los grupos indígenas 
sometidos del Alto Perú. Durante la primera mitad del siglo XX, Lehmann Nitsche 
(1930) y Levene (1947-1948) abordaron el decreto de supresión del tributo indígena 
de 1811, traducido al quechua, y su posterior sanción por parte de la Asamblea del 
Año XIII, que fue difundida no sólo en quechua sino también en aymara y guaraní. 



14

Luisina Inés Tourres

Halperín Donghi ([1972] 2014) se ha referido a la gestión de Juan José Castelli en el 
Alto Perú –representante político de la Junta de gobierno porteña– como una “política 
filoindígena” que era principalmente un arma de guerra implementada con la intención 
de obtener ventajas políticas, pero que no tuvo consecuencias prácticas. Sin embargo, 
el autor afirma que la política de Castelli sí resultó efectiva para provocar alarma 
entre las élites y los funcionarios locales, que no sabían si habían sido “liberados o 
conquistados”. Goldman (1992) se ha enfocado en el pensamiento y el discurso político 
de los morenistas –Mariano Moreno, Juan José Castelli, Bernardo de Monteagudo–, 
considerados la facción más radical del movimiento revolucionario. Sostiene que su 
retórica filoindigenista enfocada en el Alto Perú –que era ideológicamente afín a los 
principios ilustrados de igualdad y libertad y prometía una “liberación indígena”– fue 
una medida destinada a conseguir soldados y recursos materiales para el desarrollo 
de las campañas militares contra los realistas. En la misma línea, Néspolo y Morrone 
(2010) afirman que la intencionalidad política del discurso de Castelli apuntaba a 
asegurar posiciones y a garantizar el avance militar del ejército revolucionario, 
mientras el territorio y los recursos altoperuanos aún estaban en juego. Aquí nos 
parece notoria la vigencia de la tesis de Halperín Donghi ([1972] 2014) respecto de 
la política filoindigenista de Castelli en el Alto Perú –principalmente la idea de que 
ésta funcionó como un “arma de guerra”–, que Goldman (1992) y Néspolo y Morrone 
(2010) retoman sin profundizar mucho su discusión.

Por su parte, Seghesso de López (2010b) realiza un recorrido por los diversos de-
bates generados y por diversas medidas tomadas entre fines del período colonial y los 
primeros años del proceso revolucionario rioplatense a propósito de la situación de 
sometimiento de ciertas poblaciones indígenas al régimen colonial. En el mismo sen-
tido, retomamos los trabajos de Jöelle Chassin –quien se ha dedicado extensamente 
al estudio de la América Latina colonial con foco en las áreas de los actuales México 
y Perú– centrados en la misión de Castelli en el Alto Perú y en los discursos que éste 
pronunció entre 1810 y 1811 (Chassin 1990). En este punto, la visión de la autora 
coincide en gran medida con la postura de Goldman (1992). Chassin también ha es-
tudiado las repercusiones que la presencia de Castelli tuvo tanto en el Alto Perú como 
en el Virreinato del Perú. En su análisis de la insurrección de Huánuco de 1812 se ha 
referido a la vigencia que en dicho momento poseía el mito del Rey Inca asociado a 
Castelli en la figura del “Rey Castel” e invocado por los jefes criollos para incitar a la 
población indígena a la lucha (Chassin 2008).

Por último, algunos autores han considerado la influencia que el desarrollo del 
movimiento revolucionario tuvo sobre las relaciones interétnicas establecidas con las 
poblaciones indígenas autónomas en diversos espacios del antiguo virreinato. Ratto 
(2008) ha observado el modo en que el proceso revolucionario afectó las relaciones 
largamente establecidas entre hispanocriollos e indígenas autónomos y señala que 
existió participación indígena en la revolución, aunque con móviles muy diversos. La 
autora distingue diversos contextos particulares: en el Chaco se produjo el avance de 
la frontera agropecuaria a través de una política de expropiación de tierras a indígenas 
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reducidos y se dieron intentos de captar a caciques chaqueños para el ejército 
independentista entre 1816 y 1818; en Córdoba y Santiago del Estero se produjeron 
incursiones indígenas como producto del retiro de fuerzas en 1810. Sostiene la autora 
que, a partir de 1814, la dinámica de los grupos revolucionarios rioplatenses y chilenos 
y la conformación de bandos y alianzas influyeron ampliamente en las relaciones 
interétnicas previamente establecidas en ciertos espacios. En el área cuyana y pampeana 
se radicaron grupos patriotas y realistas llegados desde Chile que establecieron alianzas 
con diversos líderes revolucionarios rioplatenses –posicionados tanto a favor como en 
contra del Directorio– y con determinados grupos indígenas; en el Litoral, tanto las 
tropas directoriales como las antidirectoriales hicieron alianzas con diversos pueblos 
indígenas (Ratto 2008). En dicho espacio, alrededor de Corrientes y Santa Fe, algunos 
indios de las misiones –guaraníes y charrúas– y otros fronterizos –charrúas, abipones, 
mocovíes– ingresaron al ejército artiguista como milicias auxiliares (Ratto 2008, 
Fradkin y Ratto 2011).
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Metodología y fuentes

En este trabajo analizamos las percepciones y actitudes que el movimiento revo-
lucionario del Río de La Plata manifestó ante el otro indígena en sus discursos. Por 
movimiento revolucionario entendemos aquí, en un sentido general, al que conformó 
organismos de gobierno y asambleas legislativas para reemplazar la figura del virrey 
español en los inicios del siglo XIX. Dichos cuerpos se establecieron principalmente 
–pero no de manera exclusiva– en Buenos Aires: la Primera Junta, la Junta Grande, el 
Primer Triunvirato, el Segundo Triunvirato, el Directorio, la Asamblea del Año XIII 
y el Congreso de Tucumán�. También consideramos a los integrantes de esos organis-
mos y asambleas y a algunos funcionarios o líderes que se desempeñaban en otras áreas 
de las Provincias Unidas –tales como Bernardo de Monteagudo, Feliciano Chiclana, 
Martín Miguel de Güemes y José de San Martín–. Tomamos a los cuerpos y personajes 
arriba mencionados debido a que produjeron documentos altamente relevantes para 
el abordaje de la problemática que hemos definido. Nos centramos principalmente en 
la dimensión de los discursos, por cuanto creemos que el análisis de la praxis revolu-
cionaria frente a los grupos indígenas –que dejamos como una línea futura de investi-
gación– es un paso que sigue, en amplitud y complejidad, a la primera aproximación a 
la problemática que aquí presentamos.

Buscamos en principio obtener un panorama más o menos preciso de cuáles eran 
los grupos indígenas conocidos y reconocidos por los actores revolucionarios. Para 
ello, partimos de la documentación producida por los actores mismos, con el objeto 
de observar qué pueblos indígenas y qué espacios del antiguo Virreinato del Río de La 
Plata aparecían mencionados, teniendo como marco de referencia los estudios etno-
históricos sobre los grupos indígenas del actual espacio sudamericano.

No limitamos nuestra indagación a un área particular definida a priori, sino que ob-
servamos qué espacios eran mencionados –en relación con los pueblos indígenas– en 

�  Originalmente conformado en la ciudad de Tucumán en 1816, fue trasladado a Buenos Aires 
a comienzos de 1817.
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la documentación producida por los revolucionarios. Así, nuestro trabajo se encuentra 
en gran medida delineado por el desarrollo y el alcance del propio movimiento revo-
lucionario, que paulatinamente se extendió desde Buenos Aires hacia los espacios que 
habían formado parte del Virreinato del Río de La Plata –si bien Paraguay se distanció 
rápidamente y desarrolló su propio proceso revolucionario–. Nos centramos princi-
palmente en los espacios que fueron clave durante los primeros años del movimiento, 
aquellos en los cuales se produjeron numerosos y significativos documentos y que 
también aparecen reiteradamente mencionados en la documentación: la ciudad de 
Buenos Aires y las regiones del Alto Perú y el Tucumán.

En sentido amplio, creemos que para abordar la problemática arriba delimitada re-
sulta necesario considerar el período 1806-1821, historiográficamente definido como 
el período revolucionario e independentista. Éste se inicia con la primera invasión 
inglesa a Buenos Aires –considerada por Halperín Donghi (1978) como un momento 
de ruptura a partir del cual los criollos definieron sus intereses como opuestos a los 
de Corona española y comenzaron a tomar protagonismo– y finaliza con la disolución 
del gobierno central y la aparición de los estados autónomos provinciales en 1820. 
Sin embargo, dado que se trata de un período extenso, en este trabajo tomamos un 
recorte más acotado, hasta la declaración de la independencia de 1816 que señala 
formalmente el comienzo de la etapa independiente de la historia argentina. Si bien 
dicha declaración no implicó cambios significativos que permitan delimitar un perío-
do histórico, de modo inicial y con fines analíticos abordamos aquí el período 1806-
1816 para poder analizar de modo más acotado las percepciones construidas por los 
actores revolucionarios respecto de los grupos indígenas, aunque sin perder de vista el 
contexto sociohistórico más amplio.

Marco teórico y conceptos instrumentales

Para abordar la problemática que hemos delimitado recurrimos principalmente al 
aparato teórico-metodológico de la Etnohistoria o Antropología histórica y también 
hemos utilizado algunas herramientas teóricas provenientes de la Antropología, del 
Análisis del discurso y de la Historia de los conceptos.

Lorandi y Del Río (1992) señalan que la Etnohistoria o Antropología histórica 
aborda al “otro social” desde una perspectiva étnica y teniendo en cuenta sus trans-
formaciones en el transcurso del tiempo. Se trata de un campo disciplinar que se in-
teresa por la agentividad colectiva o los actores anónimos –la llamada historia “desde 
abajo”–, nombre que designa no sólo a las comunidades indígenas sino también a 
otra población subalterna –pobre, mestiza, criolla, afroamericana, de castas–, como 
también a los funcionarios intermedios e intermediarios culturales (Lorandi 2012). 
Así, contribuye a la visibilización de la agencia de sujetos históricos que han sido tra-
dicionalmente negados por los relatos hegemónicos (Wright 2012). La Antropología 
histórica se interroga acerca de la estructura cultural y de las prácticas de diversos 
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segmentos sociales más allá de los gobiernos o de las elites, enfocándose en “el análisis 
de los hábitos, las actividades y los imaginarios desde una perspectiva [micro] antropo-
lógica” (Lorandi 2012: 21).

También nos han sido de gran utilidad algunos aportes de la perspectiva antro-
pológica. Hemos tenido en cuenta el enfoque dinámico-relacional de las identidades 
entendidas como construcciones fluidas y múltiples (Boccara 2003) y el concepto de 
etnicidad entendido como el proceso de re-producción de un grupo (Briones et al. 1990-
1992). La tesis de Barth (1976) sobre los mecanismos de autoadscripción y adscripción 
por otros que construyen los límites a partir de los cuales se definen los grupos nos 
sirvió para pensar los procesos de construcción de un “nosotros” frente a los “otros”. 
Además, nos hemos guiado por el reiterado interés de la Antropología por desnatura-
lizar categorías de percepción que a pesar de ser construcciones sociales vinculadas con 
relaciones de poder (Wright 2012) continuamente se nos muestran como datos fijos y 
naturales de la realidad.

El abordaje de una problemática desde la Antropología histórica implica reconstruir 
a partir de la información documental la trama de los sucesos con el fin de interpretar 
“los significados que pueden otorgarse a un determinado suceso o acontecimiento en 
una determinada configuración social” (Lorandi 2012: 27). Asimismo, dicha disciplina 
puede ser concebida como una etnografía del pasado en la cual el objeto de investi-
gación es un lugar etnográfico histórico donde a través de la evidencia documental 
se produce “una intersubjetividad entre el investigador y sus interlocutores remotos” 
(Wright 2012: 175). Dadas ciertas limitaciones del trabajo con documentos escritos 
–principalmente la subjetividad y la intencionalidad de los autores– (Barragán 2001, 
Nacuzzi 2010), nos resultó imprescindible atender al contexto de producción y enun-
ciación de cada documento para poder situarlo en un determinado campo discursivo 
–dialógico– y en un determinado sistema global de significaciones, que permitieran 
interpretarlo en diversos niveles (Bensa 1996, Nacuzzi 2010).

De la Historia de los conceptos hemos retomado el interés por estudiar los sentidos 
y usos históricos de la terminología presente en los documentos, considerado como 
una necesidad ineludible del análisis historiográfico (Goldman 1992). En esta línea, 
hemos considerado principalmente los análisis de Chiaramonte (2007), Goldman 
(2008) y Souto y Wasserman (2009) en torno a los conceptos de patria y nación. 
Asimismo, entendemos que es al interior de un particular imaginario y/o cosmovisión 
que las prácticas cobran sentido.

Retomando los aportes del Análisis del discurso, destacamos la imposibilidad de 
prescindir del contexto extra-lingüístico en el cual se inserta cada discurso, por cuan-
to las circunstancias históricas, sociales, culturales, políticas y económicas también 
pertenecen a sus condiciones de producción (Blommaert 2006). De ese modo se vin-
culan lo lingüístico y lo no lingüístico en el discurso en tanto objeto social, que no 
pertenece únicamente al orden del “decir” sino que también constituye una forma de 
acción sobre el otro (Maingueneau 2005). El discurso –en nuestro caso, el discurso 
escrito– siempre está regido por las normas vigentes en un determinado espacio social 
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y se encuentra también orientado por los objetivos de un sujeto locutor –colectivo o 
individual– atravesado por intereses particulares, de modo que nunca es neutral. Más 
bien, actúa pragmáticamente operando al interior de procesos hegemónicos y produ-
ciendo diversos efectos ideológicos (Blommaert 2006).

Del campo del análisis discursivo hemos tomado además herramientas que nos han 
permitido observar los modos de construcción o representación de los interlocutores 
en los discursos abordados. Por un lado, hemos prestado atención a las diversas 
construcciones del “nosotros” utilizadas en los discursos: el nosotros inclusivo –que con la 
fórmula “yo + tú” incluye al auditorio– y el nosotros exclusivo –consistente en un “yo + él” 
que excluye al auditorio–; empleados conjuntamente con las personas “yo” y “tú-ustedes” 
(Kerbrat Orecchioni 1987). Por el otro, también hemos observado la presencia de la 
subjetividad del enunciador en los discursos, principalmente a través de los vocativos y 
calificativos aplicados a diversos grupos indígenas (Kerbrat Orecchioni 1987).

También hemos recurrido a algunas conceptualizaciones particulares de la catego-
ría de indio o indígena. En primer lugar, siguiendo a Bonfil Batalla (1992), la entende-
mos como una categoría analítica que designa, al interior de una relación colonial, al 
sector colonizado frente al colonizador. Se trata además de una categoría supraétnica 
que borra o enmascara la especificidad histórica y las identidades étnicas preexistentes 
de las diversas poblaciones sobre las cuales se aplica. También nos ha sido de gran 
utilidad el concepto de indio hiperreal que Ramos (1992) utiliza para designar a la ima-
gen particular del indígena creada por diversas ONG’s indigenistas brasileñas a través 
de su accionar. El indio hiperreal es un “indio modelo”, domesticado y controlable, 
creado en oposición a los indios reales de carne y hueso. Esta construcción modélica 
muestra a un indio sufriente, dependiente, víctima del sistema, inocente y honorable, 
que viene a reforzar la imagen occidental del “buen salvaje” indefenso (Ramos 1992). 
Además, retomamos las categorías de indios sometidos e indios autónomos (Quijada 1994, 
2002; Weber 2005; Bechis 2008, 2010) con el fin de distinguir a los pueblos indígenas 
incorporados a la sociedad colonial de aquellos que, incluso manteniendo importan-
tes contactos, aún vivían por fuera de ella.

Por otro lado, consideramos al proceso histórico iniciado en mayo de 1810 como 
parte de la construcción de la nación como una comunidad política imaginada, limi-
tada y soberana (Anderson 1983), que implica “la cohesión de millones de individuos 
en una entelequia abstracta” en el plano del imaginario colectivo (Quijada 2004: 11). 
Para pensar el proceso de construcción nacional tenemos también presente el concep-
to de nación étnica, entendida como un sistema de cohesión colectiva fundamentado 
en referentes comunes revestidos de atemporalidad y esencialidad, tales como una 
ascendencia común, una memoria histórica y diversos mitos de origen, entre otros 
(Quijada 2000, 2004). Entendemos que gran parte de estos elementos se encuentran 
imbuidos de afectividad (Renan [1882] 1992) y suelen ser ficcionales o inventados 
(Hobsbawm 2002).

Retomamos además la idea de que la construcción de la nación implica el esta-
blecimiento de una continuidad histórica y la creación de un pasado en función de 
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las visiones y necesidades del presente (Smith 1990). En este punto seguimos parti-
cularmente a Quijada (2003), quien afirma para el Río de La Plata que las ideas que 
situaban el origen de la comunidad en el mundo prehispánico estaban basadas en un 
vínculo territorial y no biológico, de modo que el grupo primigenio era considerado 
un precursor –en la ocupación del “sagrado territorio de la patria”– y no un ancestro.

Finalmente, también nos valemos del concepto de ficción orientadora, entendido 
como las construcciones ficcionales que componen una mitología o imaginario y 
que otorgan a los individuos un sentido de nación, comunidad e identidad colectiva 
(Shumway 1993). Este concepto nos resultó relevante al aplicarlo específicamente al 
incaísmo, que Díaz Caballero (2009) define como una ficción orientadora particular 
del período revolucionario que consistía en la apropiación del pasado incaico con el 
fin de legitimar el surgimiento de las diversas naciones criollas. Aquí tuvimos presente, 
además, el hecho de que una retórica nacionalista de retorno a un pasado étnico encar-
nado en las masas campesinas o en las clases populares no implicaba necesariamente 
que la práctica nacionalista efectivamente buscara movilizarlas (Smith 1990).

Fuentes documentales

En este trabajo partimos de un corpus conformado por documentos escritos 
producidos mayormente entre 1810 y 1816 en Buenos Aires, el Alto Perú y el 
Tucumán. Entre ellos encontramos, por un lado, documentos oficiales producidos 
por instituciones colectivas como los gobiernos pretendidamente centrales con 
sede en Buenos Aires (la Primera Junta, la Junta Grande, el Primer Triunvirato, el 
Segundo Triunvirato, el Directorio) y los órganos legislativos reunidos en Buenos 
Aires y Tucumán (la Asamblea del Año XIII y el Congreso de Tucumán). Por otro 
lado, existen documentos de autoría individual que también integran nuestro corpus, 
tanto aquéllos escritos por miembros de dichos organismos (Mariano Moreno, Manuel 
Belgrano, Juan José Castelli) y/o por funcionarios del gobierno (Feliciano Chiclana 
como gobernador de Salta primero y de Potosí después) como los producidos por 
otros líderes revolucionarios que desempeñaban sus funciones en diversas áreas de las 
Provincias Unidas (Bernardo de Monteagudo, activo dirigente que sin embargo ocupó 
pocos cargos visibles; Martín Miguel de Güemes y José de San Martín como jefes 
militares). Estos últimos también podían ser escritos oficiales o privados.

Al mismo tiempo, al interior de ambos conjuntos podemos reconocer otras dos 
clases de escritos en cuanto a su difusión y publicidad. Por un lado, aquellos documen-
tos intencionalmente destinados a la difusión pública, principalmente a través de la 
Gazeta de Buenos Ayres: tanto piezas literarias, proclamas, discursos o manifiestos, como 
otros escritos de carácter oficial que expresaban decisiones y actos centrales de gobier-
no (oficios, decretos, leyes). Dado que éstos últimos eran publicados por bando, cree-
mos que es posible que hayan tenido una mayor difusión y alcance que los primeros. 
Por el otro, encontramos otros documentos de carácter administrativo menos públicos 
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(como instrucciones, informes, Acuerdos del Cabildo de Buenos Aires) o francamente 
privados, como la correspondencia personal que diversos actores revolucionarios man-
tenían entre sí, sin perjuicio de que todos ellos hayan podido ser circunstancialmente 
publicados en la prensa periódica de la época.

Entendemos que los actores del movimiento delinearon una particular retórica 
revolucionaria a través de los documentos que produjeron con la expresa intención 
de difundirlos públicamente. En este trabajo nos hemos centrado particularmente en 
aquella retórica revolucionaria pública y oficial, que creemos es especialmente signifi-
cativa en lo que respecta a los pueblos indígenas. Sin embargo, también hemos revisa-
do otra documentación relativa a realidades más locales –tales como los Acuerdos del 
Cabildo de Buenos Aires– que nos ha sido de utilidad para encontrar nuevos puntos 
de vista que complementan y/o contrastan el discurso que la dirigencia revolucionaria 
daba a conocer públicamente.

Entre la documentación arriba mencionada se destacan algunos discursos que esta-
ban destinados directamente a determinados grupos indígenas. En 1811 Castelli dirigió 
dos proclamas –entre ellas, la llamada “Proclama de Tiahuanaco”– y un bando a los in-
dígenas altoperuanos y peruanos (Castelli 05/02/1811, 13/02/1811, 25/05/1811) y en 
1812 la Gazeta de Buenos Ayres publicó una proclama pronunciada por un funcionario 
de Mendoza ante indígenas pehuenches (Prensa periódica 19/06/1812). Asimismo, 
circularon por bando versiones del decreto de abolición del tributo indígena (Decreto 
01/09/1811) y del Acta de Independencia (09/07/1816) traducidas a algunas lenguas 
indígenas: quechua, aymara y guaraní en el primer caso y únicamente quechua y ayma-
ra en el segundo.

Para algunos documentos la atribución de autoría resulta problemática. Las ins-
trucciones dadas en septiembre de 1810 a Castelli –luego de que fuera designado como 
representante político de la Primera Junta en la expedición militar enviada a las Pro-
vincias Interiores– generalmente aparecen publicadas como instrucciones impartidas 
por la Junta en tanto organismo de gobierno. Sin embargo, algunos trabajos las atribu-
yen a Moreno individualmente, posiblemente debido a que en ese momento ocupaba 
el cargo de secretario de la Junta. Por otro lado, si bien existe consenso en atribuir la 
famosa “Proclama de Tiahuanaco” a Castelli (25/05/1811), también en ocasiones se 
afirma que Monteagudo –entonces secretario de Castelli– fue o pudo haber sido coau-
tor de la misma, o incluso su autor. En ninguno de los casos hemos encontrado hasta 
el momento una justificación para estas disímiles atribuciones de autoría ni hemos 
podido acceder a los documentos originales.

Por último, la extensa publicidad y circulación de algunas fuentes relativas al pro-
ceso revolucionario –precisamente por pertenecer a un momento fundacional de la 
nación– condiciona significativamente el acceso a sus versiones originales y, por ende, 
los abordajes que podemos hacer de ellas. Si bien hay numerosos estudios acerca del 
período revolucionario, gran parte de ellos se apoya sobre el mismo conjunto de do-
cumentos ampliamente conocidos y difundidos y repetidamente citados. Existe una 
continua publicación y re-publicación de dichas fuentes, muchas veces a partir de edi-
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ciones previas y no de los documentos originales, de cuya ubicación no se dan siquiera 
referencias. Así, las versiones disponibles terminan siendo transcripciones de trans-
cripciones y se vuelve dificultoso acceder a los papeles originales –si es que todavía exis-
ten– y conocer los archivos que los guardan. Creemos que es posible un nuevo trabajo 
de búsqueda documental relativa al periodo revolucionario y a los pueblos indígenas 
y que la profundización del estudio de esta problemática podría realizar importantes 
contribuciones al estudio del proceso revolucionario rioplatense.

En la línea de buscar nuevas fuentes aparte de los documentos ya conocidos y rei-
teradamente citados, que nos permitan derribar el supuesto de que ellos son todos los 
existentes y accesibles, nos alienta alguna bibliografía acerca de la participación políti-
ca y la movilización popular durante el siglo XIX producida recientemente (Di Meglio 
2011; Fradkin y Di Meglio 2013; Santilli, Gelman y Fradkin 2013). Entendemos que 
esta bibliografía puede proporcionar indicios acerca de los indígenas reales de carne 
y hueso presentes en diversos espacios de las Provincias Unidas enmascarados en –o 
mezclados con– los grupos subalternos, lo cual haría posible seguir indagando con qué 
grupos indígenas los revolucionarios interactuaban cotidianamente y cómo los veían.
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3
El Virreinato del Río de La Plata a 
comienzos del siglo XIX

El movimiento revolucionario iniciado formalmente en Buenos Aires en mayo de 
1810 –si bien es posible identificar sus antecedentes, como veremos, durante los años 
previos– se desarrolló en un espacio colonial cuya configuración territorial, político-
administrativa, económica y social presentaba características particulares. El Virrei-
nato del Río de La Plata fue creado en 1776 como parte de un proceso de reformas 
iniciado por la Corona española a mediados del siglo XVIII. Las reformas borbónicas, 
como fueron posteriormente conocidas en referencia a la dinastía reinante, perseguían 
el objetivo central de recomponer un imperio que atravesaba una importante crisis, 
apuntando a: afirmar la soberanía única del monarca absoluto, consolidar los límites 
y la seguridad del imperio –haciendo frente al creciente poderío naval y mercantil 
británico– y mejorar el estado de sus finanzas y promover su crecimiento económico 
(Goldman 1998, Gelman 2000). La Guerra de sucesión española (1701-1713)�, diversos 
enfrentamientos bélicos con ingleses y portugueses y las Guerras Guaraníticas (1754-
1756)� habían sumido a la monarquía española ya desde comienzos del siglo XVIII en 
una importante crisis fiscal (Moutoukias 2000).

El interés de la corona en mejorar la administración de su imperio colonial –en 
términos de control y recaudación– llevó a la división del vasto Virreinato del Perú 
en tres virreinatos, mediante la creación de los Virreinatos de Nueva Granada hacia 

�  La muerte del rey Carlos II (Casa de Habsburgo) sin descendientes llevó al desarrollo de un 
importante conflicto entre diversas potencias europeas por el trono español, que culminó con 
la entronización de la Casa de Borbón, de origen francés.
�  Con dicho nombre se conoce al conflicto armado que enfrentó a las poblaciones indígenas 
de algunas misiones jesuíticas guaraníes con los ejércitos español y portugués. Las poblaciones 
indígenas de las misiones se resistían a la aplicación del Tratado de Madrid o de Permuta 
(1750), por el cual España cedía a Portugal un extenso territorio –dentro del cual se encontra-
ban dichas misiones– a cambio de Colonia del Sacramento (actualmente en territorio urugua-
yo), que en ese momento se encontraba en manos portuguesas.
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el norte del Perú, en 1739�, y del Río de La Plata hacia el sur en 1776 (Goldman 
2009a). Este último abarcaba, entonces, la región del Alto Perú�, las gobernaciones 
del Paraguay, del Tucumán y del Río de La Plata� y el Corregimiento de Cuyo, que 
hasta ese momento había pertenecido a la Capitanía General de Chile. Con Buenos 
Aires –puerto floreciente– como capital del nuevo virreinato, la decisión de la corona 
de reforzar su presencia sobre el Atlántico constituía una respuesta defensiva ante los 
intereses territoriales ingleses –que controlaban el espacio marítimo– y portugueses. 
Estos últimos ejercían a lo largo de la “frontera seca” hispano-lusitana una continua 
presión sobre las misiones jesuíticas y la Banda Oriental� (Goldman 1998).

Asimismo, era necesaria una profunda reforma que fortaleciera el aparato estatal 
y combatiera la influencia de las elites locales y la corrupción sistemática (Gelman 
2000). En el Río de La Plata, las reformas implementadas tuvieron un impacto sig-
nificativo tanto en el terreno administrativo como en el fiscal y el comercial. En la 
administración, se favoreció la presencia de funcionarios de origen peninsular –es 
decir, provenientes de España–, asalariados y de carrera, en detrimento de los criollos 
–nacidos en América, también llamados “españoles americanos”–, quienes hasta ese 
momento lograban acceder a dichos puestos mediante la manipulación de redes perso-
nales y prácticas corruptas (Gelman 2000). Décadas más tarde, este hecho contribuiría 
a la formación del descontento criollo frente al dominio colonial que desembocaría en 
el alzamiento revolucionario.

A partir de 1782/83 fue implementada la Real Ordenanza de Intendentes, que impli-
có una reorganización interna del virreinato en ocho intendencias (Buenos Aires, Cór-
doba del Tucumán, Salta del Tucumán, Paraguay, Potosí, Charcas10, Cochabamba y La 
Paz) y cuatro gobernaciones militares existentes en las jurisdicciones fronterizas con los 
dominios portugueses (Montevideo, las Misiones, Moxos y Chiquitos) (Goldman 1998, 
2009a). Esta modificación significó, además, la supresión de los cargos de corregidores 
y alcaldes mayores11 –afamados por su corrupción– (Gelman 2000) y la concentración 

�  Creado por primera vez en 1717, pero luego suspendido en 1723 a causa de problemas finan-
cieros.
�  Como dijimos, el “Alto Perú” o “Provincia de Charcas” abarcaba a fines del período colonial 
el territorio que estaba bajo jurisdicción de la Real Audiencia de Charcas y que más o menos se 
corresponde con el territorio de la actual Bolivia. Hasta 1783 comprendió la Gobernación de 
Santa Cruz de la Sierra, los gobiernos de Potosí y Chucuito, así como diversos corregimientos 
de españoles y de indios.
�  Denominada también Gobernación de Buenos Aires.
�  La Banda Oriental era el territorio de la Gobernación del Río de La Plata ubicado al este 
de Buenos Aires, entre los ríos de La Plata y Uruguay y las posesiones portuguesas. A pesar de 
algunas diferencias, coincide en gran medida con el actual territorio de Uruguay.
10  La capital de la intendencia de Charcas recibía indistintamente los nombres de Chuquisaca, 
Charcas o La Plata y se corresponde con la actual ciudad de Sucre (Bolivia).
11  Los corregidores eran la máxima autoridad –con facultades políticas, administrativas y judi-
ciales– de los corregimientos, que fueron divisiones administrativas y territoriales del virreinato 
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en el cargo de intendentes de las funciones de justicia, gobierno, finanzas o hacienda y 
guerra (Goldman 1998, Moutoukias 2000). En 1783/85 fue creada la Real Audiencia 
de Buenos Aires –con jurisdicción sobre las intendencias de Buenos Aires, Córdoba del 
Tucumán, Salta del Tucumán y Paraguay–, que junto con la Real Audiencia de Charcas, 
establecida más de doscientos años atrás, serían los más altos tribunales de apelación al 
interior del virreinato. Los cargos de ambos organismos eran en gran medida ocupados 
por intelectuales formados en la prestigiosa Universidad de San Francisco Xavier de 
Chuquisaca –fundada en 1624 por los jesuitas– y en la Academia Carolina de Charcas, 
que funcionaba desde 1776 como institución de altos estudios jurídicos.

En virtud de los intereses defensivos arriba mencionados, las reformas borbónicas 
tuvieron también una importante dimensión militar, caracterizada por la creación de 
un ejército permanente en América con el cual hacer frente a los intereses territoria-
les y comerciales de Inglaterra y Portugal (Goldman 1998). Esto implicó, en el Río 
de La Plata, el flujo de medios económicos y administrativos hacia Buenos Aires en 
detrimento de Lima –que hasta 1776 había funcionado como única capital política 
y comercial de las posesiones españolas en América del Sur– con el fin de sostener 
aquellos objetivos militares en la región (Goldman 1998, 2009a).

La organización militar en el espacio rioplatense era considerablemente compleja, 
ya que junto con las fuerzas regulares o veteranas (ejército permanente), existían los 
cuerpos milicianos tradicionalmente integrados de modo voluntario por los vecinos 
de cada pueblo (Fradkin 2013). A partir de 1765, se comenzó a implementar en la go-
bernación de Buenos Aires –siguiendo la experiencia de otras regiones– una reforma 
cuyo objetivo era crear milicias con mejor entrenamiento, mayor subordinación a los 
mandos veteranos, una conducción central y remuneración (Fradkin 2013). Como 
nunca llegó a completarse, se produjo la coexistencia de las tradicionales milicias de 
voluntarios locales y algunas milicias disciplinadas o regladas, que contaban con gran 
presencia de criollos, quienes participaban en su financiamiento y las veían como un 
medio de acumulación de autoridad y prestigio (Fradkin 2013). Además, se formaron 
milicias de esclavos libertos, pardos o mulatos e indios, principalmente guaraníes y 
ladinos (Fradkin 2013). En las fronteras con las poblaciones indígenas autónomas se 
encontraban también los cuerpos de Blandengues –originalmente una milicia rural de 
caballería, creada durante la primera mitad del siglo XVIII y convertida en veterana en 
1784–, secundados por las milicias rurales (Fradkin 2013).

A pesar de esta organización diversa en cuanto a lo militar, el Virreinato del Río 
de La Plata se caracterizó por el déficit de fuerzas veteranas debido a problemas de 
financiamiento y a la deserción generalizada, y por su marcada concentración espa-
cial (Fradkin 2013). Hacia 178112, el 66% de los efectivos veteranos, incluyendo a los 

hasta la implementación del sistema de intendencias en 1782/83. Por su parte, los alcaldes 
mayores eran funcionarios judiciales de segunda instancia.
12  Año en que la administración colonial debió además ocuparse de la represión del levanta-
miento indígena liderado por Túpac Katari en el Alto Perú, tal como veremos más adelante.
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Blandengues, se encontraba en Montevideo y en la Banda Oriental –región limítrofe 
con las posesiones portuguesas–, mientras un 13% estaba destinado a Buenos Aires y 
otro 12% a Charcas (Fradkin 2013). Como consecuencia de ello, la defensa de Buenos 
Aires, como también de otras regiones y ciudades, recaía fuertemente en las milicias y 
en los Blandengues.

Con respecto a la organización económica, el espacio que a partir de 1776 con-
formaría el nuevo virreinato se encontraba desde hacía tiempo articulado por el eje 
comercial Potosí-Buenos Aires (Mancuso 2013). El Alto Perú había sido altamente 
codiciado ya desde el descubrimiento en el siglo XVI de sus diversos yacimientos me-
talíferos, entre los cuales se destacaba el cerro de Potosí. Rápidamente surgieron nu-
merosos intereses económicos en torno a la región, tanto de la Corona –cuyas cajas 
reales se llenaban con los metales extraídos y exportados a través de Lima– como de 
los particulares que mediante inversiones y el trabajo forzoso de los indios –bajo el sis-
tema de la mita, que describiremos más adelante– emprendían la explotación minera. 
La totalidad de la economía colonial se estructuraba, entonces, en torno a Potosí, cuya 
aglomeración demográfica y nivel de actividad la convertían en un polo de crecimiento 
y en un mercado de consumo masivo (Assadourian 1982).

El territorio virreinal rioplatense, que no era otra cosa que “un conjunto de 
ciudades con una zona rural [la campaña] bajo su jurisdicción” (Chiaramonte 2007: 
143), se encontraba atravesado por extensas redes comerciales que conectaban a los 
centros productivos locales con los mercados urbanos de la región minera y con el 
comercio atlántico vía Buenos Aires (Mancuso 2013). Sin embargo, gran parte de 
este espacio –con la evidente excepción del Alto Perú y su producción minera– había 
ocupado anteriormente, dentro del Virreinato del Perú, un lugar marginal. Esto 
fue contrarrestado a partir de la creación del virreinato rioplatense y la elección de 
Buenos Aires como su capital (Gelman 2000). El ascenso de Buenos Aires como 
puerto atlántico venía produciéndose ya durante el siglo XVII como producto del flujo 
comercial del contrabando y de la crisis de Lima y Potosí generada por el descenso de 
la producción de plata (Assadourian 1982). El centro de gravedad económico al sur 
del Alto Perú fue trasladándose así del Tucumán al Litoral, lo cual se vio acompañado 
por el desplazamiento de algunos sectores de la población que decidieron migrar hacia 
dicha región (Mancuso 2013). Hacia fines del siglo XVIII, Buenos Aires había logrado 
desplazar a Lima, su eterna rival, en el rol de centro proveedor de mercancías europeas 
a los mercados altoperuanos (Mancuso 2013). También a partir de 1776, como nueva 
capital virreinal, obtuvo el control de los recursos fiscales generados por el centro 
minero, lo cual derivó en una concentración de recursos militares y administrativos en 
el Río de La Plata (Moutoukias 2000).

El lugar de Buenos Aires en la economía colonial fue también altamente influen-
ciado por la flexibilización del monopolio comercial español producida como parte 
de las reformas borbónicas. El Reglamento de Comercio Libre de 1778 posibilitó el 
intercambio –antes únicamente permitido con Sevilla y Cádiz– entre diversos puertos 
americanos y españoles– y a partir de 1797 también se dio la posibilidad de comerciar 
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con otros países europeos (Ternavasio 2009, Mancuso 2013). Ambas medidas, que no 
hacían más que legalizar una situación de hecho generada por la extensión del contra-
bando y del comercio semi-legal (Ternavasio 2009), significaron un gran impulso para 
el Río de La Plata. De este modo, la región pasó de ocupar un lugar más bien marginal 
a ser la puerta de salida de un extenso complejo económico regional y una vía de entra-
da a la América española (Mancuso 2013). En 1788 había sido creada la Real Aduana 
de Buenos Aires (Goldman 1998, 2009a), que implicaba un importante incentivo 
para el desarrollo de su economía de exportación en crecimiento (Gelman 2000). Sin 
embargo, tanto la ciudad de Buenos Aires como la región rioplatense seguían siendo 
a fines de siglo “críticamente dependientes de los recursos fiscales transferidos por la 
Corona [desde las cajas de Potosí] y de la existencia vital de metálico para exportar 
hacia el Atlántico” (Mancuso 2013: 31).

En la segunda mitad del siglo XVIII y como consecuencia de los diversos cambios 
significativos ocurridos por las reformas borbónicas, la ciudad de Buenos Aires expe-
rimentó un notable crecimiento demográfico que derivó no sólo en el aumento de su 
densidad poblacional sino también en la expansión de la ciudad hacia los suburbios 
(Sarmiento y Reitano 2013). Además, Buenos Aires se convirtió en un polo de atrac-
ción para muchos inmigrantes provenientes de otras regiones de la América española 
y de diversas partes de Europa (Sarmiento y Reitano 2013).

La estratificación de la sociedad porteña para este período muestra a los peninsula-
res ocupando los estratos más altos, correspondientes a los puestos burocráticos, mili-
tares y eclesiásticos superiores y a los comerciantes mayoristas principales (Sarmiento 
y Reitano 2013). A fines del siglo XVIII, el 64% de los cargos de la administración 
colonial se encontraba en manos de peninsulares, mientras los porteños ocupaban 
un 29% y los americanos oriundos de otras regiones un 7% (Goldman 2009a). A 
continuación, se encontraban los clérigos, los comerciantes menos prósperos, los abo-
gados y otros funcionarios de menor rango, lugares que llegaron a ocupar los españo-
les americanos o criollos y también algunos inmigrantes ultramarinos no españoles 
(Sarmiento y Reitano 2013). Por último, encontramos los dos últimos estratos de esta 
compleja sociedad colonial, ocupados por estancieros, artesanos, pequeños granjeros, 
empleados, pulperos, y finalmente por peones, jornaleros, sirvientes domésticos y es-
clavos. En este último escalón se encontraba incluida la mayor parte de la población 
indígena, africana, mulata y mestiza de la ciudad (Sarmiento y Reitano 2013). 

Como ya hemos adelantado, en la sociedad porteña la estructura formal de la 
autoridad política y la administración imperial estaba profundamente vinculada con 
el mundo de los negocios por medio de lazos de parentesco y alianza, así como cliente-
lares y comerciales, a lo largo de los cuales circulaban favores (Moutoukias 2000). Así, 
las elites criollas accedían a la burocracia y al poder mediante la compra de cargos, la 
cooptación de funcionarios, relaciones de compadrazgo, matrimonios estratégicos y la-
zos económicos (Gelman 2000). Desde allí, también se beneficiaban del arrendamien-
to de impuestos y de los ingresos generados por el contrabando, entre otros (Gelman 
2000). Así, se daba una simbiosis entre la Corona y las elites, ya que mientras la prime-
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ra aportaba la legitimidad del poder real y mediaba a través del sistema judicial entre 
los diversos intereses particulares, eran las elites las que efectivamente se encontraban 
en condiciones de sostener el aparato burocrático de facto (Gelman 2000).

Los sectores subalternizados, los indígenas y la población de origen africano –a 
diferencia de los “blancos” pobres– se encontraban además adscriptos a categorías 
que expresaban una alteridad radical frente a la población blanca de origen europeo. 
Esa alteridad era esgrimida como justificación de la dominación colonial (Sarmiento y 
Reitano 2013). A partir del ascenso de Buenos Aires como capital y puerto comercial, 
se produjo un incremento del tráfico de esclavos y un descenso de su precio, lo cual 
llevó a que no sólo los sectores acomodados sino también los estratos medios y bajos 
tuvieran esclavos (Sarmiento y Reitano 2013). Según el censo de 1810, la población 
africana –que se había quintuplicado desde 1744– representaba el 33% de la población 
porteña (Sarmiento y Reitano 2013). Por su parte, según un padrón de 1744 los 
hombres indígenas incorporados a la vida urbana porteña –provenientes en su mayoría 
de regiones distantes como el Paraguay, el Tucumán y el Alto Perú– se encontraban 
principalmente ocupados como conchabados y peones (ambos asalariados), criados y 
agregados13, en oficios –zapateros, sastres, carpinteros, albañiles– o en la prestación de 
servicios –aguateros, carreteros– (García Belsunce 2010). Las mujeres indígenas eran 
mayormente agregadas y conchabadas –muchas veces como amas de leche–, amas de 
casa y criadas (García Belsunce 2010). La situación en la que se encontraban estos indios 
urbanos era mucho más cercana a la del conjunto genérico de la plebe urbana que a la 
de los grupos indígenas que vivían fuera de Buenos Aires (Sarmiento y Reitano 2013), 
tanto bajo dominio colonial como por fuera de éste, como veremos a continuación.

Las poblaciones indígenas incorporadas a la sociedad colonial

Con el fin de identificar qué grupos indígenas habitaban dentro del extenso terri-
torio del Virreinato del Río de La Plata así como en sus alrededores a comienzos del 
siglo XIX, recurrimos primeramente a la distinción analítica entre indios sometidos o con-
quistados e indios autónomos, soberanos o de frontera utilizada por Quijada (1994, 2002), 
Weber (2005) y Bechis (2008, 2010). Los autores se valen de dichas categorías para 
diferenciar, de modo genérico, a los pueblos indígenas que habían sido incorporados 
a la sociedad colonial (indios sometidos o conquistados) de aquellos que aún se mantenían 
fuera del dominio colonial efectivo (indios autónomos, soberanos o de frontera). Debemos 
aclarar que existían poblaciones indígenas que habían sido sometidas de modo colec-
tivo al dominio colonial y se encontraban sujetas, en tanto pueblos, a diversas formas 
de explotación. En cambio, otros indígenas incorporados a las plebes urbanas habían 
sido separados de sus pueblos de origen y se insertaron individualmente o por grupos 
familiares en las ciudades (García Belsunce 2010).

13  Categoría que designaba la realización de tareas domésticas en casas de familia.
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Los territorios bajo jurisdicción del Virreinato del Río de La Plata albergaban una 
enorme diversidad étnica. Nombraremos únicamente a los pueblos indígenas sometidos 
más representativos de cada región. En el área del Alto Perú o Charcas podemos mencio-
nar a diversos grupos collas y charcas de habla aymara –si bien también estaba difundido 
el quechua como producto de la expansión incaica– (Palomeque 2000). En la región de 
la Puna, dentro del Tucumán14, habitaban casabindos, cochinocas, atacamas, apatamas y 
chichas, entre otros. Al este de la Puna, en los valles y quebradas, se encontraban tilcaras, 
omaguacas, diaguitas, tonocotes y lules, mientras que sanavirones y comechingones se 
ubicaban en las inmediaciones de la ciudad de Córdoba. Por su parte, en el área de Cuyo 
–que comprendía las ciudades de Mendoza, San Juan y San Luis y estuvo hasta 1776 bajo 
jurisdicción de la Capitanía General de Chile– se encontraban los huarpes. Los guara-
níes ocupaban gran parte del Paraguay y del Litoral (Palomeque 2000).

En Charcas y el Tucumán, el tipo de vínculo que cada pueblo mantuvo con los con-
quistadores españoles estuvo ampliamente influido por su historia previa de relación 
con el imperio incaico (Palomeque 2000). En su expansión, los incas habían logrado 
imponerse sobre los grupos de mayor complejidad sociopolítica: principalmente los 
sistemas andinos (collas, charcas), pero también algunos similares, tales como los de 
la Puna. Sin embargo, aquellos grupos con menor centralización política y diferencia-
ción social –generalmente asentados en tierras bajas– permanecieron por fuera del 
dominio incaico, o bien negociaron diversas alianzas con dicho imperio, como los 
tonocotes de la Mesopotamia santiagueña que pactaron defender su frontera oriental 
(Palomeque 2000).

Este patrón fue en gran medida reproducido por la conquista española, no sólo de-
bido a la actitud y a los intereses de los conquistadores, sino también a la reacción de 
los propios indígenas. Gran parte de los españoles –conquistadores y religiosos– juzgó 
a cada pueblo indígena en función de la relación que había mantenido con los incas 
(Palomeque 2000). Teniendo al estado incaico en alta estima –al cual identificaban 
con las áreas del Perú y el Alto Perú–, venían luego, por afinidad, los sistemas que en 
cuanto a producción de excedente y redistribución se parecían a los andinos (la Puna, 
los valles y quebradas del Tucumán, Cuyo). En lo más bajo de la escala quedaban diver-
sos pueblos de tierras bajas, vistos como gente “más sin razón” y de “poca capacidad” 
(la Mesopotamia santiagueña, Córdoba), más cercanos a las poblaciones de la Pampa 
y el Litoral (Palomeque 2000). Simultáneamente, muchos grupos indígenas manifesta-
ron frente a los conquistadores españoles la misma reacción que anteriormente habían 
tenido frente a la expansión incaica, ya fueran de buena predisposición-receptividad, 
alianza o conflicto-resistencia.

14  Con dicho nombre fue conocido durante el período colonial el actual noroeste argentino. 
Hasta 1782 constituyó la Gobernación del Tucumán, incluyendo las ciudades de Jujuy, Salta, 
Tucumán, Santiago del Estero, Catamarca, La Rioja y Córdoba, con sus respectivas jurisdiccio-
nes rurales. A partir de 1783 dicha gobernación fue dividida en las Intendencias de Salta del 
Tucumán y Córdoba del Tucumán.
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De este modo, los pueblos que habían estado bajo dominio incaico quedaron más 
rápida y fácilmente sometidos al régimen español, mientras que aquellos que se encon-
traban por fuera del imperio resistieron durante más tiempo el avance de los españoles 
e incluso conservaron su existencia autónoma por varias décadas luego del fin del 
período colonial. No sólo les resultaba más accesible a los conquistadores españoles 
–como lo había sido antes para los gobernantes incaicos– imponer su autoridad sobre 
sistemas políticos centralizados y gobernados por elites diferenciadas –frente a la or-
ganización más dispersa de los pueblos de tierras bajas, muchas veces nómades– sino 
que también les era más provechoso apropiarse de importantes excedentes agrícolas 
capaces de alimentar a la población española, de los cuales los pueblos de tierras bajas 
carecían. Además, los españoles se valieron, para tejer alianzas con diversos grupos 
indígenas, de los conflictos de larga data que muchos de ellos mantenían entre sí 
(Palomeque 2000).

Las diversas modalidades de incorporación colectiva de pueblos indígenas imple-
mentadas por el sistema colonial eran principalmente formas de explotación. La co-
rona española se consideró heredera del incario y pretendió hacer de las poblaciones 
indígenas conquistadas sus vasallos, exigiéndoles el pago de un tributo similar al que 
le pagaban al inca (Palomeque 2000). A partir de la normativa vigente en dicha época, 
los indios sometidos eran jurídicamente súbditos de condición capitis deminutio, es decir, 
“menores de edad imposibilitados de alcanzar el rango de ‘cabeza censal’ o ‘padre de 
familia’” (Néspolo y Morrone 2010: 20). A pesar del discurso liberal e igualitarista profe-
rido por algunos sectores del movimiento revolucionario, como veremos más adelante, 
esta situación perduró hasta bien avanzado el siglo XIX (Néspolo y Morrone 2010).

Entre las instituciones coloniales de explotación indígena más destacadas encontra-
mos las encomiendas, el tributo, los servicios personales, el yanaconazgo,la mita, los pueblos de 
indios y las reducciones. Lejos de ser excluyentes, estas formas de explotación aparecían 
comúnmente superpuestas. Ya desde el siglo XVI se comenzaron a otorgar encomiendas 
de indios a diversos particulares como recompensa por su participación en la conquis-
ta (Palomeque 2000). A cada encomendero le era asignado un grupo de indígenas 
que continuaba viviendo en comunidad en parcelas de tierra destinadas a tal fin. A 
cambio del tributo –principalmente en especie– y de los servicios personales –prestacio-
nes laborales en la casa o las tierras del encomendero– que recibían de parte de los 
indígenas (Assadourian 1982), los encomenderos quedaban a cargo de su protección y 
evangelización. El sistema de encomienda llegó a aplicarse en las regiones de Charcas, 
el Tucumán y Asunción (Paraguay) –también Juan de Garay realizó un reparto de in-
dios guaraníes en el Litoral mesopotámico a fines del siglo XVI–, pero posteriormente 
fue perdiendo vigencia y desarticulándose (Palomeque 2000).

Los encomenderos muchas veces también se beneficiaban del trabajo de los yanaconas, 
que eran indios separados de su comunidad y adscriptos a la propiedad española –casa 
urbana, chacra o estancia–. La existencia de este yanaconazgo agrario –sobre todo 
en la región de Charcas– exacerbó la puja por el control directo del trabajo indígena 
que se dio desde el comienzo de la conquista entre la Corona y los encomenderos 
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(Palomeque 2000). Por su parte, la institución de la mita estaba organizada en base 
a un sistema homónimo de origen preincaico-incaico. Durante el período colonial, 
la mita consistió en prestaciones rotativas de trabajo en haciendas, obrajes o minas, 
a cambio de un salario (Backewell 1984, Palomeque 2000). Este sistema alcanzó su 
máxima expresión en la denominada mita minera o potosina, primeramente instaurada 
por las reformas toledanas entre los años 1570 y 1580. Según las disposiciones de 
Francisco de Toledo, virrey del Perú, se asignaron de modo regular y temporario a 
los dueños de las minas y productores de plata grandes proporciones de mano de 
obra seleccionada entre las poblaciones tributarias. Aunque asalariado, se trataba de 
un sistema de trabajo forzoso y en condiciones insalubres (Backewell 1984). Potosí, 
como primer centro minero, era el polo principal hacia el cual continuamente se 
dirigían importantes contingentes de mitayos y fue entonces considerado, en los siglos 
posteriores, un ícono de la explotación indígena.

En el Tucumán, la situación indígena ante estos mecanismos de explotación no 
distó mucho de la existente en el Alto Perú y llegó a ser aún peor, por cuanto la tasa 
del tributo era superior y también los ancianos tenían obligación de entregar mita 
(Palomeque 2000). Sin embargo, esta fuerte sobreexplotación y maltrato que derivó 
en la desestructuración de la sociedad indígena y en la reducción de su población a la 
décima parte de su cantidad original a comienzos del siglo XVII, no llegó posterior-
mente a tener el nivel de visibilidad que se le otorgó para la región altoperuana. La 
intensidad de esta explotación generó a fines del siglo XVIII una importante reacción 
entre la población indígena y mestiza del Perú y el Alto Perú. Más adelante volveremos 
brevemente sobre el masivo levantamiento –conocido posteriormente como “la Gran 
Rebelión”– liderado a partir de 1780 por el curaca de origen mestizo Túpac Amaru II 
y continuado luego de su muerte por el líder aymara Túpac Katari.

Con el fin de optimizar el control sobre la población indígena sometida y el cobro 
del tributo, y de concentrar la mano de obra disponible, la administración española 
organizó pueblos de indios que se extendieron por todo el territorio del virreinato. Estos 
pueblos poseían un sistema de gobierno indirecto, donde junto al curaca y al alcalde 
de indios o varayoq –autoridades indígenas que oficiaban de intermediarios entre in-
dígenas e hispanocriollos– había un cabildo de indios, un corregidor de indios15 y un 
cura doctrinero (Palomeque 2000). Asimismo, en algunas regiones fue implementado 
el sistema de reducción, que implicaba la concentración de las poblaciones indígenas 
–despojadas de gran parte de sus tierras– en poblados permanentes, generalmente a 
cargo de misioneros jesuitas o franciscanos. Las reducciones fueron establecidas prin-
cipalmente en espacios de frontera, tales como el Chaco, el Litoral, el Paraguay y el 
área de Moxos y Chiquitos –tierras bajas situadas al este de la región de Charcas, en 
la actual Bolivia–.

15  Como producto de la idea de la separación entre una “república de españoles” y una “re-
pública de indios”, en 1569 fueron creados los corregimientos de indios, subordinados a los 
corregimientos de españoles y bajo la autoridad de un corregidor de indios.
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La política reduccional del siglo XVIII iniciada casi contemporáneamente en el 
Chaco y en la Pampa –regiones con población indígena autónoma– no tuvo el mismo 
éxito en ambas (Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008). Sin embargo, durante el siglo XVIII 
existía población indígena –predominantemente masculina– integrada bajo diversas 
modalidades a los incipientes pueblos de la campaña bonaerense. También existían 
allí algunas reducciones y encomiendas de indios que habían sido trasladados desde 
el Tucumán y el Chaco, así como otros indios conchabados y agregados, de orígenes 
diversos: calchaquíes, guaraníes procedentes de las misiones y del Paraguay, y presu-
miblemente también indios pampas, a los cuales nos referiremos más adelante (Salas 
2010).

En el Litoral y el Paraguay fue significativo el impacto de las misiones jesuíticas 
guaraníes –las misiones por antonomasia–. Establecidas en un extenso territorio 
actualmente ocupado por Argentina, Paraguay y Brasil, en torno a los ríos Paraná 
y Uruguay, se destacaron especialmente debido a su éxito, duración y extensión 
(Gutiérrez Viñuales 1996). Consistieron en treinta pueblos fundados durante el siglo 
XVII con el objeto de evangelizar a la población indígena de la región. Sin embargo, 
fue la participación de los indios reducidos en la defensa frente a los portugueses lo que 
derivó en mejores condiciones de vida al interior de las misiones. Allí, los indígenas se 
encontraban exentos de la mita y de los servicios personales, al tiempo que los indios 
recién convertidos al cristianismo estaban también eximidos del pago de tributo por 
diez años y no podían ser encomendados (Palomeque 2000). Las misiones entraron en 
decadencia a partir de la expulsión de los jesuitas de los dominios españoles en 1767 
y con la implementación del sistema de intendencias en 1782/83 fueron repartidas 
entre las jurisdicciones de las Intendencias del Paraguay y de Buenos Aires, hasta que 
en 1803 fueron nuevamente unificadas dentro del Gobierno político y militar de 
Misiones. La experiencia misional jesuítica en el área de Moxos y Chiquitos desde 
fines del siglo XVII estuvo basada en el antecedente de las misiones guaraníticas del 
Litoral, si bien no llegó a alcanzar el mismo grado de integración y consolidación 
(Gutiérrez Viñuales 1996). Allí también la expulsión de los jesuitas marcó el fin de las 
misiones como tales.

Del otro lado de la frontera: los indios autónomos

Como dijimos, a comienzos del siglo XVIII existían también numerosas poblacio-
nes indígenas autónomas que, aunque interactuaban constantemente con la sociedad 
colonial, se encontraban fuera de su dominio efectivo. En el Virreinato del Río de 
La Plata, los principales espacios de frontera con los indios autónomos eran: la Pam-
pa –ampliamente vinculada con la Patagonia y la Araucanía16– y el Chaco (Nacuzzi, 

16  Recordamos aquí que este nombre designaba al área ubicada al oeste de la Cordillera de los 
Andes y al sur del río Bío-Bío, donde habitaban diversos grupos indígenas mapuches o araucanos.
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Lucaioli y Nesis 2008), si bien también había grupos indígenas autónomos en otras 
áreas, tales como los charrúas del Litoral y la Banda Oriental. En el espacio pampeano 
se conformó durante los siglos XVIII y XIX la llamada “frontera sur” que se desplegó, 
precisamente, al sur de las jurisdicciones de Buenos Aires, Córdoba y Mendoza.

El fracaso de España en su intento de conquistar las regiones denominadas fron-
terizas y de someter a sus poblaciones nativas se debió principalmente a que se trata-
ba de tierras en gran medida inhóspitas y consideradas de poco valor económico –a 
diferencia del Alto Perú, carecían de recursos altamente valorados como el oro y la 
plata– pero también a que sus habitantes no poseían un excedente agrícola del cual los 
conquistadores pudieran apropiarse, ni una estructura política centralizada con líderes 
a los que pudieran manipular y reemplazar fácilmente, como sí existían, por ejemplo, 
entre los agricultores sedentarios de las tierras altas del Perú (Weber 2005).

Simplificando en mucho el complejo panorama étnico existente en ambos espacios 
de frontera, los principales grupos indígenas autónomos del Chaco eran los abipones y 
mocovíes en el Chaco austral y los lules, vilelas, tobas, mataguayos y ava guaraníes –despec-
tivamente denominados chiriguanos por los incas– en el Chaco central y el frente occi-
dental de la frontera chaqueña (Palermo 2000; Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008). En la 
Pampa y la Patagonia, los grupos indígenas fueron denominados durante el siglo XVII 
como “pampas” y “serranos” por los hispanocriollos. Dichos calificativos, simplistas y 
binarios, construidos en función de la localización geográfica de los grupos, eran en 
gran medida producto del desconocimiento o la ignorancia acerca de la población 
indígena de la región (Roulet 2013).

En el siglo siguiente, aquellos mismos grupos fueron identificados de modo más 
preciso por medio de una multiplicidad de etnónimos y rótulos que evidencian un 
mayor conocimiento de la realidad indígena local por parte de los agentes colonia-
les (Roulet 2013). Siguiendo a esta autora17, en la Pampa y el norte de la Patagonia, 
en torno a la frontera bonaerense, encontramos principalmente a los grupos pampas 
–radicados en las Sierras de Ventania y Tandilia y en las inmediaciones de las Salinas 
Grandes–, a los aucas18 –de origen cordillerano e instalados en la llanura bonaerense, a 
veces también denominados pampas–, a los tehuelchús o pehuelchús –anteriormente de-
nominados serranos y ubicados en las serranías bonaerenses, luego desplazados hacia 
los ríos Negro y Colorado– y a los rancacheles o ranquelches –asentados entre la pampa 
seca y la cordillera–. Por su parte, hacia el oeste, en las inmediaciones de la ciudad de 
Mendoza, el área de la actual Neuquén y los valles cordilleranos, habitaban grupos 
puelches –también llamados pampas–, pehuenches y huilliches (Roulet 2013). Si bien hay 
indicios que permiten pensar que entre estos rótulos aparecen algunas formas de auto-

17  Efectuamos aquí, únicamente con fines descriptivos, una enorme simplificación del profun-
do y minucioso análisis realizado por la autora sobre los rótulos aplicados por los hispanocrio-
llos a diversos grupos indígenas de la frontera sur.
18  Debemos señalar que el uso del rótulo auca era en realidad mucho más complejo, por cuanto 
también se aplicaba de modo general a grupos de indios rebeldes u hostiles, que no reconocían 
sujeción a los españoles (Roulet 2013).
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identificación (ranquelche), en general se trató de nombres impuestos a cada grupo por 
otros grupos indígenas o por los hispanocriollos, en muchas ocasiones tomados de 
informantes indígenas o bien de cautivos (Roulet 2013).

A mediados del siglo XVIII, ante los intereses territoriales de potencias como Ingla-
terra o Portugal, el control de las regiones fronterizas –que se encontraban en un esta-
do altamente vulnerable en cuanto a su defensa militar– y la obtención de la lealtad 
de los indígenas no sometidos se habían vuelto centrales para la corona española. Así, 
se organizaron diversas expediciones hacia espacios bajo dominio indígena, que perse-
guían un triple objetivo: el reconocimiento geográfico de las pampas y el conocimiento 
de sus grupos indígenas, la búsqueda de nuevas rutas comerciales y de comunicación y 
la fundación de establecimientos y fortificaciones para asegurar la soberanía española 
(Varela y Manara 2001, 2003). Entre los últimos se encuentra, por ejemplo, el Fuerte 
del Carmen, fundado en 1779 bajo el mando de Francisco de Viedma cerca de la  
desembocadura del Río Negro en el Océano Atlántico (Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008).

Tal como había sucedido anteriormente en otras regiones de la América española, 
también en el Chaco, la Pampa y la Patagonia se dieron durante el siglo XVIII algunos 
intentos de aplicar una política reduccional con las poblaciones nativas, que tuvo 
logros diversos (Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008). En la frontera chaqueña –tanto en el 
frente occidental tucumano-salteño como sobre el frente oriental lindante con Santa 
Fe– además de las estrategias ofensivas implementadas particularmente a partir de 1770 
(incursiones y expediciones militares), se dio una política de diálogo y negociación 
orientada al establecimiento de reducciones de indios que sirvieran como espacio 
de contención ante los continuos ataques a las ciudades llevados a cabo por grupos 
indígenas no reducidos. En el frente occidental, asolado por conjuntos ava guaraníes o 
chiriguanos (Palermo 2000), algunos pueblos indígenas erigidos para grupos lules y vilelas 
acompañaban desde comienzos del siglo XVIII a los fuertes militares creados para la 
defensa de las ciudades de Salta y Tucumán. Además, las poblaciones de los pueblos 
de indios y de las misiones allí establecidas estaban empleadas regularmente como 
mano de obra en haciendas y otros establecimientos productivos (Ratto 2008). En la 
frontera de Santa Fe, carente de fuertes y puestos militares, las reducciones cumplirían 
también funciones defensivas (Fradkin y Ratto 2011) y mediadoras entre las ciudades 
y los grupos no reducidos (Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008). Dada la constante escasez 
de recursos, las reducciones indígenas constituían una pieza fundamental del sistema 
de defensa santafesino, conjuntamente con el cuerpo de Blandengues y las fuerzas 
indígenas auxiliares (Fradkin y Ratto 2011). 

En el Chaco austral se crearon entre 1743 y 1763, principalmente sobre el río Para-
ná, diversas reducciones jesuíticas de abipones y mocovíes. Además de brindar protección 
y tranquilidad a las ciudades y haciendas de la región –ya que los malones y ataques 
indígenas eran desviados hacia otras jurisdicciones–, dichas reducciones facilitaron el 
desarrollo de intercambios comerciales (Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008), funcionan-
do como versátiles espacios de interacción entre indígenas y sectores hispanocriollos 
(Lucaioli 2011). Sin embargo, la reducción de determinados grupos, por ejemplo los 
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abipones, no implicó su derrota en la guerra colonial ni la renuncia a sus propias diná-
micas sociopolíticas –como el nomadismo y el ciclo de movilidad estacional–, en tanto 
su permanencia en las reducciones fue altamente oscilante (Lucaioli 2011). De este 
modo, los grupos abipones supieron escapar durante el siglo XVIII a la sujeción políti-
ca, la explotación económica y la conquista territorial, conservando una significativa 
libertad de acción –en sus posibilidad de quebrar las paces, las alianzas y los pactos de 
amistad mediante la guerra–, aún frente a la presencia hispanocriolla alrededor de sus 
territorios tradicionales (Lucaioli 2011).

En la región pampeana –como en el Chaco– parecían existir bajas posibilidades de 
reducir a la población indígena, en función de su tamaño y su movilidad (Moutoukias 
2000)19. En la segunda mitad del siglo XVIII, se intentó establecer, siguiendo el mo-
delo del Chaco, algunas reducciones jesuíticas en las cercanías del río Salado –en di-
cho momento establecido formalmente como límite entre la sociedad hispanocriolla 
y las sociedades indígenas autónomas (Nacuzzi 2014)– y en las sierras de Tandil. Sin 
embargo, éstas tuvieron una muy corta duración, ya que debieron ser abandonadas o 
desarticuladas ante ataques y amenazas de caciques no reducidos, pero también debi-
do a que los jesuitas no habían logrado un control efectivo sobre los grupos indígenas 
–pampas y tehuelches o patagones–, ni que éstos se instalaran en las reducciones de forma 
permanente (Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008).

A partir de las diversas formas de contacto colonial, las sociedades indígenas autó-
nomas tanto del Chaco como de la Pampa y la Patagonia, caracterizadas por su gran 
movilidad y por un nomadismo planificado orientado a la maximización de posibili-
dades económicas (Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008), experimentaron algunos cambios 
significativos en su organización económica y sociopolítica. A las actividades de caza 
y recolección y a los cultivos autóctonos, se sumaron, en el caso de algunos grupos, 
cultivos europeos como el trigo, la cebada y la cebolla (Palermo 2000). Específicamente 
en las reducciones del Chaco, los misioneros introdujeron el cultivo del trigo y del 
algodón e impulsaron el desarrollo de actividades de tejido (Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 
2008). Además de la captura de ganado cimarrón (nacido en libertad) o alzado (huido 
de las estancias), muchos grupos se dedicaron al pastoreo de ganado vacuno y ovino 
–como también porcino en el caso de los mapuches–. En este terreno se advierte una 
importante influencia de los grupos mapuches de la Araucanía sobre la Pampa y la Pa-
tagonia (Mandrini 1986, Palermo 2000).

Sin embargo, estas actividades productivas no se encontraban exclusivamente 
orientadas a la subsistencia, sino que el excedente era utilizado como moneda de cam-
bio en complejas redes comerciales que involucraban a diversos grupos indígenas –cir-
culaban, por ejemplo, tejidos y platería mapuches– y a la sociedad colonial (Palermo 
2000; Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008). La incorporación del caballo como medio de 

19  Durante el siglo XVII se establecieron algunas encomiendas y reducciones en las inmedia-
ciones de Buenos Aires (Roulet 2013), si bien las últimas ya se encontraban prácticamente 
despobladas alrededor de 1700 (Palomeque 2000).
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transporte y carga –en algunas áreas ya desde los siglos XVI y XVII (Palermo 2000)– 
permitió no sólo la extensión de los desplazamientos y de los circuitos económicos 
vinculados al comercio colonial, sino también el establecimiento de nuevas relaciones 
interétnicas con grupos más distantes, además de facilitar la realización de malones y 
saqueos (Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008).

La interacción entre los pueblos indígenas autónomos y la sociedad colonial –re-
presentada por funcionarios, comerciantes, misioneros, viajeros– tuvo lugar conti-
nuamente tanto de modo pacífico (diplomacia, comercio) como conflictivo o bélico 
(incursiones, malones, saqueos) (Mandrini 1986, 1992, 1997; Palermo 2000; Varela y 
Manara 2003; Weber 2005; Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008; Crivelli 2013). Desde el 
lado indígena, los caciques comenzaron a cumplir un rol mediador entre su propio 
grupo y diversos representantes de la sociedad colonial, aún ejerciendo una autori-
dad limitada e inestable que se basaba fuertemente en el carisma, la persuasión y la 
generosidad, desde un cargo que en general no era hereditario de manera automática 
(Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008). La política diplomática pacífica –en la cual los caci-
ques actuaron como los principales mediadores– fue predominante a fines del siglo 
XVIII, período en que se realizaron numerosos parlamentos y se concertaron alian-
zas y tratados de paz (Roulet 2004; Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008). Éstos consistían 
principalmente en pactos orales, memorizados por los participantes (Roulet 2004) y 
acompañados de agasajos y entregas de regalos –bienes de prestigio considerados como 
símbolos de estatus– (Roulet 2004; Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008). En dichos tratados 
se acordaba, entre otras cosas, las paces entre hispanocriollos e indígenas, el estable-
cimiento de relaciones comerciales regulares, la entrega de cautivos y compromisos o 
alianzas militares –que implicaban la cooperación contra enemigos comunes o bien la 
intervención hispanocriolla en conflictos entre grupos indígenas, brindando protec-
ción y/o asistencia militar– (Varela y Manara 2001, 2003; Roulet 2004). Asimismo, la 
actividad diplomática era un requisito indispensable para la realización de la expedi-
ción a las Salinas Grandes –ubicadas en territorio indígena, en la actual provincia de 
La Pampa– que desde Buenos Aires se llevaba a cabo regularmente desde fines del siglo 
XVII con los fines de recolectar sal, explorar los terrenos y entrar en contacto con las 
poblaciones indígenas, entre otros (Nacuzzi 2013).

Sin embargo, no todas las relaciones interétnicas se desarrollaban de modo pacífico 
y diversas formas de violencia se manifestaban en los espacios de frontera. Además 
de los conflictos entre grupos indígenas, redes de intriga, amenazas y persecuciones 
mutuas precedían en numerosas ocasiones a las expediciones militares hispanocriollas 
contra las poblaciones indígenas y a los saqueos y malones indígenas contra estancias 
y ciudades (Varela y Manara 2003; Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 2008; Lucaioli 2011). El 
malón consistía en el ataque a un poblado y en la apropiación violenta de caballos, 
ganado, armas y cautivos. Dentro de un complejo económico-bélico, el malón era 
entonces tanto una forma institucionalizada de abastecimiento e intercambio, como 
un modo de mantener la autonomía política (Crivelli 1991; Nacuzzi, Lucaioli y Nesis 
2008). Los caballos y los cautivos tenían además un alto valor como marcas de presti-
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gio para quienes los poseían y ostentaban (Palermo 2000, Crivelli 2013). Por otro lado, 
una parte significativa de las relaciones pacificas existentes entre los grupos indígenas 
autónomos y la sociedad hispanocriolla estaba ocupada por los intercambios, que fun-
cionaban como eje de las relaciones sociales (Mandrini 1992). A través de extensas 
redes que vinculaban diversos espacios circulaban no sólo productos sino también 
cautivos e información. En las ferias de intercambio y también por medio de comitivas 
que se acercaban a las ciudades, los grupos indígenas vendían ganado vacuno y equino, 
cueros, tejidos, boleadoras, productos agrícolas, sal, productos obtenidos en intercam-
bios previos y cautivos (Palermo 2000, Varela y Manara 2001). Además, existía una im-
portante demanda indígena de bienes europeos que eran utilizados como símbolos de 
prestigio y riqueza: armas y herramientas de metal, especialmente hierro –lanzas con 
puntas de hierro, cuchillos, dagas, espadas, machetes–, pocas armas de fuego, ropas, 
telas y sombreros, yerba mate y aguardiente (Palermo 2000, Varela y Manara 2001). 
Algunos de estos productos eran también obtenidos como botín de guerra e incluso 
fabricados por los propios indígenas (Palermo 2000).

El desarrollo de este importante mercado tuvo como consecuencia que ambas so-
ciedades dependieran la una de la otra. Sin embargo, los indígenas se encontraban 
en una situación de mayor dependencia, por cuanto eran los hispanocriollos quienes 
manejaban los grandes circuitos comerciales –el comercio con el Alto Perú y el contra-
bando rioplatense– de los cuales dicho mercado era subsidiario (Palermo 2000, Varela 
y Manara 2001). Los indígenas autónomos consiguieron insertarse como intermedia-
rios forzosos entre dos extremos del sistema colonial: la producción ganadera de las es-
tancias de la pampa húmeda y el consumo en los mercados chilenos (Mandrini 1986, 
Varela y Manara 2001, Crivelli 2013). El comercio fronterizo a través de la cordillera de 
los Andes a la altura de la actual Neuquén se encontró largamente en manos de grupos 
pehuenches (norte) y huilliches (sur). Sin embargo, a pesar de esta importante y continua 
vinculación con la sociedad hispanocriolla, los grupos indígenas de Neuquén nunca 
aceptaron la instalación de fortines o haciendas, de modo que únicamente pudieron 
acceder a la región viajeros y misioneros (Varela y Manara 2001).

Hacia el norte, en la jurisdicción de Mendoza, las relaciones interétnicas se dieron 
de modo diferente. A partir de 1780 y luego de negociaciones con el Comandante de 
Frontera y Armas José Francisco de Amigorena, los llamados pehuenches fronterizos de 
Mendoza se establecieron en las inmediaciones del Fuerte de San Carlos conforman-
do un “enclave pehuenche en territorio español” (Roulet 1999-2001: 207). Para los 
indígenas, el acuerdo con los hispanocriollos implicaba principalmente llevar a cabo 
la guerra frente a los pampas, los ranqueles y los huilliches y oficiar de informantes y men-
sajeros20. También abastecían de sal a la ciudad de Mendoza y vendían allí sus tejidos, 

20  A cambio, los hispanocriollos se comprometían a no atacar sus tolderías, a devolver cautivos, 
a autorizarlos a dirigirse a la ciudad de Mendoza para comerciar y a proveer ayuda militar para 
sus enfrentamientos con otros pueblos indígenas (Roulet 1991-2001), compromisos que no 
siempre cumplían.
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a cambio de los cuales adquirían yeguas, cereales y bebidas alcohólicas. Inicialmente, 
estos pehuenches fronterizos conservaron su patrón de asentamiento y sus formas de 
organización económica y política, sin embargo, el tipo de vínculo entablado con los 
hispanocriollos los llevó gradualmente a una situación de descenso demográfico –de-
bido a las guerras y epidemias–, dependencia económica y empobrecimiento (Roulet 
1999-2001).
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4
El desarrollo político y militar 
del movimiento 
revolucionario rioplatense

El comienzo del siglo XIX encontró a la monarquía española sumida en una cri-
sis que las reformas borbónicas sólo habían podido mitigar parcialmente. La política 
absolutista uniformadora de los Borbones había afectado la larga tradición de autogo-
bierno existente en América y las posesiones americanas pasaron de ser consideradas 
como reinos dependientes de Castilla a recibir la denominación de “colonias”. Este 
hecho generó un profundo descontento y resentimiento entre su población (Goldman 
1998).

Por otro lado, en 1806 y 1807 la persistente presión de una Inglaterra movida 
por intereses militares y comerciales se tradujo en dos invasiones al Río de La Plata 
(Goldman 1998). Ante la escasez de tropas regulares, fue la población local organizada 
voluntariamente en milicias –bajo el mando de Santiago de Liniers, Juan Martín de 
Pueyrredón, Martín de Álzaga y Pascual Ruiz Huidobro– aquella que costosamente 
recuperó la ciudad de Buenos Aires en 1806, luego de 45 días de ocupación británica 
(Goldman 2009a). Esta acción conjunta llevó a una importante militarización en la 
sociedad porteña y al origen de un nuevo actor político, la milicia urbana, que volvería 
a defender la ciudad durante la segunda invasión de 1807 y constituiría una base de 
poder local para la elite criolla de comerciantes y burócratas del virreinato21 (Halperín 
Donghi 1978; Goldman 1998, 2009a). Dado que una gran cantidad de soldados de 
origen criollo integraba dichas milicias, se produjo un notorio ascenso de dicho sector 
al interior de la sociedad colonial (Halperín Donghi 1978).

Simultáneamente, España atravesaba un proceso revolucionario desencadenado 
en 1808 por la invasión napoleónica y la vacatio regis generada por las abdicaciones 
forzosas de Carlos IV y Fernando VII en Bayona. Esta coyuntura había planteado en 
la metrópoli las importantes problemáticas de la legitimidad y la unicidad del poder, 

21  Cabe destacar el caso del Regimiento de Patricios liderado entre 1806 y 1811 por Cornelio 
Saavedra, criollo de origen altoperuano que luego sería presidente de la Primera Junta de Go-
bierno.
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así como aquélla relativa a la identidad de las Indias y su representación en las insti-
tuciones peninsulares (Guerra 1992). En un triunfo de la teoría pactista por sobre la 
teoría absolutista del origen divino del poder regio, se consideró que en ausencia del 
rey “cesaban también todas las autoridades delegadas y había que constituir juntas que 
encarnaran la soberanía reasumida por el pueblo” (Guerra 1992: 127). El surgimiento 
espontáneo de juntas locales y provinciales generó, además del problema de su legi-
timidad, el de la representación política en torno a cómo constituir un poder único 
e indiscutible ante la fragmentación del poder en diversos “pueblos” o comunidades 
políticas (Guerra 1992, Goldman 1998).

Idénticos problemas se manifestaban en la América española, en donde se suma-
ban las discusiones sobre su estatus dentro de la monarquía hispánica y sobre sus 
posibilidades de representación en los nuevos cuerpos políticos que estaban siendo 
creados en la península con representantes de diversas ciudades: la Junta Central 
Suprema y Gubernativa del Reino (1808-1810)22 y las Cortes Generales de Cádiz con-
vocadas en 181023. En 1809 una Real Orden había decretado que los territorios ame-
ricanos ya no eran “colonias” sino una parte integrante de la monarquía española con 
derecho a representación en la Junta Central (Chiaramonte 2007, Goldman 2009a, 
Ternavasio 2009). Los americanos demandaban una igualdad de derechos y de repre-
sentación con respecto a los peninsulares que sólo les fue concedida nominalmente, 
por cuanto del total de 45 vocales de la Junta Central, únicamente nueve correspon-
dían a América y a las Filipinas (Goldman 1998, Ternavasio 2009). La situación en 
España abría diversas posibilidades a los americanos: mantenerse fieles a la Corona 
española, someterse a Napoleón o a un protectorado británico, aceptar las pretensio-
nes de la infanta Carlota Joaquina de Borbón –hermana de Fernando VII y esposa 
y princesa consorte del príncipe regente de Portugal– de ocupar el lugar de regente 
de las posesiones españolas en América dentro de un régimen de monarquía consti-
tucional, conformar juntas de gobierno siguiendo la experiencia española o alguna 
forma de “independencia” (Goldman 2009a). Finalmente, el profundo descontento 
y la desconfianza existente en América ante los peninsulares llevaron a la formación 
de juntas de gobierno propias que pretendieron sustraerse al poder colonial (Guerra 
1992).

Ya a fines de 1808 el gobernador Elío había establecido en Montevideo una junta 
de gobierno por fuera de la autoridad del Virrey Liniers (del Río de la Plata). Poco des-
pués, el 1° de enero de 1809, un grupo liderado por el comerciante peninsular Martín 
de Álzaga –miembro del cabildo de Buenos Aires y héroe de la resistencia porteña ante 
las invasiones inglesas– intentó sin éxito derrocar al virrey Liniers e instaurar una junta 
de gobierno en Buenos Aires. Dicho grupo contaba con el apoyo de Mariano Moreno, 
un prestigioso abogado de la Universidad de Chuquisaca que se desempeñaba como 

22  Conformada en Aranjuez y conocida de modo más breve como “Junta Central”.
23  En 1810 se instauró en España un Consejo de Regencia compuesto por cinco miembros que 
reemplazó a la Junta Central en el gobierno y convocó a las Cortes Generales.



41

El desarrollo político y militar del movimiento revolucionario rioplatense

asesor del cabildo. La represión del movimiento contó con una importante participa-
ción de las milicias urbanas surgidas luego de las invasiones inglesas, principalmente 
del Regimiento de Patricios comandado por Cornelio Saavedra. Jurando fidelidad al 
monarca español, este tipo de movimientos no persiguió el objetivo de romper los 
vínculos con la metrópoli, sino más bien de negociar márgenes de autonomía regional 
y local (Ternavasio 2009). En 1809, el fenómeno juntista en América tendría, esta vez 
en el Alto Perú, otros dos intentos fallidos. En mayo y julio se produjeron en Chuqui-
saca y La Paz, respectivamente, levantamientos que depusieron a algunas autoridades 
coloniales y las reemplazaron por juntas de gobierno. Las demandas de autogobierno 
manifestadas se encontraban estrechamente asociadas a la resistencia de la región al 
envío continuo de metálico a Buenos Aires para el financiamiento del virreinato y 
su capital (Goldman 2009a, Ternavasio 2009). Debido a diversos intereses, la Junta 
Tuitiva –como fue conocida en La Paz– abolió la alcabala pero no el tributo indígena 
(Sobrevilla Perea 2013), a pesar de su composición heterogénea (criollos, mestizos, 
españoles e integrantes de la plebe) y de haber contado entre sus integrantes con tres 
representantes de la nobleza indígena (Goldman 2009a). El levantamiento de La Paz 
fue duramente reprimido por las fuerzas militares enviadas por el virrey Abascal (del 
Perú) al mando del brigadier Goyeneche y financiadas por las elites del sur peruano, 
que tenían intereses comerciales en el Alto Perú (Sobrevilla Perea 2013). Al conocer 
esta derrota, el movimiento de Chuquisaca se rindió.

El comienzo de la revolución: los gobiernos revolucionarios 
y la participación popular

A comienzos de 1810, la Junta Central había sido disuelta y reemplazada por un 
Consejo de Regencia al que diversas regiones del imperio colonial español se negaron 
a reconocer. Este hecho les valió la calificación de “territorios insurgentes” (Goldman 
2009a). En Buenos Aires, numerosos personajes influyentes –funcionarios, magis-
trados, sacerdotes, oficiales del ejército y las milicias y vecinos distinguidos– fueron 
invitados por esquela al cabildo abierto convocado para el 22 de mayo de 1810 para 
debatir acerca de la legitimidad del cargo del virrey, dada la ausencia del rey en España 
(Ternavasio 2009). Luego de una votación, el virrey Cisneros fue finalmente destituido 
y también se decidió la conformación de una junta de gobierno –la Junta Provisional 
Gubernativa, conocida posteriormente como la Primera Junta– cuyos integrantes que-
daron definidos el día 25 por influencia de un petitorio elevado por el Regimiento 
de Patricios: Cornelio Saavedra (presidente), Mariano Moreno y Juan José Paso (secre-
tarios), Manuel Belgrano, Juan José Castelli, Miguel de Azcuénaga, Manuel Alberti, 
Domingo Matheu y Juan Larrea (vocales).

Prontamente, siguiendo el devenir del proceso revolucionario en España, la Junta 
se vio en la necesidad de ampliar su representación (Ternavasio 2009). La convocato-
ria a las ciudades del interior para enviar sus representantes a Buenos Aires planteó 
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dos cuestiones interrelacionadas. Por un lado, el debate por la soberanía –¿existía una 
soberanía única o bien tantas soberanías como pueblos?– que acompañaría todo el 
desarrollo de la revolución. El proceso revolucionario estuvo profundamente marcado 
por la coexistencia conflictiva de las tendencias centralistas con sede en Buenos Aires 
–que “dirigieron sus acciones tendiendo a definir una única soberanía rioplatense”– y 
las tendencias al autogobierno de las diversas ciudades que integraban las Provincias 
Unidas (Goldman 1998).

Por otro lado, se planteaba la discusión acerca del lugar que les cabría a los re-
presentantes del interior: si debían ser incorporados a la Junta –idea defendida por 
Saavedra– o si debían conformar un congreso constituyente –opinión sostenida por 
Moreno– (Ternavasio 2009). Finalmente triunfó la primera opción y en diciembre 
de 1810 quedó conformada la llamada Junta Grande. La oposición entre Moreno y 
Saavedra –clara expresión de la composición heterogénea de la dirigencia revolucio-
naria– rebasó ampliamente esta cuestión particular e incluso la muerte de Moreno, 
ocurrida en marzo de 1811 en alta mar mientras se dirigía en viaje diplomático hacia 
Inglaterra. El club de pensadores morenistas –partidarios del ex secretario, entre los 
cuales se destacaban su hermano Manuel Moreno, Juan José Castelli y Bernardo de 
Monteagudo24– comenzó a reunirse regularmente en el Café de Marco y en 1812 se 
formalizó en la creación de la Sociedad Patriótico-Literaria. Con este cambio, el grupo 
morenista, después de haber funcionado como una red abierta, adoptó modos de 
reclutamiento más restringidos (González Bernaldo 1991). Los morenistas –más radi-
cales y acusados de jacobinos por sus adversarios– se enfrentaban con los saavedristas, 
facción más moderada y que contaba con varios adeptos entre los representantes del 
interior recientemente incorporados (Goldman 1998, Ternavasio 2009).

A lo largo del desarrollo del movimiento revolucionario se fue produciendo tam-
bién la aparición de un nuevo actor en la lucha política: la plebe o bajo pueblo. Este 
sector abarcaba a aquellos no considerados “blancos” –indígenas, castas, africanos, 
pardos– pero también a los blancos pobres –artesanos, jornaleros, peones, matarifes, 
vendedores ambulantes– de entre los cuales muchos participaban en las milicias ur-
banas (Di Meglio 2011). La gradual politización de los espacios urbanos se fue dando 
por medio de la organización de fiestas políticas, la circulación de la prensa, rumores 
y pasquines y el desarrollo de discusiones políticas en lugares públicos, tales como las 
pulperías (Di Meglio 2011). En el marco de su enfrentamiento con los morenistas, los 
saavedristas apelaron en abril de 1811 a sus capacidades de movilización –derivadas 
de la popularidad de Saavedra como Jefe del Regimiento de Patricios– para generar 
agitación popular (Di Meglio 2011). El 5 y 6 de abril un grupo con un gran compo-
nente popular –plebeyos de los suburbios y tropas de Buenos Aires– se concentró en 

24  Al igual que Moreno, Castelli y Monteagudo eran abogados formados en la Universidad de 
Chuquisaca. Su conocimiento empírico de la realidad indígena altoperuana tuvo una impor-
tante influencia, como veremos más adelante, sobre las actitudes que, individualmente o en 
conjunto, ellos adoptaron ante los grupos indígenas durante la revolución.
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la Plaza de la Victoria para presentar un petitorio al cabildo exigiendo la expulsión de 
los peninsulares de la ciudad (Halperín Donghi 1978) y de los morenistas de la Junta. 
Este episodio significó un triunfo temporario de la facción saavedrista y el comienzo 
de una serie de saqueos de viviendas y otros ataques violentos contra los peninsulares, 
convertidos en los principales enemigos (Ternavasio 2009, Di Meglio 2011). Ésta no 
sería la única vez que la dirigencia revolucionaria recurriría a la movilización de la ple-
be urbana porteña para destituir a un gobierno y reemplazarlo por otro25 (Di Meglio 
2011).

A fines de 1811, luego de una importante derrota sufrida en el Alto Perú, Saavedra 
decidió tomar el mando del Ejército del Norte. En su ausencia, un cabildo abierto cele-
brado en Buenos Aires en septiembre de dicho año decidió dejar el ejecutivo en manos 
de un cuerpo constituido por tres integrantes. La creación de este Primer Triunvirato 
marcó el comienzo de un proceso de concentración del poder en las Provincias Unidas 
del Río de La Plata (Ternavasio 2009), denominación utilizada a partir de 1811 para 
designar a la extensa porción del territorio del antiguo virreinato sobre el cual los go-
biernos revolucionarios con sede en Buenos Aires reclamaban jurisdicción. La Junta 
Grande –rebautizada como Junta Conservadora y única instancia representativa de 
las ciudades del interior– se opuso inicialmente a la medida y dos meses después fue 
disuelta (Ternavasio 2009).

Mientras tanto, en España sesionaban las Cortes Generales convocadas en 1810 
por el Consejo de Regencia. En marzo de 1812 las Cortes dictaron la llamada Consti-
tución de Cádiz, que con un importante tinte liberal creaba un sistema de monarquía 
constitucional. En América, algunas regiones la aceptaron –Nueva España, Perú, partes 
de Nueva Granada y de Venezuela, así como algunas áreas de América Central– pero 
otras se mantuvieron “rebeldes”: el Río de La Plata y el resto de Nueva Granada y de 
Venezuela (Ternavasio 2009). Como el régimen español no parecía dar margen para el 
autogobierno o la autonomía en el manejo de los asuntos locales, las opciones que le 
quedaban al movimiento rioplatense eran aceptar la pertenencia a la nación española 
o bien sostener la rebeldía por las armas (Ternavasio 2009).

A fines de 1812, la Sociedad Patriótica y la Logia Lautaro –una sociedad secreta 
llegada al Río de la Plata de la mano de José de San Martín, Carlos María de Alvear y 
Julián Álvarez– participaron activamente en el reemplazo del gobierno existente por un 
Segundo Triunvirato, de orientación más radical (Goldman 1998, 2009a; Ternavasio 
2009). Este nuevo gobierno anunciaría más abiertamente la necesidad de declarar la 
independencia y rápidamente convocaría al primer congreso constituyente en el Río 
de La Plata, que comenzaría a sesionar en 1813 (Ternavasio 2009).

25  El mecanismo se repetiría durante la conformación del Primer y el Segundo Triunvirato, 
a fines de 1811 y 1812 respectivamente, y en los hechos que produjeron la caída del Director 
Supremo Alvear en 1815 (Di Meglio 2011).
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Las expediciones militares y las guerras de independencia

La guerra ocupó un lugar central en el desarrollo de la revolución, en la cual el 
ejército constituyó un pilar entre 1812 y 1815. A partir de 1811 la incorporación 
de las milicias urbanas y de fuerzas rurales y marginales al ejército regular derivó 
en su rápida profesionalización (Halperín Donghi 1978). Este hecho implicó el fin 
de la militarización urbana que había sido la base del poder de Saavedra (Goldman 
1998).

Los costos de mantenimiento del ejército –y de la guerra misma– fueron muy al-
tos y las cargas económicas impuestas sobre la población generaron descontento e 
impopularidad (Halperín Donghi 1978). Ya sin los aportes de la minería altoperuana 
–que había sido la columna vertebral de la economía colonial–, el gobierno sólo pudo 
contar con los ingresos provenientes de la Aduana de Buenos Aires por derechos 
de importación y exportación. Como estos no resultaban suficientes, debió también 
recurrir a préstamos y a contribuciones voluntarias y forzosas de diversos sectores. 
Asimismo, muchos hombres debieron abandonar sus actividades productivas para 
incorporarse a las filas de los ejércitos revolucionarios, lo cual complicó aún más la 
situación económica de la región (Ternavasio 2009).

Luego de mayo de 1810, la Primera Junta se propuso “informar y difundir la 
‘opinión política’ de los dirigentes porteños” en las diversas áreas del virreinato 
(Goldman 2009a: 118). La Gazeta de Buenos Aires creada en junio serviría a dichos fines, 
publicando continuamente decretos, bandos, informes y discursos. Simultáneamente, 
las expediciones militares enviadas hacia dichas regiones (Mapa 1) buscarían, además 
de informar de los sucesos, controlar posibles sublevaciones o deseos de autonomía 
(Ternavasio 2009, Macchi 2012). La primera de ellas fue la Expedición a las Provincias 
Interiores, destinada a sofocar un movimiento opositor en Córdoba liderado por el 
ex virrey Liniers y acompañado por el gobernador de la intendencia de Córdoba del 
Tucumán y por el obispo de Córdoba.

Una vez ejecutados los rebeldes, la Junta ordenó algunos cambios en la compo-
sición de la expedición y Juan José Castelli pasó a integrarla detentando el mando 
político. En su marcha hacia el norte, la expedición atravesó Tucumán y Salta para 
finalmente convertirse en la Primera Expedición Auxiliadora al Alto Perú. Durante 
el lapso de este trayecto, la Junta radicada en Buenos Aires obtuvo, con mayor o me-
nor dificultad, las lealtades de diversos cabildos: San Luis, San Juan, Mendoza, Salta, 
San Miguel de Tucumán, Santiago del Estero, Jujuy, Catamarca, Tarija, Cochabamba, 
Santa Cruz de la Sierra, Oruro, Chuquisaca, La Paz, Santa Fe, Corrientes y Misiones. 
En noviembre de 1810 la Expedición Auxiliadora obtuvo un triunfo en Suipacha, 
además de la adhesión manifestada por algunos cabildos de la región altoperuana y 
de la existencia allí de diversos alzamientos contra los realistas que contaban con una 
importante participación indígena. Sin embargo, la derrota en la batalla de Huaqui en 
junio de 1811 marcó el fin del avance del ejército patriota y la reincorporación del Alto 
Perú al virreinato peruano por orden del Virrey Abascal (Ternavasio 2009).
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Mapa 1. La organización territorial del Virreinato del Río de La Plata hasta 1810 
y las primeras expediciones militares revolucionarias

La estancia del Ejército Auxiliar del Perú o Ejército del Norte en el Alto Perú fue 
altamente conflictiva. El discurso y las medidas de Castelli orientadas a ganar adhesiones 
a la revolución –principalmente las promesas de emancipación hechas a los grupos 
indígenas, que abordaremos más adelante– ocasionaron conflictos al interior de la 
oficialidad, donde las tensiones latentes reflejaban el enfrentamiento entre saavedristas 
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y morenistas –grupo al que pertenecía Castelli– dentro de la Junta. Dichas medidas 
también generaron descontento entre las elites altoperuanas, que se beneficiaban de la 
explotación indígena y además veían la llegada del ejército rioplatense más como una 
ocupación que como una liberación o auxilio (Halperín Donghi [1972] 2014, Goldman 
1998, Macchi 2012). La guerra en el Alto Perú contó con una importante participación 
indígena en ambos bandos que no fue siempre voluntaria y estuvo marcada por las 
deserciones masivas. A pesar de ello, dicha participación fue decisiva, debido a su gran 
volumen y al conocimiento que los indígenas tenían del difícil terreno y del clima. En 
el contexto del reclutamiento, tanto realistas como patriotas les prometían la exención 
del pago del tributo o su abolición (Sobrevilla Perea 2013).

La participación indígena en las guerras de independencia no estuvo limitada al 
Alto Perú ni a los indios sometidos. En el Litoral y la Banda Oriental, Artigas sumó a 
sus milicias auxiliares indios de las misiones –guaraníes– pero también indios fronte-
rizos –charrúas, abipones, mocovíes– (Ratto 2008, Fradkin y Ratto 2011), hacia los cuales 
mostró benevolencia por principios y por táctica política (Ratto 2008). También en 
la Pampa y la Patagonia grupos realistas y patriotas buscaron el apoyo indígena y el 
posicionamiento adoptado por los indios respondió a móviles muy diversos (Ratto 
2008). Simultáneamente, muchas áreas del interior, tales como Santa Fe, Córdoba 
y Santiago del Estero, sufrían diversas incursiones indígenas. Sus fronteras con los 
indios autónomos habían quedado desguarnecidas a causa de los requerimientos de 
armas y soldados para la conformación de los ejércitos revolucionarios, cuestión que 
generó tensiones con Buenos Aires (Ratto 2008, Fradkin y Ratto 2011).

En 1812 se dio inicio a la Segunda Campaña a la Banda Oriental con la participa-
ción de las fuerzas orientales de Artigas y del ejército de Buenos Aires, quienes mante-
nían serias diferencias de opinión e intereses (Mapa 2). A pesar de haber logrado sitiar 
Montevideo por segunda vez y de diversos triunfos patriotas, en dicho año las tropas 
no lograban aún derrotar a los realistas. Mientras tanto, a fines de 1813 era derrotada 
la Segunda Expedición Auxiliadora al Alto Perú al mando de Belgrano (Ternavasio 
2009).

Las disputas por la forma de gobierno y la organización política: 
debates políticos y despliegues militares

Durante toda la primera mitad del siglo XIX, “los conflictos giraron en torno al 
nuevo sujeto de imputación soberana y a la forma de gobierno que debía adoptar el 
nuevo orden constitucional” (Ternavasio 2013: 71). A comienzos de 1813, un ejecutivo 
elegido únicamente en Buenos Aires representaba un importante problema. Siguien-
do una vez más los pasos del proceso español, se convocó a un congreso constituyente 
con representación de los pueblos del interior (Ternavasio 2009). La Asamblea del 
Año XIII, como fue conocida, estuvo dominada por grupos porteños de orientación 
centralista y mostró más preocupación por construir un poder supremo que pudiera 
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dar unidad a un espacio rioplatense fragmentado que por dotar al orden político de 
poderes constituidos (Ternavasio 2013). Las primeras medidas de la Asamblea parecie-
ron radicales a nivel formal: la eliminación de la fidelidad al rey de la fórmula de jura-
mento, la libertad de prensa, la libertad de vientres, la supresión de títulos nobiliarios 
y la extinción del tributo indígena, la mita y el yanaconazgo. Sin embargo, a pesar de 
sus intenciones constituyentes, no llegó a dictar una constitución, ni tampoco a de-
clarar la independencia (Goldman 1998; Ternavasio 2009, 2013). Opuesto a las ideas 
centralistas, Artigas fue el principal promotor de una propuesta confederal en la que 
ciudades y provincias conservarían su autonomía (Goldman 2009a, Ternavasio 2009). 
Como producto de estas diferencias, la Asamblea rechazó a los diputados orientales 
enviados por Artigas. Simultáneamente, las gestiones que Buenos Aires mantenía con 
la corona portuguesa –que pretendía anexar una vez más el territorio oriental– termi-
naron por consumar la ruptura de Artigas con el gobierno central (Goldman 1998).

La restauración monárquica en España ocurrida en 1814 volvió a acotar las opciones 
que le quedaban al movimiento revolucionario: someterse al absolutismo exacerbado 
por Fernando VII a su regreso al trono o bien declarar la independencia (Ternavasio 
2009). Profundizando el proceso de centralización política, la Asamblea legitimó la 
concentración del poder mediante la creación de un ejecutivo unipersonal con sede 
en Buenos Aires, el Directorio, y la dirigencia revolucionaria se fue aislando de la clase 
política urbana y del pueblo (Goldman 1998). El Directorio rápidamente comenzó 
a manifestar diferencias y a enfrentarse con algunos líderes militares del Litoral, 
denominados “caudillos”. Entre aquellos líderes se destacó especialmente la figura de 
Artigas quien, como dijimos, encabezó la resistencia contra la autoridad colonial en la 
Banda Oriental. A partir de 1814, Artigas conformó la Liga de los Pueblos Libres o Liga 
Federal reuniendo a la Provincia Oriental26, Corrientes, Entre Ríos, Misiones, Santa Fe 
y Córdoba (Goldman 1998, Ternavasio 2009) y captando continuamente la atención de 
un gobierno central que seguiría enviando tropas para combatirlo (Mapa 2).

El panorama militar entre 1814 y 1815 seguía mostrando varios frentes. Durante 
la primera mitad de 1814, la Escuadra de las Provincias Unidas libró en el Río de La 
Plata y bajo las órdenes del Almirante Guillermo Brown la Campaña Naval que defi-
niría la ocupación de Montevideo, que hasta ese momento se encontraba en manos 
realistas. La Tercera Expedición Auxiliadora al Alto Perú –que sería la última enviada 
por el gobierno de las Provincias Unidas– fue finalmente derrotada en Sipe-Sipe (ac-
tual Bolivia) a fines de 1815 (Mapa 2). De allí en adelante la defensa frente al avance 
realista desde el norte sería llevada a cabo por la “guerra gaucha” bajo el liderazgo del 
gobernador de Salta, Martín Miguel de Güemes (Goldman 1998, Ternavasio 2009). 
En esa área intensamente afectada por la presencia del frente bélico y constantemente 
asediada por las fuerzas realistas, la movilización campesina y la organización de la 
resistencia armada estuvieron muy vinculadas con la cuestión del acceso a la tierra y 
con la posibilidad de obtener beneficios frente a la elite propietaria (Di Meglio 2011). 

26  Denominación que recibió entonces la Banda Oriental.
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Mapa 2. Los despliegues militares a partir de 1812 y la configuración política 
de las Provincias Unidas hacia 1816
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Por otro lado, nombrado gobernador intendente de Cuyo, San Martín comenzó en 
1815 a organizar el Ejército de los Andes (Goldman 1998) para llevar a cabo el Plan 
Continental que implicaba cruzar los Andes hacia Chile y llegar a Lima por mar para 
combatir a las fuerzas realistas (Ternavasio 2009).

También por aquellos años, la derrota del movimiento revolucionario de Chile en 
la Batalla de Rancagua influyó ampliamente en la situación político-militar existente 
al este de la Cordillera. Como producto del retorno al poder del bando realista27, 
diversos grupos chilenos cruzaron la Cordillera, lo cual afectó las relaciones estableci-
das en la región pampeano-patagónica entre hispanocriollos –patriotas y realistas– y 
los grupos indígenas autónomos (Ratto 2008). Si bien algunos grupos establecieron 
alianzas con ciertos líderes revolucionarios, muchos otros –por ejemplo, pehuenches y 
araucanos aliados entre sí– se unieron a la causa realista, en defensa de los beneficios 
obtenidos mediante la política diplomática de los Borbones que los líderes y gobiernos 
revolucionarios, rioplatenses o chilenos, no siempre estaban dispuestos a reconocer 
(Varela y Manara 2001).

En medio de este complejo contexto militar, en el terreno político seguían pendientes 
la declaración de la independencia y la sanción de una constitución. Debido a ello, 
en marzo de 1816 se convocó a un Congreso General Constituyente en la ciudad de 
Tucumán. El congreso contó con la presencia de representantes de diversas provincias: 
Buenos Aires, Córdoba, Mendoza, San Luis, San Juan, La Rioja, Catamarca, Tucumán, 
Santiago del Estero, Salta, Jujuy. Por el Alto Perú –bajo ocupación realista– sólo 
estaban representadas Charcas, Chichas (Potosí) y Mizque (Cochabamba) (Mapa 2). 
En conflicto con la política del gobierno central, las provincias que integraban la Liga 
Federal liderada por Artigas –Santa Fe, Entre Ríos, Corrientes, Misiones y la Provincia 
Oriental, con la excepción de Córdoba– no enviaron representantes (Ternavasio 
2009).

27  En septiembre de 1810 se había formado en Santiago una junta de gobierno, dando inicio al 
período conocido como “la Patria Vieja”. La batalla de Rancagua (actual Chile) ocurrida en oc-
tubre de 1814 marca, dentro de la historiografía chilena, el fin de la Patria Vieja (1810-1814) y el 
inicio del período conocido como la “Reconquista” (monárquica), que perduraría hasta 1817.
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Los primeros acercamientos 
revolucionarios
a la otredad indígena

Tal como vimos anteriormente, en los inicios del siglo XIX la presencia indígena 
constituía un hecho evidente para la sociedad hispanocriolla hegemónica (Quijada 
2003). Esta presencia se manifestaba no sólo en la cotidianeidad sino también en la 
memoria, ya que desde fines del siglo XVIII habían tenido lugar, principalmente en 
el Alto Perú, numerosas rebeliones con gran participación indígena y mestiza. Ante 
dicha situación, los virreyes con sede en Buenos Aires y en Lima –en este caso, a menor 
distancia del epicentro de los acontecimientos– se vieron obligados a destinar recursos 
para sofocarlos y a mantener gran parte de su atención y preocupación futuras centra-
das en dicha región.

En 1779 el levantamiento de Tomás Katari en defensa de su reconocimiento como 
curaca en la región de Chayanta, Potosí (actual Bolivia), sirvió de puntapié para el 
surgimiento de otros alzamientos populares contra el sistema colonial. A partir de 
1780, Túpac Amaru II28 lideró, desde el Perú, un importante levantamiento contra 
las diversas formas de explotación indígena y contra las reformas borbónicas que 
habían producido, entre otras cosas, un notorio aumento de las alcabalas29 que 
afectaba a muchos mestizos e indígenas dedicados al comercio. En su segunda etapa, 
denominada “fase aymara”, dicho movimiento –conocido posteriormente como la 
“Gran Rebelión”–se extendió al Alto Perú bajo el liderazgo de Túpac Katari30. Aunque 
duramente reprimida, esta rebelión mestizo-indígena quedó fuertemente impresa en el 
imaginario de la época y en la memoria histórica de la administración colonial, la cual 

28  José Gabriel Condorcanqui, curaca de Surimana, Tungasuca y Pampamarca (actual Perú) de 
origen mestizo y vinculado a la nobleza incaica. Tomó dicha denominación en honor a su ante-
pasado Túpac Amaru I, último gobernante inca asesinado por los españoles en el siglo XVI.
29  Impuesto aplicado sobre la compraventa.
30   Nombre adoptado por Julián Apaza, indio aymara del común que durante su vida se desem-
peñó en diversos oficios, tales como sirviente de un sacerdote, campanero, peón en una mina, 
panadero y comerciante trajinante minorista.
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en adelante temería el desencadenamiento de un evento similar. Años más tarde, como 
vimos, los movimientos de Chuquisaca y La Paz de 1809 contra el gobierno colonial 
–aunque fieles al rey Fernando VII– también contarían con participación indígena, 
especialmente en La Paz donde la Junta Tuitiva incorporó a tres representantes 
indígenas.

Así, la cuestión indígena estaba más que vigente al comenzar el proceso revolucio-
nario en el Río de La Plata y, tal como lo había sido para los funcionarios coloniales, 
seguía siendo relevante para el movimiento criollo que aspiraba a tomar las riendas de 
los territorios que habían formado parte del antiguo virreinato. Sin embargo, a pesar 
de la gran diversidad de sociedades indígenas conocidas en ese momento por la socie-
dad hispanocriolla porteña –y con las cuales se encontraba vinculada–, en el discurso 
revolucionario y otra documentación asociada únicamente encontramos referencias a 
una porción selecta de aquellos grupos. A partir de dichos documentos, reconocemos 
dos conjuntos de percepciones y actitudes diferenciadas –manifestadas en registros y 
ámbitos diferentes– que el movimiento revolucionario adoptó frente a ciertos grupos 
indígenas: una actitud de reivindicación e identificación y otra de invisibilización.

Reivindicación y discurso de “liberación indígena”: la identificación con el 
indio oprimido altoperuano y el indio mítico incaico

En los documentos que, con mayor o menor difusión pública, definían los linea-
mientos generales de la revolución durante sus comienzos –discursos, ensayos, docu-
mentos oficiales tales como actas, decretos, oficios y leyes, entre otros–31, encontramos 
numerosas referencias a dos conjuntos indígenas del extremo norte del Virreinato del 
Río de La Plata: los indios altoperuanos32 –integrados a la sociedad hispanocriolla por 
medio de las encomiendas, la mita minera y los servicios personales– y los incas, quie-
nes siglos atrás también habían sido forzosamente incorporados al sistema colonial 
pero desde hacía tiempo habían pasado a formar parte de la historia pasada del con-
tinente americano. Además de una reivindicación de su historia y de sus tradiciones 
culturales, en esta vertiente del discurso revolucionario aparece una efusiva defensa de 
ambos grupos en virtud del sufrimiento causado por la opresión colonial. Los revolu-
cionarios utilizaron el tópico de la dominación colonial para proponer en sus escritos 

31  Es posible que estos tipos de documentos hayan tenido diferentes niveles de difusión públi-
ca. Los decretos, oficios y leyes que expresaban actos de gobierno que debían ser cumplidos y 
que ordenaban su publicación por bando probablemente hayan tenido una difusión pública 
de mayor alcance que los ensayos, discursos o informes publicados sólo en la Gazeta de Buenos 
Ayres.
32  Cabe recordar aquí que el nombre “Alto Perú” –del cual se deriva el adjetivo “altoperua-
no”–designaba al territorio bajo jurisdicción de la Real Audiencia de Charcas. Este abarcaba, a 
comienzos del siglo XIX, las intendencias de Potosí, Charcas, Cochabamba y La Paz, así como 
los gobiernos de Moxos y Chiquitos.
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una recurrente identificación entre indígenas altoperuanos-incas y criollos, en tanto 
víctimas del invasor español (Rípodas Ardanaz 1993, Quijada 1994). A pesar de que 
el discurso revolucionario presentaba otras referencias a ciertas sociedades indígenas, 
esta postura –llamada “filoindígena” o “filoindigenista” por algunos autores (Halperín 
Donghi [1972] 2014, Goldman 1992, Néspolo y Morrone 2010)– ha sido tradicional-
mente más conocida y estudiada.

Numerosos estudios han destacado las medidas revolucionarias con respecto a la 
situación de los indios que fueron adoptadas a partir de 1810 (Levene 1947-1948, 
Goldman 1992, Néspolo y Morrone 2010, Seghesso de López 2010b). Sin embargo, 
resulta necesario no perder de vista que, a pesar de haber logrado colocar a las clases 
altas altoperuanas en un estado de alarma, dichas medidas no tuvieron efectos jurídi-
cos inmediatos (Halperín Donghi [1972] 2014; Goldman 1992, 1998; Díaz Caballero 
2009). Además, tampoco estaban dirigidas hacia la totalidad de las poblaciones indí-
genas que ocupaban el territorio del Virreinato del Río de La Plata y sus alrededores, 
ni siquiera hacia todas aquéllas que los revolucionarios conocían. La más célebre de 
estas medidas, la abolición del tributo indígena decretada por la Junta Grande en 1811 
(Decreto 01/09/1811) y sancionada dos años después por la Asamblea del Año XIII33 
(Decreto 12/03/1813), estuvo dirigida únicamente a los indios sometidos, que eran los 
que pagaban tributo. Asimismo, las disposiciones dictadas por aquellos mismos orga-
nismos acerca de la elección de “representantes de los indios” –que nunca llegó a con-
cretarse– para el congreso general que intentaban convocar (Oficio 10/01/1811, Ley 
26/04/1813) también se encontraban destinadas a grupos indígenas incorporados a la 
sociedad hispanocriolla, aunque no a todos ellos, tal como veremos a continuación.

La Junta Grande ordenó a Juan José Castelli, su representante político en la Pri-
mera Expedición Auxiliadora al Alto Perú, la elección de representantes de indios “en 
cada Intendencia, exceptuando la de Córdoba y Salta” para el mencionado congreso 
general (Oficio 10/01/1811). Siguiendo a Halperín Donghi ([1972] 2014), creemos 
que esta medida excluía a Córdoba del Tucumán y a Salta del Tucumán debido a que 
su inclusión podría haber corrido el riesgo de perjudicar la relación con los miembros 
de la Junta provenientes de dichas intendencias, quienes poseían intereses en torno a 
la explotación de mano de obra indígena. La orden para la elección fue promulgada 
poco después por Castelli en Chuquisaca, actual Sucre, a través de un bando dirigido a 
“todos los habitantes del Distrito de la Real Audiencia de los Charcas y muy particular-
mente a los indios de su comprensión” (Castelli 13/02/1811). Aunque en dicho ban-
do se mencionaba al Paraguay34 como distrito incluido en la elección de representantes 
de indios, Castelli dictó disposiciones únicamente para el distrito de la Audiencia de 
Charcas –es decir, las cuatro intendencias altoperuanas: Potosí, Charcas, Cochabamba 
y La Paz–, región que concentraba la mayor cantidad de indios sometidos y que se 

33  La Asamblea sesionó en Buenos Aires entre enero de 1813 y enero de 1815.
34  Que en marzo de 1811 derrotaba a la expedición auxiliadora que había sido enviada al man-
do de Manuel Belgrano.
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encontraba bajo su directa jurisdicción. Dos años más tarde, una ley dictada por la 
Asamblea del año XIII ordenaría de forma explícita la elección de representantes de 
indios en esas cuatro intendencias del Alto Perú (Ley 26/04/1813).

Por otro lado, el discurso revolucionario se refería a estos pueblos indígenas incor-
porados principalmente en términos regionales, sin mencionar adscripciones étnicas 
–ya fueran propias o impuestas–: “indios del Alto Perú y del Perú”, “naturales de los 
Pueblos de las Misiones”. Las traducciones a lenguas indígenas –como el quechua, 
el aymara y el guaraní– de diversos documentos políticos significativos indican que 
el movimiento revolucionario también identificaba a determinados grupos indígenas 
como hablantes de dichas lenguas. Así, el decreto de supresión del tributo indígena de 
1811 fue traducido al quechua y su sanción de 1813, a las tres lenguas arriba menciona-
das, mientras que el Acta de Independencia lo fue sólo al quechua y al aymara, hecho 
que Levene (1947-1948, 1951) atribuye a la ausencia de las provincias del Litoral en el 
Congreso de Tucumán. Por su parte, Lehmann Nitsche (1930) ha destacado que di-
chos documentos fueron publicados por los órganos oficiales únicamente en español 
y traducidos a lenguas indígenas sólo para su difusión por bando35.

Sin embargo, la presencia de dichos grupos indígenas –indios altoperuanos, indios 
del Perú e indios de las misiones– en el discurso revolucionario públicamente difun-
dido es disímil, por cuanto las referencias a los dos primeros superan ampliamente 
a las menciones de los últimos. Los indios guaraníes de las misiones jesuíticas del 
Virreinato del Río de La Plata aparecen aludidos principalmente en el reglamento 
para el “Régimen Político y Administrativo y Reforma de los 30 Pueblos de las Misio-
nes” (Belgrano 30/12/1810) dirigido por Belgrano a la Junta Grande a fines de 1810 
desde el campamento de Tacuarí (actual Paraguay) durante la Expedición al Paraguay 
bajo su mando. En dicho documento, Belgrano sentaba las bases de una organización 
de los pueblos indígenas de las Misiones (trazado de los pueblos, organización de la 
burocracia administrativa, formación de un cuerpo de milicia, comercio libre con las 
otras provincias, etc.), reconociendo su situación de miseria y explotación (Belgrano 
30/12/1810). Asimismo, afirmaba estar liberándolos del tributo –casi un año antes del 
decreto de abolición dictado por la Junta Grande–, a pesar de que ello difícilmente 
haya podido tener alguna consecuencia práctica en la realidad cotidiana de dichas 
poblaciones.

Más bien, eran los indios altoperuanos y del Perú quienes parecían atraer fuerte-
mente en aquel momento la mirada y la retórica revolucionarias, que simultáneamente 
omitía referencias tanto a la población indígena sometida de las intendencias al sur del 
Alto Perú como a los indios incorporados a la vida de Buenos Aires y sus alrededores. 
Durante la primera mitad de 1811, los indios altoperuanos y del Perú fueron destinata-
rios de dos proclamas de Castelli, quien primero se dirigió a la población indígena del 
Virreinato del Perú desde Chuquisaca (Castelli 05/02/1811) y tres meses después, en 

35  Esta cuestión introduce interesantes reflexiones sobre la difusión diferencial de la produc-
ción escrita de los revolucionarios, ver nota 31.
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ocasión del primer aniversario de la Revolución de Mayo, pronunció la famosa “Pro-
clama de Tiahuanaco”36 dirigida a los indígenas del Alto Perú (Castelli 25/05/1811). 
En ambos discursos, Castelli hizo referencia a la situación de explotación en la que se 
encontraban y procuró destacar las intenciones bondadosas de la Junta, prometiéndo-
les “libertad civil” y “felicidad”:

La Junta de la capital os mira siempre como a hermanos, y os considerará como a 
iguales […];
Sabed que el gobierno de donde procedo sólo aspira a restituir a los pueblos su libertad 
civil y que vosotros bajo su protección viviréis libres (Castelli 05/02/1811, el destacado 
es nuestro).
Los naturales de este distrito, que por tantos años han sido mirados con abandono y 
negligencia, oprimidos y defraudados en sus derechos y en cierto modo excluidos de la 
mísera condición de hombres (Castelli 25/05/1811).

Podemos observar en el discurso del representante de la Junta el uso de la segun-
da (“vosotros”) y tercera persona (“los pueblos”, “los naturales de este distrito”) para 
dirigirse a los indígenas, a los cuales también se refirió como “iguales” y “hermanos”. 
Asimismo, en abril de 1811 Castelli dirigió a los “pueblos interiores del Perú” –sin 
distinguir entre indígenas, mestizos, criollos o españoles– un manifiesto en el cual 
los exhortaba a recuperar su libertad, ofreciéndoles auxilio y llamando a “la unidad, 
la alianza y la fraternidad” de todos los americanos (Castelli 03/04/1811). En estos 
discursos y exhortaciones dirigidas a los habitantes –indígenas y no indígenas– del 
Perú podemos reconocer cierto interés en extender la revolución hacia dicho espacio, 
convertido en el centro de la monarquía española en Sudamérica –y principal foco 
contrarrevolucionario– luego de 1810. Sin embargo, dadas las dificultades militares 
y logísticas encontradas en el Alto Perú no llegaron a desplegarse acciones militares 
allí.

Aquel discurso de “liberación” con matices redentores y paternalistas que encon-
tramos en ambas proclamas de Castelli también se encuentra presente en algunos 
de los documentos sobre el tributo arriba mencionados. Volvemos a encontrar aquí 
menciones de los indígenas en tercera persona, esta vez por parte de un enunciador 
colectivo que a pesar de referirse a ellos como hermanos (“nuestros hermanos”) los 
ubica por fuera del colectivo definido en primera persona (nosotros exclusivo):

36  Localidad cercana al Lago Titicaca, en la actual Bolivia. Si bien la autoría de Castelli se 
encuentra ampliamente aceptada, se cree que Monteagudo –como su secretario– puede haber 
participado en la composición de la “Proclama de Tiahuanaco”. Se trata de un documento 
que ha sido publicado en numerosas oportunidades, en general a partir de una publicación 
previa y no del documento original, que hasta el momento no hemos podido consultar. Ver 
Metodología y fuentes.
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Nada se ha mirado con más horror desde los primeros momentos de la instalación del 
actual gobierno, como el estado miserable y abatido de la desgraciada raza de los indios. 
Estos nuestros hermanos […] hechos víctimas desgraciadas de la ambición, no sólo han 
estado sepultados en la esclavitud más ignominiosa, sino que desde ella misma debían 
saciar con su sudor la codicia, y el lujo de sus opresores (Decreto 01/09/1811, el desta-
cado es nuestro);
[...] el benéfico decreto que ha expedido la Asamblea general en desagravio de los mise-
rables indios que han gemido hasta hoy bajo el peso de su suerte […] las vejaciones que 
han sufrido nuestros hermanos, del destierro que han padecido en su misma patria, y de 
la muerte que han vivido (Decreto 12/03/1813, el destacado es nuestro).

A partir de estas fuentes –que son las más conocidas y retomadas en el abordaje de 
la problemática que aquí nos ocupa– podemos ver que las tan repetidas expresiones 
genéricas “indios” o “naturales” se refieren, en estos documentos, no a la población 
indígena en su totalidad, sino más bien a una construcción particular: el indio oprimido. 
De modo similar a la construcción del indio hiperreal (Ramos 1992), esta imagen del 
indio lo muestra como víctima de una larga explotación y como destinatario “natural” 
de un discurso de liberación indígena que finalmente no tuvo consecuencias prácticas. 
Este discurso puede rastrearse hacia atrás hasta la célebre “Disertación jurídica sobre 
el servicio personal de los indios” (Moreno 1802) leída por Mariano Moreno en 1802 
durante su práctica de Derecho en la Academia Carolina de Charcas. En dicha diser-
tación de turno, de orden social y político (Rípodas Ardanaz 1995), Moreno retomaba 
el debate en torno al trabajo de los indios –principalmente en la mita minera– soste-
nido por el Gobernador Intendente de Potosí Francisco de Paula Sanz y el fiscal de la 
Audiencia de Charcas y Protector de naturales Victorián de Villava durante la última 
década del siglo XVIII (Levene 1943, Rípodas Ardanaz 1995)37. En dicha discusión, 
Moreno se posicionaba junto a Villava en defensa de los indios y a favor de la extin-
ción de los servicios personales, de la mita y del yanaconazgo a los que eran sometidos. 
Como abogado, llegó incluso a ejercer su profesión en el Alto Perú defendiendo los 
derechos de los indígenas.

Esta efusiva defensa de los indios –es decir, del indio oprimido– puede explicarse 
parcialmente a partir de la adhesión general de algunos líderes revolucionarios –a 
veces formados, como dijimos, en Chuquisaca y conocedores de la realidad indígena 
altoperuana– a los principios liberales de libertad e igualdad, centrales en el pensa-
miento ilustrado (Goldman 1992). Asimismo, el interés revolucionario más pragmá-
tico en obtener recursos materiales y humanos para la guerra contra los realistas tam-

37  Luego de su llegada al puesto de fiscal de la Audiencia de Charcas en 1791, Victorián de 
Villava comenzó a denunciar diversas situaciones irregulares en el sistema potosino de explo-
tación minera. En reiteradas oportunidades se pronunció contra la disposición arbitraria y 
forzosa del trabajo indígena y contra la intensificación de la mita prevista en un nuevo código 
minero presentado por Sanz y su consejero Pedro Vicente Cañete (Portillo Valdés 2009).
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bién pudo haber sido un factor altamente influyente (Halperín Donghi [1972] 2014, 
Goldman 1992, Néspolo y Morrone 2010). En el próximo capítulo abordamos estas 
motivaciones con mayor profundidad, incorporando además otros factores que cree-
mos condicionaron significativamente las percepciones y actitudes que los dirigentes 
revolucionarios tuvieron frente a diversos grupos indígenas.

Como dijimos, si bien el reglamento de Belgrano (30/12/1810) relativo a la si-
tuación de los indios de las misiones jesuíticas también constituye una expresión del 
discurso de liberación y redención indígena, la mayor cantidad de referencias en el 
discurso revolucionario a los indios del Alto Perú y a la historia del sometimiento a la 
mita minera ocurrido en dicha región –a la cual continuamente llegaban contingentes 
de mitayos provenientes de regiones aledañas– nos lleva a pensar que la construcción 
del indio oprimido se apoya más bien sobre la imagen de estos últimos que sobre los 
indios de las misiones. Distinta parece la situación de los “indios de Córdoba y Sal-
ta”, quienes, requeridos como mano de obra para tareas productivas (Díaz Caballero 
2009) y excluidos de la posibilidad de elegir representantes para el congreso general 
(Oficio 10/01/1811), no parecen haber formado parte de esa imagen del indio oprimido 
que “debía” ser liberado, a pesar de la sobreexplotación –muchas veces mayor que 
en Alto Perú– a la que habían sido sometidos desde fines del siglo XVI (Palomeque 
2000). A diferencia de las poblaciones indígenas altoperuanas, los indios de Córdoba 
del Tucumán y Salta del Tucumán no son mencionados en la retórica revolucionaria 
difundida públicamente –con excepción de la aclaración que les niega la posibilidad 
de elegir representantes indígenas (Oficio 10/01/1811)– ni el movimiento se ocupó de 
anunciarles, con matices redentores, su “inminente liberación”, tal como sucedió con 
las proclamas de Castelli más al norte.

Por el contrario, sí encontramos referencias a los grupos indígenas de Salta del 
Tucumán, por ejemplo, en documentación local de índole administrativa y de circu-
lación interna, que difícilmente haya participado de la retórica mediante la cual el 
movimiento revolucionario anunciaba sus objetivos y actos de gobierno. Así, en el 
artículo 15 de las instrucciones que Feliciano Chiclana dejó a fines de 1810 a quien lo 
sucedería en el gobierno de la intendencia de Salta del Tucumán –luego de que se le 
ordenara hacerse cargo de la intendencia de Potosí– aparece cierta preocupación por 
la libertad de los indios que se encontraban sometidos a situaciones de esclavitud y 
extorsión:

Siendo tan notable la extorción que padecen estos infelices en este Pueblo, y siendo 
uno de los objetos principales que se propone el nuevo Govierno la sostención y cui-
dado de estos miserables, se deverá tratar con el mayor empeño de abolir la costumbre 
que hay en estos Países, de que los indios sean reputados como esclavos (Chiclana 
17/12/1810).

Dado el carácter interno y administrativo del documento arriba citado, esta preocu-
pación podría parecer en principio más genuina que la retórica de liberación indígena 
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sostenida abiertamente por los revolucionarios. También, el hecho mismo de que el 
interés por la libertad y el bienestar de estas poblaciones indígenas fuera manifestado 
de manera más local y privada, por fuera de las banderas enarboladas públicamente 
por el movimiento revolucionario, resulta altamente significativo a la hora de analizar 
el modo en que sus dirigentes percibieron y construyeron a la población indígena.

Conjuntamente con el indio altoperuano, otra figura indígena era percibida en el 
imaginario de la época como ícono de la opresión colonial española: la de los incas. 
El pensamiento incaísta –entendido como una ficción orientadora constitutiva del 
período en cuestión (Shumway 1993)– impregnaba desde hacía décadas gran parte 
del pensamiento hispanocriollo, sobre todo en el área del Perú y el Alto Perú, pero 
también en latitudes más australes de la América española. Con importantes matices 
míticos, este imaginario resaltaba la gloria y el esplendor que los incas como pueblo 
e imperio habían tenido en el pasado (Rípodas Ardanaz 1993, Díaz Caballero 2009). 
Al mismo tiempo, en otra vertiente de este “brote de incaísmo”, las propias noblezas 
indígenas también recordaban a la época incaica con nostalgia (Rípodas Ardanaz 
1993). La construcción del indio mítico incaico no se agotaba en estas imágenes de 
grandeza, sino que también albergaba representaciones en torno a la violencia y al 
sometimiento padecidos desde los primeros momentos de la conquista española. En la 
construcción de ambas ideas puede notarse la influencia del inca Garcilaso de la Vega 
–en la visión idealizada del Incario– y de Bartolomé de Las Casas –en la descripción de 
las atrocidades cometidas por la conquista contra las poblaciones indígenas– (Altuna 
2002). En 1809 uno de los líderes de la revolución, Bernardo de Monteagudo38, 
redactó un “Diálogo entre Atahualpa y Fernando VII” (Monteagudo 1809), donde 
el protagonista Atahualpa –gobernante inca depuesto y asesinado por la expedición 
de Francisco Pizarro casi trescientos años atrás– dialoga con el monarca español y le 
describe el asedio sufrido por su pueblo a manos de los conquistadores españoles:

Por todas partes corren ríos inmensos de sangre inocente; en todas partes se encuentran 
millares de cadáveres, desdichadas víctimas de la ferocidad española […] Sólo el español 
más bárbaro […] sigue talando los campos, desolando provincias, derribando tronos, 
arrastrando monarcas y degollando emperadores. […] Van, pues, a buscar más tesoros 
en el interior de los riscos y peñascos, arrastran tribus enteras de indios, los obligan 
y mandan que minen los cerros y entren hasta los más remotos y escondidos cerros 
(Monteagudo 1809).

De este modo, en el imaginario vigente a comienzos del siglo XIX en las posesiones 
españolas en América del Sur, indios altoperuanos e incas aparecían como dos expre-
siones simbólicas con una misma idea base: la opresión ejercida por el sistema colonial 
sobre el territorio americano y su población. La asociación entre ambos grupos puede 

38  Junto a Castelli y Moreno conformó durante los primeros años del período revolucionario 
la facción más radical del movimiento, conocida como “morenista”.
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asimismo responder a otros factores, tales como el territorio ocupado (Perú-Alto Perú), 
la descendencia biológica, y la herencia cultural y lingüística compartida –dentro de la 
cual el quechua y el aymara poseían mayor visibilidad–. El modo en que San Martín 
se dirigió años más tarde –presumiblemente en 1819– a los indígenas del Perú ilustra 
esta visión: “Compatriotas, amigos, descendientes todos de los Incas” (Levene 1951, el 
destacado es nuestro).

Sobre esta idea base el movimiento revolucionario elaboró una porción central de 
su discurso, consistente en la doble identificación de los criollos revolucionarios con 
los indígenas altoperuanos y con los incas. El planteo de una identificación entre los 
criollos y las poblaciones nativas constituyó un recurso muy extendido entre las diver-
sas regiones americanas que habían estado bajo dominio español, lejos de ser exclusivo 
del Río de La Plata (Quijada 1994). También en el “Diálogo...” de Monteagudo (1809), 
Atahualpa coloca, en pie de igualdad, a incas-indígenas y criollos como víctimas de la 
dominación española, a la cual compara con la esclavitud del soberano español bajo 
el régimen de Napoleón Bonaparte, ocurrida entre 1808 y 1813: “comparad, pues, 
ahora tu suerte con la mía, la conquista de tu península con la del Nuevo Mundo, y la 
conducta del francés en España con la del español en América” (Monteagudo 1809). 
Mediante esta analogía, Atahualpa finalmente logra convencer a Fernando VII del ca-
rácter legítimo de la demanda independentista americana. En el corazón del discurso 
revolucionario yacía la idea de que la voluntad rupturista aparecía como un “acto de 
justa rebelión” (Quijada 1994: 37) –al igual que el interés español en sacudir el yugo de 
la invasión napoleónica– ante el sufrimiento por tres siglos de opresión colonial.

En el artículo “A los pueblos interiores”, escrito también por Monteagudo y publi-
cado en la Gazeta de Buenos Ayres (Monteagudo 24/01/1812), Atahualpa aparecía esta 
vez como un referente y un modelo a seguir. El texto termina: “Firmeza y coraje, mis 
caros compatriotas: vamos a ser independientes o morir como héroes, imitando a los 
Guatimozines y Atahualpas” (Monteagudo 24/01/1812, el destacado es nuestro), sien-
do Guatimozín uno de los nombres dados por los españoles a Cuauhtémoc, último 
gobernante azteca.

Por otro lado, a partir de las fuentes analizadas encontramos que la identificación 
de los criollos con los indios altoperuanos y peruanos se realizaba principalmente de 
forma discursiva mediante la utilización del apelativo “hermanos”. Dicho calificativo, 
en tanto indicador de la pertenencia compartida a un mismo colectivo, ya fuera éste el 
virreinato o, en un sentido más amplio, la América española –en el caso de los indios 
del Perú– o bien las futuras patrias independientes en proceso de construcción, plan-
teaba un vínculo recíproco entre ambas partes, como puede observarse en diversos 
documentos (Castelli 05/02/1811; Decreto 01/09/1811; Decreto 12/03/1813). Así, la 
Marcha Patriótica declarada “única canción de las Provincias Unidas” por la Asamblea 
del año XIII –y por ello, uno de los diversos símbolos identitarios creados en 1813, 
cuya versión reducida conformaría posteriormente el Himno Nacional Argentino– in-
cluía la siguiente estrofa:
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Se conmueven del Inca las tumbas
Y en sus huesos revive el ardor
Lo que ve renovando a sus hijos
De la Patria el antiguo esplendor
(Marcha Patriótica 11/05/1813, el destacado es nuestro).

Además de identificar a los artífices del movimiento revolucionario, criollos en 
su mayoría, como “hijos del Inca” (Díaz Caballero 2009), esta estrofa afirma la pro-
fundidad temporal de la patria –que parece recuperar su “antiguo esplendor”– esta-
bleciendo una línea de continuidad entre el imperio incaico usurpado por la con-
quista y las Provincias Unidas del Río de La Plata (Rípodas Ardanaz 1993; Quijada 
1994, 1996).

Según autores como Rípodas Ardanaz (1993) y Díaz Caballero (2009), con esta 
última idea se encuentra vinculada la propuesta de instaurar una monarquía incaica 
realizada por Belgrano en una sesión secreta del Congreso de Tucumán: “La forma de 
gobierno más conveniente para estas Provincias sería la de una Monarquía temperada 
[sic], llamando la Dinastía de los Incas” (Actas Secretas 06/07/1816, el destacado es 
nuestro). Conocido como “Plan del Inca”, dicho proyecto fue a nuestro entender la 
expresión políticamente más pragmática del pensamiento incaísta. Asimismo, tenía 
como antecedente “el propósito de poner al frente del gobierno de Hispanoamérica 
a un ‘Inca hereditario’” que había sido difundido por Francisco de Miranda años 
antes en Europa (Rípodas Ardanaz 1993: 241). Aunque no llegó a concretarse, la pro-
puesta de Belgrano fue objeto de acalorados debates en la prensa periódica y mereció 
diversidad de opiniones –a favor y en contra– de parte de personajes destacados del 
movimiento revolucionario y de las clases dirigentes porteña y altoperuana (Rípodas 
Ardanaz 1993). Con posterioridad, el Plan del Inca también sería mencionado reite-
radamente por la historiografía argentina como una “curiosidad” del pensamiento de 
Belgrano –uno de los principales próceres nacionales– y desvinculada de su contexto 
histórico y sociopolítico de producción.

En el pensamiento de comienzos del siglo XIX, la idea de una monarquía como 
forma de gobierno no era para nada una ocurrencia absurda, sino una opción perfec-
tamente razonable. Esto se debía no sólo a que formaba parte de la experiencia política 
más directa de una población que siempre había vivido bajo un sistema monárquico 
–español, en este caso–, sino también a que se trataba de un régimen que duran-
te siglos había gozado de gran legitimidad y que en dicho momento era el sistema 
de gobierno más extendido en la escena política occidental. Comparativamente, el 
concepto ilustrado del gobierno republicano –entendido como un estado sin rey, en 
contraposición a la monarquía– (Di Meglio 2009) era aún muy reciente, al igual que 
su implementación en los Estados Unidos y en la Francia posrevolucionaria. Es dentro 
de este contexto que debemos comprender las numerosas opiniones que circularon al 
interior de las elites rioplatenses y altoperuanas, tanto en pos del establecimiento de 
una monarquía constitucional de origen europeo –ya fuera inglés o portugués, cuyo 
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antecedente más cercano había sido el movimiento carlotista39– como a favor de una 
monarquía incaica, o bien contrarias a cualquier gobierno monárquico y partidarias 
de los nacientes sistemas republicanos (Di Meglio 2009).

Entre las posturas que apoyaban la monarquía incaica, Rípodas Ardanaz (1993) 
cuenta tanto a quienes adherían genuinamente a una reivindicación indígena sin se-
gundas intenciones, como a militares que, guiados por el cálculo político y el pragma-
tismo, buscaban lograr la adhesión de las masas indígenas para la formación de tropas 
auxiliares para la guerra y, finalmente, también a quienes adherían únicamente “de 
palabra”, tomando al incaísmo como un “mero barniz, considerado de buen tono” 
(Rípodas Ardanaz 1993: 254). Aquí la autora marca una diferencia entre las posturas 
que denomina indigenistas –caracterizadas por la adhesión “visceral” a lo incaico y la 
búsqueda de una convivencia armónica entre criollos e indígenas– e indianistas –que 
pretendían utilizar al incaísmo como un arma revolucionaria al servicio de las reivin-
dicaciones criollas– (Rípodas Ardanaz 1993).

Diversos jefes militares del movimiento revolucionario rioplatense manifestaron 
opiniones favorables a la restauración de la “dinastía o casa de los Incas” en documen-
tos no especialmente destinados a la difusión pública, sino de circulación más acotada 
o privada. San Martín se mostró a favor de la propuesta en la correspondencia privada 
que mantenía con su amigo Tomás Godoy Cruz, mientras que Güemes y el propio 
Belgrano lo hicieron en sendas proclamas dirigidas, desde Jujuy y Tucumán respectiva-
mente, a los cuerpos militares que se encontraban bajo sus mandos:

Ya digo a Laprida lo admirable que me parece el plan de un inca a la cabeza: sus ventajas 
son geométricas (San Martín 22/07/1816).
He oído discurrir sabiamente en favor de la monarquía constitucional, reconociendo la 
legitimidad de la representación soberana en la casa de los Incas, y situando el asiento 
del trono en el Cuzco, tanto, que me parece se realizará este pensamiento tan racional, 
tan noble y justo (Belgrano 27/07/1816).
En todos los ángulos de la tierra no se oye más voz que el grito unísono de la venganza 
y exterminio de nuestros liberticidas. ¿Si éstos son los sentimientos generales que nos 
animan, con cuanta más razón lo serán cuando, restablecida muy en breve la dinastía 
de los Incas, veamos sentado en el trono y antigua corte del Cuzco al legítimo sucesor 
de la corona? (Güemes 06/08/1816).

Del lado contrario, son célebres las fuertes críticas lanzadas por el periodista Vicen-
te Pazos Kanki (o Pazos Silva) –mestizo de origen aymara– al proyecto de la monarquía 
inca desde su periódico La Crónica Argentina publicado en Buenos Aires:

Ni creemos tampoco que el Soberano Congreso piense restituir una dinastía que nin-
gún derecho tiene para reinar sobre nosotros, y que habiendo dejado de existir hace 

39  Que entre 1808 y 1810 había hecho gestiones para el establecimiento de una monarquía 
constitucional bajo la figura de la infanta Carlota Joaquina de Borbón.
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más de 300 años como Casa de Príncipes, apenas ha dejado algunos vástagos bastardos 
[...] una dinastía que no existe sino en la historia de Garcilaso (citado en Díaz Caballero 
2009: 20).

Rípodas Ardanaz (1993) atribuye las opiniones de rechazo al Plan del Inca –repre-
sentadas principalmente por personajes de la escena política porteña– a cierta simpa-
tía por el sistema republicano, así como al temor ante la posible disminución de la 
influencia de Buenos Aires por el traslado de la capital al Cuzco. En este sentido, al 
apoyo o a la resistencia al proyecto subyacía la lucha por la invención de un centro para 
la nueva “nación”: Buenos Aires –impulsada por su clase letrada criolla y su burguesía 
portuaria– o el Cuzco –centro de la “nación primordial”–. Esta búsqueda formaba 
parte no sólo de la agenda regionalista de las provincias del interior, sino también de 
la agenda continentalista de los generales (Díaz Caballero 2009).

La invisibilización de los indios autónomos de la frontera sur 
en el discurso revolucionario

Muchas otras poblaciones indígenas autónomas que habitaban en el territorio del 
antiguo Virreinato del Río de La Plata o en sus alrededores, y que necesariamente eran 
conocidas por los líderes revolucionarios en virtud de los vínculos cotidianos que man-
tenían con Buenos Aires y su campaña, no aparecen contempladas en los documentos 
hasta el momento mencionados. Si bien aquellas relaciones preexistentes no parecen 
haber sido alteradas en profundidad por los sucesos de 1810 –al menos hasta 1814–, la 
ausencia de referencias a dichos grupos indígenas es prácticamente total en la retórica 
revolucionaria.

El variado abanico de relaciones con los indios, pacíficas (paso de comitivas indí-
genas en visitas diplomáticas al cabildo o al virrey, intercambios comerciales, envío de 
embajadas a caciques) y conflictivas o bélicas (robos de ganado, captura de cautivos y 
cautivas, invasiones y ataques indígenas, muertes) fueron registradas tanto en los do-
cumentos de las guardias situadas en la frontera con el territorio indígena –a lo largo y 
en las cercanías del río Salado– durante la primera década del siglo XIX40 como en los 
Acuerdos del Cabildo de Buenos Aires del período 1806-181641.

40  Aquí nos referimos a la porción de la frontera sur más cercana a Buenos Aires –epicentro 
del movimiento revolucionario– y a su cabildo. Comandancia de Fronteras. Archivo General 
de la Nación (AGN), Argentina. Sala IX, legajos 1-4-1 (Arrecifes, Areco, Campana), 1-4-2 
(Baradero, Cabeza del Buey, Laguna del Casco), 1-4-3 (Chascomús), 1-4-4 (San Nicolás, Escobar 
y otros), 1-4-5 (La Matanza, Magdalena, India Muerta), 1-4-6 (San Miguel del Monte, Cañada 
de Morón), 1-5-1 (Palantelén, Navarro, Rojas, Ranchos), 1-5-2 (Salto, Samborombón, Costa de 
San Isidro). 
41  Acuerdos del Extinguido Cabildo de Buenos Aires 1926, 1927a, 1927b, 1928, 1929, 1930.
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Entre 1806 y 1814 hubo una frecuente presencia de caciques en la Sala Capitular42. 
Durante la segunda mitad de 1806 algunos caciques se presentaron expresamente para 
ofrecer auxilio militar para la defensa de la ciudad en ocasión de la primera invasión 
inglesa, como quedó registrado en las actas del 17 de agosto, 15 de septiembre y 22 
y 29 de diciembre de 180643. Asimismo, los “indios” o “naturales” –tal como eran 
denominados– fueron repetidamente objeto de discursos en las sesiones, en las cuales 
fueron tratadas cuestiones como rumores de ataques, robos de ganado, la organización 
de las expediciones a las salinas para la recolección de sal, la actividad comercial con 
los indígenas y un plan para educar a hijos de caciques en Buenos Aires.

A partir de 1810 se destaca especialmente en dichos documentos la figura del Co-
ronel Pedro A. García, a quien antes de cumplirse un mes de los sucesos de mayo la 
Primera Junta le había manifestado por medio de una carta “la necesidad de arreglar 
las fortificaciones de nuestra frontera” y encomendado la realización de una expedi-
ción hacia la frontera sur para verificar el estado de los fuertes, como también de las 
poblaciones y ganados, tal como lo expresa un agregado autógrafo de Moreno (Carta 
15/06/1810). Así, García quedaba designado como comandante al mando de la ex-
pedición a las Salinas Grandes de ese mismo año. En los Acuerdos del Cabildo, este 
personaje aparece continuamente vinculado a la frontera y a sus grupos indígenas, no 
sólo exponiendo ante los miembros del cabildo sobre la importancia de gratificar a los 
indios, sino también llevando a diversos caciques a la ciudad y presentándolos al cabil-
do y al gobierno, tal como podemos observar en las actas del 20 de septiembre y 14 de 
noviembre de 1810, 22 de julio de 1811, 17 de enero de 1812 y 15 de mayo de 181344.

En 1811, los caciques Quintelau y Evinguanau fueron presentados por García ante 
el cabildo (Acta del 7 de octubre de 1811 Tomo IV Libro LXVII p. 647 en Acuer-
dos 1927b). Dos días antes, los mismos caciques habían sido recibidos por el Primer 
Triunvirato en una audiencia en la que Chiclana –como presidente en turno– los 
llamó “hermanos” y los alentó a mantener una buena relación con el gobierno y con 
la sociedad porteña: “Amigos, compatriotas, y hermanos unámonos para constituir una 

42  La presencia de grupos indígenas del sur en la ciudad de Buenos Aires era habitual y, por lo 
menos desde la última década del siglo XVIII, funcionaban allí tres lugares para hospedar a las 
partidas que llegaban con el fin de realizar transacciones comerciales: uno perteneciente a Blas 
Pedrosa, quien era intérprete y había establecido un almacén y una posada, y otros dos a Ángel 
Izquierdo y a Esteban Romero (Mandrini 2006).
43  Acta del 17 de agosto de 1806 Tomo II Libro LXI p. 277 en Acuerdos 1926; Acta del 15 de 
septiembre de 1806 Tomo II Libro LXI p. 303 en Acuerdos 1926; Acta del 22 de diciembre 
de 1806 Tomo II Libro LXI pp. 362-364 en Acuerdos 1926; Acta del 29 de diciembre de 1806 
Tomo II Libro LXI p. 373 en Acuerdos 1926.
44  Acta del 20 de septiembre de 1810 Tomo IV Libro LXVI p. 241 en Acuerdos 1927b; Acta 
del 14 de noviembre de 1810 Tomo IV Libro LXVII p. 277 en Acuerdos 1927b; Acta del 22 de 
julio de 1811 Tomo IV Libro LXVII p. 510 en Acuerdos 1927b; Acta del 17 de enero de 1812 
Tomo V Libro LXVII p. 41 en Acuerdos 1928; Acta del 15 de mayo de 1813 tomo V libro LXIX 
p. 574 en Acuerdos 1928.
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sola familia” (Prensa periódica 10/10/1811, el destacado es nuestro). Si bien podemos 
observar la repetición del apelativo “hermanos” utilizado por Castelli en sus procla-
mas, aquí aparece una actitud ya no paternalista o redentora, sino más bien asociada 
a una reciprocidad o alianza más horizontal, expresada además mediante un nosotros 
inclusivo y exhortativo: “unámonos”. En una proclama pronunciada el año siguiente 
por un funcionario de Mendoza ante diversos conjuntos indígenas encontramos un 
discurso similar:

Amigos, hermanos y compatriotas [para la libertad] sólo falta [...] nos unamos con los estre-
chos vínculos de hermanos, prestándonos recíprocamente nuestros robustos brazos, el 
valor, la efervescencia, y las armas, que deben hacer gloriosa la causa que sostenemos;
Formando un solo cuerpo nos haremos inconquistables; y veréis que el auxilio recíproco 
de nuestros brazos, pone el terror, y el miedo en los semblantes de esos déspotas feroces 
(Prensa periódica 19/06/1812, el destacado es nuestro).

Por otro lado, tanto en los Acuerdos del Cabildo como en los documentos de las 
guardias, la denominación genérica “indios” –como también “naturales” y “enemigos 
infieles”– adquiere otra significación, al referirse de forma exclusiva a aquellos indios 
autónomos del sur con los cuales los autores de los documentos trataban cotidiana-
mente, omitiendo cualquier mención de los indígenas del Alto Perú y del Litoral. Ello 
se debe en gran medida al carácter administrativo de los documentos –que no estaban 
especialmente destinados a la difusión pública– y al carácter local de su contexto de 
producción –el Cabildo de Buenos Aires y las guardias de frontera de la campaña bo-
naerense–, cuya jurisdicción y funciones quedaban limitadas a su realidad circundante 
más inmediata. En estas fuentes, además, estos pueblos indígenas aparecen identifi-
cados de modo más específico que los grupos altoperuanos, probablemente debido al 
asiduo contacto que sus autores mantenían con ellos. Dicha identificación se realizaba 
principalmente por medio de los nombres de los caciques de cada grupo45 y de diver-
sos “rótulos étnicos” o etnónimos, que en general carecían de una correspondencia 
precisa con los grupos y eran además utilizados de forma variada: pampas, peguelchús 
/ teguelchuzes / tiquelchus, aucas y ranqueles. Ocasionalmente también encontramos 
referencias a su localización geográfica (“los indios de Salinas”) y a las lenguas indíge-
nas auca y peguelchu.

En un sentido similar –aunque en otro espacio del territorio rioplatense– los indios 
del noroeste salteño, bien conocidos por la administración local fugazmente ocupada 
por Chiclana en 1810 (Chiclana 17/12/1810), también fueron excluidos del discurso 
revolucionario oficial públicamente difundido, así como de la medida “revoluciona-
ria” que preveía la elección de representantes indígenas para el futuro congreso gene-
ral. La existencia de estos grupos indígenas –autónomos en las pampas y sometidos 

45  Entre ellos: Negro, Antenau, Epumer, Lincoy, Caguenaguén y Carripilún (Acuerdos del Extin-
guido Cabildo de Buenos Aires 1926, 1927a, 1927b, 1928, 1929, 1930).
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en Salta– y su importante lugar en la cotidianeidad de las administraciones locales no 
puede haber sido desconocida para los dirigentes revolucionarios, quienes sin embar-
go elegían continuamente mirar hacia el Alto Perú y hacia el pasado para esgrimir en 
sus discursos la figura genérica del indio oprimido y de los míticos incas.

La coyuntura de 1814-1816: los cambios en el movimiento y la mirada 
revolucionaria

El panorama hasta aquí descripto, no obstante, sufrió algunas modificaciones al-
rededor de los años 1814-1816, lo cual nos permite delimitar –de modo preliminar y 
analítico, dado que ambos se solapan–46, dos momentos significativos en la relación 
de los líderes revolucionarios con el “otro indígena” y las percepciones que de ellos 
tenían. A continuación esbozamos algunas hipótesis acerca de los motivos de este 
viraje en la mirada revolucionaria –así como de otros cambios observados en dichos 
años–, que queda aún como una interesante línea por la cual seguir indagando en el 
futuro.

La coyuntura 1814-1816 resulta central para la historia del Río de La Plata debido a 
una gran cantidad de sucesos que llevaron a una reconfiguración militar y (geo)política 
de las Provincias Unidas y del movimiento revolucionario. En un manifiesto dicta-
do en su última sesión a comienzos de 1815, la Asamblea del Año XIII describía de 
un modo poco alentador la situación político-militar de aquel momento (Manifiesto 
26/01/1815). Además de la restauración monárquica en España, el escrito menciona-
ba la derrota del movimiento revolucionario de Chile en la Batalla de Rancagua, como 
producto de la cual diversos grupos de patriotas chilenos –principalmente las fuerzas 
de los líderes Bernardo O’Higgins y José Miguel Carrera– migraron hacia Cuyo y las 
pampas (Ratto 2008). La presencia de estos nuevos contingentes –al igual que de gru-
pos de indios transcordilleranos y desertores de los ejércitos patriotas– en el territorio 
indígena pampeano-patagónico influyó considerablemente en las redes de alianzas y 
conflictos desplegadas en dicho espacio (Ratto 2008), afectando también la relación 
existente entre las sociedades indígenas autónomas que allí habitaban y el Directorio 
recientemente creado.

El manifiesto arriba citado también mencionaba los enfrentamientos protagoniza-
dos por el Directorio y algunos líderes locales (Manifiesto 26/01/1815), principalmen-
te Artigas, cuyo dominio se extendía sobre el Litoral y la Banda Oriental. También en 
el Litoral se dio una significativa apelación a los pueblos indígenas de la región por 
parte tanto de las tropas directoriales como de las antidirectoriales. Sin embargo, sus 
estrategias no fueron las mismas, ya que si las últimas –principalmente en la figura de 
Artigas– implementaron la incorporación directa de fuerzas indígenas a sus filas, las 

46  La periodización esbozada proviene del análisis de los documentos revisados hasta el mo-
mento, por lo cual deberá ser contrastada con otras fuentes que aún resta consultar.
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primeras se relacionaron de modo más indirecto, buscando el establecimiento de pa-
ces e incentivando a algunos grupos indígenas a atacar a sus oponentes (Ratto 2008). 
Al tener en cuenta las disidencias entre las facciones chilenas de O’Higgins –cercano 
a San Martín y al Directorio– y Carrera –quien, en oposición, decidió aliarse con 
algunos caudillos del Litoral– (Ratto 2008), podemos observar cómo se complejiza el 
panorama político-militar del Río de La Plata en los años 1814-1816.

A pesar de la situación en general desfavorable, hacia el final de su manifiesto la 
Asamblea dejaba entrever ciertas esperanzas depositadas en gran medida en diversos 
alzamientos contra la autoridad española ocurridos recientemente en el espacio altope-
ruano y en el desarrollo de la Tercera Expedición Auxiliadora al Alto Perú, al mando 
del General José Rondeau. De este modo, los inicios de 1815 aparecían como un mo-
mento clave para el futuro de las Provincias Unidas:

La revolución de las provincias del Cuzco y otras del Alto Perú, abren una nueva esce-
na que va a ser fecunda en resultados: y si el Ejército que marcha sobre las trincheras 
de Cotagaita47 alcanza victoria, en breve se restablecerá la actividad del comercio, se 
multiplicará el número de consumidores, y se aumentará la frecuencia de los mercados 
(Manifiesto 26/01/1815).

La “revolución de las provincias del Cuzco y otras del Alto Perú” a la que el ma-
nifiesto hacía referencia no es otra que la sublevación ocurrida en las provincias del 
Cuzco –integrada por las intendencias de Cuzco, Huamanga, Puno y Arequipa– y de 
Charcas –correspondiente a las cuatro intendencias altoperuanas– en agosto de 1814. 
Conocida como “rebelión del Cuzco”, conformó una junta de gobierno en dicha ciu-
dad, proclamando su autonomía con respecto al Virreinato del Perú, y contó con gran 
participación indígena de la mano del cacique Mateo Pumacahua, quien con anterio-
ridad había contribuido desde el bando realista a la represión de la “Gran Rebelión” 
y de los levantamientos de Chuquisaca y La Paz de 1809. Si bien para el momento en 
que el manifiesto fue redactado ya se habían producido importantes avances realistas 
en la región, la rebelión no sería derrotada hasta marzo de 1815, lo cual alentaba de 
modo temporario las esperanzas revolucionarias.

Asimismo, como consecuencia de la derrota de la Tercera Expedición Auxiliadora 
en Sipe-Sipe, actual Bolivia, en noviembre de 1815, el espacio altoperuano quedó sepa-
rado de facto del Directorio, que ya no volvería a enviar otra expedición militar. A par-
tir de 1815, la resistencia revolucionaria contra las tropas enviadas a dicha región por 
el Virrey Abascal (del Perú) fue llevada a cabo –hasta la independencia del Alto Perú 
y la conformación de la República de Bolivia, ocurridas recién en 1825– por partidas 
guerrilleras conformadas por indígenas y dirigidas por mestizos o criollos altoperuanos 
(Ternavasio 2009). Simultáneamente, los ejércitos de las Provincias Unidas combatían 
a los realistas más al sur –en Tucumán y Salta– bajo el liderazgo de Güemes, en la de-

47  Actual Bolivia. Se refiere a la Tercera Expedición Auxiliadora al Alto Perú.
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nominada “guerra gaucha” (Ternavasio 2009). San Martín expresaba la separación del 
Alto Perú con toda claridad en una carta a Tomás Godoy Cruz:

No hay verdad más demostrable que la que usted me dice de la separación del [Alto] 
Perú de las provincias bajas: esto lo sabía muy de positivo desde que estuve en el mando 
del ejército [del Norte]48, y de consiguiente, los intereses de estas provincias con las de 
arriba no tienen la menor relación (San Martín sin fecha 1816).

Es posible que este cambio de foco en la política militar revolucionaria, redirigida 
desde el Alto Perú hacia el Litoral y la Banda Oriental, generara nuevas circunstancias 
que influyeron sobre las percepciones y actitudes del movimiento revolucionario fren-
te a las poblaciones indígenas. Tanto una reorientación en los intereses económicos 
del gobierno –la revalorización de las pampas para el desarrollo de la producción agro-
pecuaria ante la pérdida de los beneficios que el comercio de los metales potosinos im-
plicaba para Buenos Aires (Quijada 2002)– como ciertos cambios en la construcción 
identitaria rioplatense pueden haber contribuido a transformar la manera en que los 
dirigentes revolucionarios construyeron al “otro indígena”.

Recapitulando: entre 1809 y 1813 aproximadamente, el discurso revolucionario 
estuvo enfocado tanto en la liberación del indio oprimido altoperuano como en la glori-
ficación del pasado incaico, omitiendo referencias a los indios autónomos del sur y a 
otras poblaciones indígenas conocidas. A partir de 1814-1816, sin embargo, encontra-
mos ciertos cambios en la retórica revolucionaria, ya que se redujeron las referencias a 
los indios del Alto Perú al tiempo que las expresiones del pensamiento incaísta adqui-
rieron mayor frecuencia en 1816, probablemente en torno a lo que fue su expresión 
política más concreta: el “Plan del Inca”. Creemos que, de este modo, en diversos 
momentos del movimiento revolucionario y según las circunstancias imperantes, los 
criollos revolucionarios enfatizaron ya la identificación con los indígenas altoperua-
nos, ya con el indio mítico incaico. Mientras durante los primeros años del movimiento 
prevaleció la figura del indio oprimido altoperuano, es posible que ante la separación 
del Alto Perú en 1815 –a partir de la cual los intereses en el Alto Perú y la búsqueda de 
recursos para pelear allí la guerra habrían perdido sentido– adquiriera mayor énfasis la 
dimensión más simbólica o mítica referida a los incas.

Finalmente, también observamos que el tratamiento de cuestiones vinculadas a 
los indios de la frontera sur en los Acuerdos del Cabildo de Buenos Aires disminuyó 
a partir de 1815 hasta desaparecer por completo de dicho registro entre 1817 y 1821, 
año en que el cabildo fue cerrado (Acuerdos del Extinguido Cabildo de Buenos Aires 1930, 
1931, 1934). Desde la creación del Directorio, cierta divergencia de intereses dio lugar 
a algunas tensiones entre aquél y el Cabildo (Bechis 2010), que pueden haber con-
tribuido a desplazar gradualmente al último de la escena política –erosionando su 

48  San Martín ocupó el cargo de General en Jefe del Ejército del Norte entre enero y abril de 
1814.
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capacidad de decisión y gestión– hasta su cierre definitivo. Este hecho podría explicar 
la disminución o ausencia de referencias a los indios en los Acuerdos del Cabildo a 
partir de 1815/1817: no se trataría de que los indios hayan dejado de estar vinculados 
con la sociedad porteña y con su gobierno, sino más bien de que dicha interacción fue 
progresivamente canalizada a través del gobierno ejecutivo central, con la consecuente 
disminución del protagonismo del cabildo.
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Intereses pragmáticos y 
horizontes simbólicos en la 
percepción de lo indígena

Habiendo identificado la visión y actitud heterogénea que los dirigentes revolu-
cionarios manifestaron frente a la realidad indígena durante los primeros años del 
movimiento, resta aún indagar acerca de los factores subyacentes que motivaron el 
mayor interés revolucionario en la doble figura del indio oprimido altoperuano y de 
los incas míticos, en detrimento de otras poblaciones indígenas del territorio del anti-
guo Virreinato del Río de La Plata y sus alrededores. Ningún factor individual puede 
bastar por sí solo para comprender los dos modos diferenciados de vincularse con la 
realidad indígena abordados en el capítulo anterior: reivindicación-identificación e in-
visibilización. Tal es así que atribuir la predisposición del movimiento revolucionario 
a reivindicar el estatus de las sociedades indígenas altoperuanas y a identificarse con 
ellas únicamente a un genuino interés por mejorar sus condiciones de vida, o bien a la 
intención de utilizarlas como meros instrumentos para la consecución de un fin pro-
pio –intereses que, además, no eran excluyentes–, resultaría altamente reduccionista 
al perder de vista otros elementos del contexto.

En este sentido, creemos que la importante presencia de los grupos indígenas al-
toperuanos y de los incas en el pensamiento de una dirigencia revolucionaria cuyo 
epicentro se encontraba en Buenos Aires estuvo fuertemente condicionada por diver-
sos factores clave. A nuestro entender, dichos condicionamientos son, por un lado, 
la centralidad del Alto Perú como región dentro de la América española –no sólo en 
términos económicos sino también geopolíticos y mítico-simbólicos– y, por el otro, la 
vigencia al interior del imaginario de la época de un modo particular de construir un 
“nosotros / adentro”, orientado por un pensamiento político en gran medida anclado 
en la realidad colonial. Ambas cuestiones estaban además impregnadas por el contacto 
directo con la realidad altoperuana que Moreno, Castelli y Monteagudo habían expe-
rimentado durante su formación intelectual en Chuquisaca y por la adhesión general 
del movimiento revolucionario a principios liberales del pensamiento ilustrado.
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La influencia del pensamiento ilustrado

La visión y actitud de los revolucionarios frente a los pueblos indígenas era en 
gran medida, tal como adelantamos en el capítulo anterior, producto de la difusión 
del pensamiento ilustrado en el ambiente político-intelectual americano. Según afir-
ma Goldman (1992), la retórica “filoindigenista” del grupo morenista conformado 
por Moreno, Castelli y Monteagudo –conocedor de la situación indígena en el Alto 
Perú– formó parte de su adhesión general a la doctrina del igualitarismo. En el decreto 
de abolición del tributo de 1811, la Junta Grande expresaba:

Tan humillante suerte [de los indígenas] no podía dejar de interesar la sensibilidad 
de un gobierno, empeñado en cimentar la verdadera felicidad general de la patria, no 
por proclamaciones insignificantes, y de puras palabras, sino por la ejecución de los mis-
mos principios liberales, a que ha debido su formación (Decreto 01/09/1811, el destacado es 
nuestro).

Por su parte, en el reglamento relativo a los pueblos de las misiones, Belgrano se 
refería a una proclama anterior en la que afirmaba haberles restituido, en primera 
persona, “sus derechos de libertad, propiedad, seguridad” (Belgrano 30/12/1810). 
Así, podemos ver cómo los ideales de la Revolución Francesa –ocurrida poco antes 
del comienzo de los movimientos de independencia hispanoamericanos– no sólo per-
meaban el imaginario general de la época, sino que ocupaban un lugar central en 
el discurso revolucionario referido a los pueblos indígenas. Sin embargo, tal como 
desarrollamos en el capítulo anterior, a pesar de aparecer muchas veces enunciada de 
modo general en referencia a “los indios”, esta actitud de “defensa genuina” del esta-
tus y de las condiciones de vida de las poblaciones indígenas –fuertemente marcada 
por las ideas ilustradas de libertad e igualdad–, se encontraba en la práctica enfocada 
mayormente hacia los grupos indígenas altoperuanos. Por debajo de esta orientación 
del discurso revolucionario de liberación indígena, aquello que se dejaba entrever era 
la importancia mítico-simbólica que el espacio altoperuano detentaba al interior de 
la América española. Además de la profundidad temporal de sus sociedades nativas 
y del lugar central que había ocupado como región dentro del imperio incaico49, su 
propia historia de opresión colonial mostraba un costado particular de la explotación 
indígena, bien conocido por los dirigentes morenistas. Allí, a las encomiendas, al yana-
conazgo y a los servicios personales –que habían existido también en otras regiones– se 
habían sumado las particularidades de la mita minera potosina.

En la ya mencionada “Disertación jurídica sobre el servicio personal de los in-
dios” de 1802, Moreno retomó un debate acerca de la explotación de las poblaciones 
indígenas que estaba siendo sostenido en ese momento precisamente en el territorio 

49  Elementos que, tal como veremos en los siguientes puntos, también alimentaron el interés 
revolucionario hacia los grupos indígenas altoperuanos y los incas.
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de la Audiencia de Charcas. En dicha obra, el autor no sólo describió e historizó la 
institución de la mita colonial –a la cual calificó como “ilegítima y abusiva”, contraria 
a la condición de hombres libres de los indígenas– sino que también esgrimió diver-
sos argumentos en pos de su eliminación (Moreno 13/08/1802). Esta disertación, al 
igual que las proclamas de Castelli y la abolición del tributo indígena decretada por 
la Junta Grande en 1811, han sido tradicionalmente consideradas como expresiones 
representativas de la sensibilidad de los dirigentes revolucionarios hacia la situación 
indígena y como la vía que éstos utilizaron para defender a dichas poblaciones de la 
explotación.

Sin embargo, resulta necesario no perder de vista el hecho de que, al margen de 
constituir un mecanismo de restitución de derechos universales (“naturales”) en el pla-
no histórico (Goldman 1992), la ideología igualitarista presente en dichos documen-
tos –así como la incorporación del bajo pueblo, tanto indígena como no indígena, a 
los ejércitos– generó a nivel pragmático diversos conflictos para lograr la “sumisión de 
[los] sectores populares” (Néspolo y Morrone 2010: 21). A nuestro entender, además 
de alarmar a las clases acomodadas altoperuanas que se beneficiaban de la mano de 
obra indígena, estas acciones revolucionarias implicaban visibilizar a dichos sectores y 
otorgarles una capacidad de agencia que en el futuro podría volverse en contra de la 
dirigencia revolucionaria misma.

La importancia estratégica del Alto Perú

La actitud que el movimiento revolucionario adoptó frente a los pueblos indíge-
nas estuvo además ciertamente influida por diversos intereses pragmáticos surgidos a 
partir de la centralidad económica y geopolítico-militar del espacio altoperuano. Tal 
como mencionamos anteriormente, el estatus de Potosí como centro de la minería 
de metales preciosos había convertido al Alto Perú en un sector dominante de la eco-
nomía colonial, dentro de la cual el conjunto Potosí-Buenos Aires funcionaba como 
eje articulador (Assadourian 1982, Mancuso 2013). Lima y Buenos Aires se habían 
disputado largamente, en función de los importantes dividendos que llevaba consigo, 
el control de la región altoperuana (Macchi 2012), que fue finalmente incluida en el 
Virreinato del Río de la Plata –con capital en Buenos Aires– creado a fines del siglo 
XVIII como parte de las reformas borbónicas. Por ello, no resulta sorprendente que el 
Alto Perú también haya captado la atención del movimiento revolucionario.

Ya en 1812, desde la Gaceta Ministerial del Gobierno de Buenos Aires, el Primer 
Triunvirato lamentaba las perjuicios económicos que la derrota de la Primera Expedi-
ción Auxiliadora en Huaqui (actual Bolivia), el 20 de junio de 1811, traía aparejados: 
“Desde que el desgraciado suceso de la Batalla de Huaqui despojó al estado de los recur-
sos que le proporcionaba la riqueza de las provincias del Alto Perú [...]” (Prensa periódica 
15/05/1812, el destacado es nuestro). Un año después, en 1813, el interés en man-
tener bajo su propio control al Alto Perú, a su actividad extractiva y a los abultados 
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ingresos que ésta generaba volvió a ponerse de manifiesto en algunos debates llevados 
a cabo por la Asamblea del Año XIII. En dichas ocasiones fue tratado un proyecto 
acerca de la actividad minera y luego se dictó una ley para la exportación de metales 
(Proyecto de ley 26/04/1813; Ley 13/06/1813), normas claramente destinadas a los 
centros mineros del Alto Perú. Resulta interesante notar que aquella planificación a 
futuro de la explotación minera se estaba produciendo mientras la Segunda Expedi-
ción Auxiliadora aún intentaba, bajo el mando de Belgrano, ganar militarmente para 
la causa revolucionaria un Alto Perú que se encontraba en gran medida en manos 
realistas.

Las miradas de la Primera Junta y en especial la de algunos de sus integrantes se ha-
bían volcado hacia el espacio altoperuano de forma temprana luego de la Revolución 
de Mayo. En septiembre de 1810 Castelli había sido designado como representante 
político de la Primera Junta en la Expedición a las Provincias Interiores que, luego 
de sofocar el movimiento opositor de Córdoba, se dirigía hacia el Alto Perú (Decre-
to 06/09/1810). Así, Castelli quedó convertido en el interlocutor privilegiado de la 
Junta en los asuntos relativos a dicha región. Además, en una carta dirigida en julio 
de 1810 a Feliciano Chiclana –quien prontamente sería nombrado gobernador de la 
intendencia de Salta del Tucumán–, Moreno expresaba la importancia estratégica de 
Salta frente a la situación del Alto Perú y de Córdoba, cuyo foco contrarrevolucionario 
había sido sofocado recientemente:

[...] es preciso pues que Ud. llene los primeros objetos de su misión, que inmediata-
mente tome los 25 hombres y marche por caminos extraviados para llegar antes que los 
fugitivos [de Córdoba]: Salta necesita urgentemente de su presencia, y su pronta llegada 
producirá mil bienes, que podría entorpecer la demora (Moreno 28/07/1810).

En la misma sintonía, pocos meses después, Moreno demostraba un interés par-
ticular por Potosí, adonde Chiclana había sido trasladado por la Primera Junta a co-
mienzos de noviembre para asumir la gobernación de la intendencia homónima:

Potosí es el pueblo más delicado del Virreinato, y es preciso usar en él un tono más duro 
que el que ha usado en Salta (Moreno sin fecha 1810);
Por Dios que Potosí quede bien arreglado: [...] y que cada punto ganado se arregle 
en términos, que no tengamos después que pensar sino en lo que nos resta (Moreno 
15/11/1810).

En estos documentos se dejan entrever intereses revolucionarios sobre Potosí y la 
región altoperuana que rebasaban el terreno económico y eran también producto de 
una cierta visión geopolítica y militar. El Alto Perú no sólo limitaba con el Virreinato 
del Perú –con capital en Lima– del cual provenía gran parte de los ejércitos realis-
tas, sino que también se encontraba bajo su control militar directo desde los levan-
tamientos juntistas de Chuquisaca (actual Sucre) y La Paz. Para los revolucionarios 
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de Buenos Aires, ambos hechos convertían a la región altoperuana en un escenario 
privilegiado para la planificación estratégica de la guerra, cuyo devenir en aquellas 
latitudes probablemente fuera visto como un factor clave para el desarrollo y la exten-
sión del movimiento revolucionario y para las posibilidades de derrotar a los realistas. 
Desde esta perspectiva, la obtención de recursos materiales y humanos adquirió en el 
Alto Perú –que poseía los mayores índices de población indígena (Seghesso de López 
2010a)– una vital importancia.

El territorio del Alto Perú poseía entonces una doble centralidad: por un lado 
económica, debido al valor de su explotación minera, y por el otro estratégica para 
el combate contra los realistas. En función de esto podemos afirmar, siguiendo a 
Halperín Donghi ([1972] 2014), Goldman (1992) y Néspolo y Morrone (2010), que 
la apelación revolucionaria a la “indiada” altoperuana efectivamente perseguía un 
objetivo pragmático como el de obtener recursos para la guerra (soldados y armas). Las 
instrucciones impartidas por la Primera Junta a Castelli le ordenaban específicamente 
enviar “emisarios a los indios, que les hagan entender que la Expedición marcha en 
su alivio, tratándose siempre de tener la indiada de su parte” (Instrucciones 12/09/1810, el 
destacado es nuestro)50.

Una parte significativa de la misión de Castelli radicaba, entonces, en “arbitrar 
entre grupos sociales y étnicos” (Chassin 1990: 156)51, lo cual incluía anunciar a los 
indígenas la supresión del tributo y del servicio personal, como también otras medidas 
en su favor, para tenerlos “de su parte”. Durante su estancia de casi un año en el Alto 
Perú, Castelli ocupó el rol de mediador entre el movimiento revolucionario –integra-
do por personajes de la sociedad hispanocriolla– y las poblaciones indígenas altoperua-
nas. Este hecho nos permite reconocer en la política revolucionaria destinada al Alto 
Perú en los primeros años posteriores a mayo de 1810 un marcado interés por generar 
un vínculo con las poblaciones indígenas locales y por obtener su apoyo. Sólo dos me-
ses después de su designación como representante político en el Ejército Auxiliar del 
Perú52, Castelli envió a la Primera Junta un informe en el que afirmaba que los indios 
altoperuanos respaldaban fuertemente a la causa revolucionaria y al gobierno:

50  Entre dichas instrucciones, también se encontraban las de reunir y disciplinar a las fuerzas 
militares, ordenar el acopio de víveres y mulas, entablar negociaciones secretas y reemplazar 
a funcionarios opositores por adeptos al movimiento y remitirlos a las “Provincias de abajo” 
(Instrucciones 12/09/1810). Si bien en ocasiones se atribuye la autoría de este documento es-
pecíficamente a Moreno, las transcripciones que hemos podido observar hasta el momento lo 
presentan como un escrito de la Primera Junta en tanto colectivo. Ver Metodología y fuentes.
51  La autora Jöelle Chassin ha estudiado extensamente, entre otros temas, la América Latina 
colonial, enfocándose en las áreas de los actuales México y Perú. Aquí retomamos especialmen-
te sus trabajos centrados en la misión de Castelli en el Alto Perú como representante político 
de la Junta de gobierno porteña y en las repercusiones que su presencia tuvo tanto allí como en 
el Virreinato del Perú (Chassin 1990, 2008).
52  Denominado también Ejército del Perú y Ejército del Norte.
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Los naturales porción nobilísima de este estado respiran y ven el fin de su abatimiento 
en el principio de su libertad civil: están perfectamente impuestos de la causa, y bendi-
cen al nuevo gobierno (Castelli 10/11/1810).

Si bien, como veremos a continuación, efectivamente existió movilización indígena 
en el Alto Perú, los intereses de la dirigencia revolucionaria en describir la expedición 
como una empresa exitosa nos lleva a poner en duda la absoluta veracidad del relato 
de Castelli.

Numerosas noticias acerca de insurrecciones indígenas en el Alto Perú inundaron 
la Gazeta de Buenos Ayres en los meses posteriores a la Batalla de Huaqui. Al levan-
tamiento en Sicasica (actual Bolivia) y al sitio de la ciudad de La Paz llevados a cabo 
por grupos indígenas (Prensa periódica 24/10/1811), se sumaban la resistencia de 
los indios en las inmediaciones de La Paz –quienes le habían quitado al enemigo 
realista cargas de víveres e interceptado correos dirigidos hacia Lima (Prensa perió-
dica 12/11/1811b)– y la victoria lograda el 6 de octubre de 1811 en Sicasica por un 
ejército de indios, acompañado por algunos españoles y americanos (Prensa periódica 
26/11/1811)53. Tales sucesos tuvieron lugar como parte del movimiento conocido 
posteriormente como “Insurrección de Omasuyos, Pacajes y Larecaja”, durante la 
cual la población indígena de dichos partidos pertenecientes a la Intendencia de La 
Paz resistió la restauración realista posterior a la derrota de Huaqui. Las tropas con-
formadas por los rebeldes, autodenominadas “Ejército Restaurador de los Indios del 
Perú”, sitiaron la ciudad de La Paz y vencieron a las tropas realistas en la Batalla de 
Sicasica, si bien el movimiento fue finalmente derrotado. A modo de “retribución” 
por los servicios prestados en la lucha contra los realistas, Juan Martín de Pueyrredón 
–nombrado comandante del Ejército del Norte luego de la Batalla de Huaqui– dic-
tó algunas medidas en favor de los indios altoperuanos, en un tono similar al de la 
abolición del tributo decretada dos meses atrás por la Junta Grande. Dichas medidas 
incluían: la igualdad civil, la libertad de toda pensión de tributos y la suspensión de 
contribuciones para el desempeño de los párrocos, subdelegados y jueces (Prensa 
periódica 12/11/1811a).

Una vez más, si bien la Gaceta afirmaba que dichos alzamientos eran expresiones 
del apoyo indígena al movimiento revolucionario –aún luego de su derrota en Huaqui, 
ocurrida meses atrás– y a pesar de la confianza que el movimiento parecía ostentar con 
respecto a los alcances de su política en el Alto Perú, queda como interrogante hasta 
qué punto se trató realmente de muestras de apoyo hacia ellos o más bien de mani-
festaciones locales de resistencia a la autoridad realista. Sin excluir la posibilidad de 
un genuino respaldo indígena al proyecto revolucionario54, es también muy probable 
que el movimiento se haya valido de la situación de descontento preexistente entre los 

53  Los hechos son mencionados según la cronología de su aparición en la prensa periódica 
porteña.
54  Esta cuestión merecería una indagación más profunda y especifica.
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indígenas altoperuanos –que venía manifestándose de modo notorio desde las décadas 
previas a través de diversos levantamientos–, no sólo para formular su política “libe-
racionista” sino también para construir discursivamente el “éxito” de la expedición, 
atribuyendo las rebeliones indígenas a un supuesto fervor patriota. Por otro lado, en el 
informe arriba mencionado Castelli destacaba otra actitud que la población indígena 
altoperuana manifestaba ante su presencia y su discurso. Según su descripción, los 
indios lo reverenciaban y adoraban como a un dios:

[...] Sin que nadie les mandase, los indios de todos los pueblos con sus caciques y alcal-
des han salido a encontrarme, y acompañarme, haciendo sus primeros cumplidos del 
modo más expresivo, y complaciente hasta el extremo de hincarse de rodillas, juntar las 
manos, y elevar los ojos, como en acción de bendecir al Cielo (Castelli 10/11/1810, el destaca-
do es nuestro).

El discurso liberacionista e igualitario de Castelli había encontrado un terreno 
fértil en aquella región, si bien sus efectos fueron más intensos en el Perú. Durante 
la llamada “rebelión de Huánuco” (actual Perú) ocurrida a comienzos de 1812, los 
pueblos indígenas de los alrededores invadieron la ciudad de Huánuco en nombre del 
“Rey Inca” o el “Rey Castel” (“Castel Inga”), denominación con la cual se designaba 
a Juan José Castelli, según fue aclarado en el juicio llevado a cabo luego de la derrota 
de la insurrección (Chassin 2008). Así, el mito del Rey Inca –que liberaría a la nación 
india de la opresión española– aparece asociado a Castelli –quien precisamente anun-
ciaba la “liberación” de los indios oprimidos– en la figura redentora del “Rey Castel” 
e invocado por los dirigentes criollos para movilizar a los indígenas (Chassin 2008). 
Luego de la derrota del levantamiento y de las represalias –aunque indulgentes– del 
gobierno colonial, los indios afirmaban que “Casteli vendría pronto, y vengaría el agravio 
que se les havía hecho, en la persona del mismo señor Yntendente y tropa de Tarma” 
(citado en Campos 2012: 683, el destacado es nuestro). En muchas ocasiones, dados 
los largos tiempos necesarios en dicha época para la difusión de las noticias, estas de-
claraciones tenían lugar mientras Castelli estaba siendo juzgado en Buenos Aires por 
la derrota en Huaqui e incluso luego de su muerte en octubre de 1812 a causa de un 
cáncer de lengua55.

Una posible vía de legitimación

Hemos mencionado en el capítulo anterior que por detrás de la doble identifica-
ción del movimiento revolucionario criollo con los indios altoperuanos y los incas 
se encontraba además un interés político-simbólico en construir legitimidad. Los re-

55  Castelli fue acusado por la derrota de Huaqui por el Primer Triunvirato y juzgado en circuns-
tancias algo confusas, aunque el juicio finalmente quedó inconcluso debido a su muerte.
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volucionarios no estaban urgidos únicamente por justificar la intención de lograr la 
autonomía respecto del dominio español –expresada como la justa reacción ante “tres 
siglos” de opresión colonial– (Quijada 1994), sino que también buscaban cimentar la 
existencia de la futura unidad política independiente. A partir de las fuentes podemos 
ver que a lo largo de dicho proceso, tanto para construir la profundidad temporal 
de dicha entidad (Rípodas Ardanaz 1993; Quijada 1994, 1996) como para esgrimir 
diversos antecedentes históricos y culturales en su favor, los criollos recurrieron reite-
radamente a la figura de los incas.

Colocar a los incas como grupo primigenio portador del “germen de la vida social” 
implicaba definir el origen de la comunidad a partir de un referente simbólico distinto 
al de la cultura hispánica (Quijada 1994, 1996). El objetivo de separarse de España 
llevaba, así, al planteo de un distanciamiento relativamente tajante entre la sociedad 
americana rioplatense y cualquier sustrato hispánico, de modo que la coronación de 
una dinastía incaica aparecía para sus partidarios como símbolo del “fin de la domi-
nación española y [d]el comienzo de una nueva era de redención” (Goldman 2009b: 
14). Asimismo, la referencia al pasado incaico podía ser vista como una posible vía de 
construcción de un sentido de “unidad” entre una población muy diversa que ocupa-
ba territorios distantes entre sí, tales como el Alto Perú, el Tucumán y Buenos Aires. 
Sin embargo, la relación entre la comunidad y aquel grupo primigenio incaico no 
estaba fundada en la sangre o en la descendencia biológica –como sí ocurrió en otras 
regiones americanas en las que se reivindicó un origen mestizo–, sino en un vínculo 
territorial que radicaba en la continuidad de la ocupación del “sagrado territorio de 
la patria” (Quijada 2003). En este sentido, los incas habrían sido “precursores” y no 
ancestros (Quijada 2003).

A diferencia de esto, durante los años de dominio colonial del otro lado de la cor-
dillera los criollos chilenos comenzaron a identificarse –en la construcción de la legiti-
midad de su movimiento revolucionario y de la profundidad histórica de su demanda 
de autonomía– con los araucanos, una sociedad indígena autónoma que hacía siglos 
ocupaba el sur del actual territorio de Chile –la Araucanía– y con la que interactuaban 
continuamente. Allí, la reivindicación como modelo a seguir de la historia de resisten-
cia de “los antiguos, heroicos araucanos” (Bechis 2010: 147) frente a la dominación es-
pañola y la figura del cacique Lautaro –destacado toqui (jefe militar) araucano durante 
el siglo XVI– elevada a un estatus particular funcionaron como elementos diferencia-
dores que contribuyeron a la configuración de una identidad chilena.

Por otro lado, si bien se tendió a creer que la reivindicación del imperio incaico 
también obedecía a la necesidad de justificar la elección de la monarquía como futura 
forma de gobierno de las Provincias Unidas del Río de La Plata, en la exposición del 
llamado “Plan del Inca” ante el Congreso de Tucumán, Belgrano justificó su preferen-
cia por la monarquía “temperada” (sic) o constitucional a partir de la escena política 
europea, mencionando los casos de Inglaterra, Francia y Prusia como ejemplos (Actas 
Secretas 06/07/1816). En sus palabras, la propuesta de colocar en el trono a una dinas-
tía incaica aparecía como un acto de justicia hacia quienes habían sido injustamente 
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removidos de su rol de gobernantes, y también como una medida prudentemente 
orientada a evitar un posible levantamiento indígena:

[...] la forma de gobierno más conveniente para estas Provincias sería la de una Mo-
narquía temperada, llamando la Dinastía de los Incas por la justicia que en sí envuelve la 
restitución de esta Casa tan inicuamente despojada del Trono, por una sangrienta revolución, que 
se evitaría en lo sucesivo con esta declaración, y el entusiasmo general de que poseerían los 
habitantes del interior con sola la noticia de un paso para ellos tan lisonjero […] (Actas 
Secretas 06/07/1816, el destacado es nuestro).

La vigencia simbólica de los límites del virreinato

La incorporación a nuestro análisis del imaginario y el pensamiento político de 
la época, en tanto clima intelectual general al interior del cual el movimiento revolu-
cionario desarrolló sus ideas, nos permite observar otro factor que creemos también 
influyó en el modo en que el movimiento se vinculó con la realidad indígena.

El período revolucionario fue profundamente transicional y se caracterizó por la 
coexistencia de múltiples formas de identidad y sentimientos de pertenencia, así como 
por los debates acerca de la formación de un nuevo gobierno y de su legitimidad y por 
el cuestionamiento de las nociones tradicionales de “representación” y “soberanía”, 
entre otros (Chiaramonte 2007). En dicho contexto, creemos que resulta sumamente 
relevante la vigencia a nivel simbólico del Virreinato del Río de La Plata como referen-
cia política, jurisdiccional y territorial que influyó en el proceso de construcción de los 
ámbitos diferenciados de lo “interior / propio” y lo “exterior / extranjero”. El análisis 
de este tópico es significativo para comprender la percepción y la actitud diferencial 
que los revolucionarios tuvieron frente a diversos grupos indígenas.

Durante el proceso de la independencia, fueron las ciudades –y no las grandes ju-
risdicciones coloniales– las entidades soberanas (Chiaramonte 2007). A medida que 
las autoridades y estructuras coloniales eran desarticuladas o resignificadas, las ciu-
dades –representadas políticamente por sus Cabildos o Ayuntamientos– reasumían 
el ejercicio de la soberanía. El interés en formar gobiernos locales que conservaran 
su lealtad a la corona de Castilla pero se mantuvieran independientes de los nuevos 
órganos de poder peninsulares había sido despertado poco antes en América por la 
Real Orden del 22 de enero de 1809, que reconocía a las Indias como parte de la 
monarquía española con derecho a representación política, y no como “colonias” 
(Chiaramonte 2007, Ternavasio 2009). La invasión napoleónica a España fue el su-
ceso que había logrado poner sobre la mesa, entre otras cuestiones, el problema de 
la identidad de las Indias y comenzó a plantearse si podían existir juntas americanas 
según el modelo peninsular. También se inició la discusión sobre la representación de 
las Indias en instituciones peninsulares como la Junta Central y las Cortes Generales 
(Guerra 1992). Esta situación influyó notoriamente en la relación existente entre la 
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metrópoli y América. Fue en ese contexto que, como dijimos, en 1809 Chuquisaca y 
La Paz habían tenido intentos fugaces de formar juntas de gobierno propias. Por su 
parte, en el mismo año Buenos Aires también había sido escenario, durante la “aso-
nada de Álzaga”, de un intento fallido de formación de una junta de gobierno. Sin 
embargo, recién un año más tarde se instauraría en esa ciudad una junta de gobierno 
con mayor éxito.

La Revolución de Mayo fue básicamente una revolución porteña (Ternavasio 2009). 
Canalizada en principio a través de un organismo local de gobierno como lo era el 
Cabildo de Buenos Aires y luego a través de una junta de gobierno –la Primera Jun-
ta– integrada por miembros de la elite porteña, inmediatamente pretendió expandirse 
política y militarmente hacia otros espacios. Tal es así que la misión de Castelli poseía, 
como uno de sus objetivos, el de incorporar a la revolución a las siete intendencias 
“restantes” (Chassin 1990); es decir, el resto de las intendencias que conformaban el 
Virreinato del Río de La Plata: Córdoba del Tucumán, Salta del Tucumán, Paraguay, 
Potosí, La Paz, Cochabamba y Charcas. Además, en ocasiones también aparecía un 
interés en extender el movimiento al Virreinato del Perú, en cuya población indígena 
la propaganda revolucionaria y la figura del propio Castelli encontraron un terreno 
fértil (Chassin 1990, 2008). Creemos que el hecho de que dicha expansión se haya pro-
yectado a grandes rasgos sobre los límites de lo que había sido el Virreinato del Río de 
La Plata –omitiendo por ejemplo al espacio chileno– resulta un indicador significativo 
de su vigencia como entidad simbólica que orientaba el pensamiento político de los 
líderes revolucionarios.

Habiendo tomado al Virreinato del Río de La Plata como una “Argentina posi-
ble”, cuya forma actual estaría dada por diversos “desmembramientos” –es decir, por 
“pérdidas” de territorio– (Quintero 1999), la historiografía y la geografía tradicionales 
muchas veces han naturalizado este pensamiento revolucionario enfocado en el hori-
zonte del virreinato y poco interesado en el desarrollo de los sucesos del otro lado de 
la Cordillera en estos primeros años. Sin embargo, creemos necesario, como sugiere 
Chiaramonte (2007), intentar situarnos en el contexto de la época y tener presentes 
sus múltiples líneas de desarrollo histórico posibles, con el fin de evitar visiones teleo-
lógicas. La Capitanía General de Chile era una jurisdicción colonial española separada 
del Virreinato del Río de La Plata que en septiembre de 1810 formó una Junta de 
gobierno y tenía también un movimiento revolucionario propio en proceso de organi-
zación. Es posible que ambos hechos hayan contribuido a formar una visión de Chile 
como una entidad separada y bien diferenciada del Río de La Plata, tal vez reforzada 
por la cordillera de los Andes tomada como límite natural.

A comienzos de la revolución, Buenos Aires –representada por la Junta de gobier-
no– se arrogaba el derecho de determinar unilateralmente la formación de un nuevo 
gobierno para todo el territorio del virreinato, basándose en el argumento de defender 
la doctrina de la indivisibilidad de la soberanía y de su legitimidad como “capital del 
reino” –expresión utilizada en dicha época en el sentido de “capital del virreinato 
[del Río de La Plata]”– (Chiaramonte 1997, 2007). Estas pretensiones hegemónicas 
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porteñas generaron la reacción de quienes defendían la necesidad de convocar a repre-
sentantes de los diversos “pueblos” –es decir, de las ciudades, según la terminología po-
lítica de la época– (Chiaramonte 2007, Goldman 2008) para la constitución del futuro 
gobierno. Sin embargo, las tendencias centralizadoras –defensoras de la hegemonía de 
la ciudad principal– y las autonómicas –que pugnaban por la igualdad soberana de 
todas las ciudades–56, incluso proponiendo formas notablemente diferentes de organi-
zación política, no parecían poner en discusión un fin que les era común: extender la 
revolución a todo el virreinato y únicamente hasta sus límites; con ocasionales inten-
tos de alcanzar también el Perú, que no llegaron a concretarse.

Así, cuando la Primera Junta radicada en Buenos Aires decidió, luego de mayo de 
1810, enviar expediciones militares hacia otras áreas del virreinato, lo hizo a las “Pro-
vincias Interiores”, al Alto Perú, al Paraguay y a la Banda Oriental. Con excepción tal 
vez del Paraguay, cada uno de estos espacios contaba con una importante presencia 
realista y constituía un foco contrarrevolucionario. Sin embargo, a pesar de albergar al-
gunas reacciones realistas que desde la perspectiva geopolítica revolucionaria también 
podrían haber ameritado una intervención militar, el espacio chileno quedó fuera del 
alcance de las expediciones militares enviadas por el movimiento porteño. Así sucedió 
al menos hasta 1814, cuando el Plan Continental de San Martín –estratégicamente 
centrado en los territorios de Chile y del Perú– comenzó a mostrar un pensamiento 
geopolítico-táctico que rebasaba los límites del antiguo Virreinato del Río de La Plata. 
En este mismo sentido, en 1816 la denominación “Provincias Unidas en Sudaméri-
ca” presente en la declaración de la independencia (Acta 09/07/1816) –en reemplazo 
de “Provincias Unidas del Río de La Plata”, que había sido usada hasta ese momen-
to– abría la posibilidad de incorporar eventualmente a Chile e incluso al Perú (Souto 
y Wasserman 2009).

De este modo, durante los primeros años del movimiento las pretensiones revolu-
cionarias en cuanto al territorio y a la asignación prioritaria de recursos para la guerra 
(soldados y armas) parecen haberse mantenido a grandes rasgos dentro de los límites 
de lo que había sido el Virreinato del Río de la Plata. A esta modalidad de pensa-
miento corresponde la reivindicación que se hizo posteriormente, durante el proceso 
de construcción nacional, del principio de uti possidetis iuris, según el cual los nuevos 
estados soberanos conservan los límites de los antiguos territorios coloniales de los 
cuales emergieron (Siegrist de Gentile 1981). Así, los territorios de algunos estados 
sudamericanos nacientes fueron delimitados sobre la base de las antiguas jurisdiccio-
nes coloniales que en 1810 integraban un virreinato, capitanía general, audiencia o 
intendencia (Siegrist de Gentile 1981), si bien Chiaramonte (2007) advierte que no 
resultan plenamente coincidentes.

Al mismo tiempo, el espacio pampeano-patagónico –que como ya hemos visto, 
se encontraba más allá de la llamada “frontera sur” y ocupado por grupos indígenas 

56  El enfrentamiento entre ambas posturas marcaría fuertemente el proceso de construcción 
nacional argentino a lo largo del siglo XIX (Chiaramonte 2007).
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autónomos (Roulet 2006, 2013)– no parece haber tenido gran relevancia en dicho 
momento, ni parece haber captado de modo particular la atención de los revoluciona-
rios. La Patagonia seguía siendo en aquel momento una región altamente desconocida 
e inexplorada, tal como sucedía con la región chaqueña, conformada por el espacio 
intermedio entre las ciudades de Asunción, Corrientes, Santa Fe, Santiago del Estero 
y Tucumán, también habitada por pueblos indígenas autónomos y con respecto a 
la cual había una falsa sensación de dominio colonial, en lugar de un control efecti-
vo. Asimismo, los acontecimientos de 1810 no tuvieron de forma inmediata grandes 
efectos sobre la situación imperante en las pampas, donde hasta 1814 se mantuvieron 
las relaciones previamente establecidas: comercio, expediciones a Salinas Grandes, di-
plomacia, etc. A diferencia del Alto Perú o de los territorios de las misiones jesuíticas 
en el Litoral, que integraban plenamente el virreinato y cuya población indígena se 
encontraba incorporada de diversos modos a la sociedad colonial-hispanocriolla, los 
territorios indígenas al sur de la campaña bonaerense se habían mantenido siempre 
por fuera del control virreinal efectivo, a pesar de que los documentos coloniales ge-
neralmente incluían a la Patagonia dentro del territorio del Virreinato del Río de La 
Plata. En un informe dirigido por Buenos Aires a un estado extranjero en 1811, la 
dirigencia revolucionaria describió la jurisdicción rioplatense que sería heredera de los 
territorios reivindicados por la Corona española ubicándola entre el Paraguay, el Tu-
cumán, el Gran Chaco y el Estrecho de Magallanes (Siegrist de Gentile 1981, Quijada 
2000). Resulta notoria, dado el año de producción del informe, no sólo la inclusión 
de la Patagonia, sino también la exclusión del Alto Perú.

De este modo, es probable que los territorios del sur fueran vistos como “exterio-
res” por la sociedad hispanocriolla, y sus pobladores nativos, como extranjeros con los 
cuales, no casualmente, se mantenían relaciones diplomáticas (entrega de obsequios, 
firma de tratados de paz) y no de plena subordinación o sometimiento. En el mismo 
sentido, dichos grupos recibían en aquel momento la denominación de “naciones 
indígenas”, según la acepción étnico-cultural del término nación, aplicada a diferentes 
grupos étnicos y a la representación del “otro” (Quijada 1994, Souto y Wasserman 
2009). Por otro lado, el concepto de frontera interior fue creado recién tardíamente 
durante el siglo XIX con el fin de designar a las fronteras con las sociedades indígenas, 
luego de que el término frontera se empezara a utilizar como límite entre estados y en 
un contexto en el que dichos pueblos indígenas habían sido políticamente desjerar-
quizados y ya no eran considerados “naciones” (Roulet 2006). Así, la inexistencia de la 
frontera interior como categoría durante el período revolucionario también sustenta la 
idea de que la frontera con los indios autónomos –tanto al sur como en el Chaco– no 
era una frontera “interior”, sino que debía entenderse en el sentido pleno del término: 
una línea imaginaria que –materializada en las guardias, fuertes y fortines– dividía 
el territorio bajo autoridad española de aquél controlado por los indios autónomos; 
dibujando “los contornos del espacio considerado como propio, definía un adentro y 
un afuera, un ‘nosotros’ y un ‘ellos’” (Roulet 2006: 3, el destacado es nuestro), al mismo 
tiempo dinámico y permeable.
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En la sociedad hispanocriolla del período revolucionario coexistieron múltiples 
formas de identidad y sentimientos de pertenencia grupales, que lejos de ser excluyen-
tes se solapaban entre sí. En tiempos en los que urgía distinguirse de los peninsulares, 
una identidad americana genérica, común a todas las jurisdicciones coloniales, había 
adquirido gran preeminencia (Chiaramonte 2007). Compatibles y superpuestos con 
ella, se encontraban además diversos sentimientos regionales criollos, así como iden-
tidades más locales o urbanas (Chiaramonte 2007). Asimismo, existía una utilización 
profusa y polisémica de los términos patria y nación, que formaban parte del lenguaje 
político del período57. El término clave del discurso de la independencia era el de 
patria (Quijada 1994), concebida como el lugar de nacimiento u origen (Chiaramonte 
2007, Goldman 2008), como la tierra natal identificada con la libertad, hacia la cual 
se desplegaba una “lealtad filial” (Quijada 1994)58. Un sentido similar poseen los tér-
minos país y paisano (Chiaramonte 2007). El concepto de nación, por su parte, admitía 
mayor cantidad de acepciones: como lugar de origen –superpuesto a patria– (Goldman 
2008); para designar a una población caracterizada por determinados rasgos étnicos 
y culturales (Goldman 2008, Souto y Wasserman 2009), muchas veces al “otro” / ex-
tranjero (Quijada 1994); y en un sentido político, para designar un conjunto humano 
definido por su sujeción a un mismo gobierno, poder, autoridad o leyes (Chiaramonte 
2007, Goldman 2008, Souto y Wasserman 2009). Este sentido político de la nación 
–cercano al uso del término estado (Chiaramonte 2007)– fue el que adquirió mayor 
densidad y relevancia a partir de la Revolución de Mayo, en vinculación con los con-
ceptos de soberanía, representación y constitución (Souto y Wasserman 2009).

En este contexto de múltiples identidades, parece también esbozarse un sentimien-
to de pertenencia a una comunidad –un “nosotros / adentro”– más o menos definida 
por los límites del Virreinato del Río de La Plata. La forma que adquirió la expansión 
política y militar de la revolución porteña muestra la vigencia de dichos límites como 
referencia político-territorial altamente significativa para el pensamiento revoluciona-
rio. Esta idea aparece expresada en un oficio enviado por la Junta Provisional del Para-
guay a la Junta de Buenos Aires en 1811, en la cual se refería a “la confederación de esta 
provincia con las demás de nuestra América, y principalmente con las que comprendía la 
demarcación del antiguo Virreinato” (Chiaramonte 2007: 145, el destacado es nuestro).

Situándonos en el contexto del período revolucionario e intentando trascender 
aquellas visiones anacrónicas que analizan dicho período acríticamente partiendo de 
la configuración actual de soberanías, límites y jurisdicciones (Chiaramonte 2007), 
consideramos que es posible que la idea del virreinato como referente político-territo-
rial haya influido en la visión heterogénea que el movimiento revolucionario presentó 

57  Realizamos aquí una muy breve síntesis, únicamente con fines operativos y no analíticos, de 
los profundos análisis de la terminología política de comienzos del siglo XIX efectuados por 
los autores citados.
58  Goldman (2008) señala como otra acepción del término patria, la de territorio habitado, en 
términos abstractos.
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frente a diversos pueblos indígenas, contribuyendo a la ausencia de un interés concre-
to hacia las sociedades indígenas autónomas consideradas extranjeras o exteriores. Los 
pueblos indígenas incluidos en el discurso revolucionario –altoperuanos e incas, y en 
menor medida los indios de las misiones– habían estado durante siglos incorporados 
a la sociedad hispanocriolla y, precisamente, su carácter de “víctimas de la opresión 
colonial” era señalado de forma reiterada. En tal sentido, aquellas poblaciones indí-
genas se encontraban dentro de la unidad política de cuyo gobierno el movimiento 
revolucionario pretendía hacerse cargo. Por el contrario, una importante parte de los 
grupos indígenas invisibilizados, omitidos o excluidos por la retórica revolucionaria 
–los indios de la frontera sur y los del Chaco– eran poblaciones autónomas largamen-
te consideradas extranjeras, que, al no haber formado parte del “nosotros” en gran 
medida anclado en el antiguo Virreinato del Río de La Plata, aparecían como “otros” 
sobre los cuales los sucesivos gobiernos de Buenos Aires no reclamarían soberanía, al 
menos por el momento.
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En este trabajo nos hemos situado en la región del Río de La Plata a comienzos del 
siglo XIX para indagar acerca de las percepciones y actitudes que los dirigentes revolu-
cionarios presentaron ante el otro indígena durante los primeros años del movimiento 
iniciado en 1810. Por medio del análisis de documentos escritos y de herramientas 
conceptuales provenientes de varios campos disciplinares –la Antropología histórica, 
la Antropología, el Análisis del discurso– hemos examinado los discursos referidos a 
la realidad indígena producidos por diversos organismos, funcionarios y dirigentes 
entre 1806 y 1816.

Esperamos que este trabajo constituya un aporte inicial hacia la comprensión de 
las formas en que el movimiento revolucionario se vinculó con la realidad indígena 
a comienzos del siglo XIX, siendo ésta una línea en la que aún queda mucho por 
indagar. A continuación retomamos las ideas centrales que se desprenden de nuestro 
análisis para presentar un panorama general de la visión revolucionaria acerca de 
las poblaciones indígenas que habitaban el territorio de las Provincias Unidas y sus 
márgenes. A partir de allí, planteamos también algunos aspectos en los que creemos 
necesario indagar a futuro para profundizar el abordaje de la problemática que aquí 
nos ocupa.

Hemos visto que existía una gran diversidad de grupos indígenas en los espacios 
que conformaban el Virreinato del Río de La Plata. Algunos de aquellos grupos esta-
ban integrados a la sociedad colonial por medio de varios mecanismos de explotación 
y sometimiento como las encomiendas, el tributo, la mita minera y las reducciones, entre 
otros. Éste era principalmente el caso del Alto Perú y del Tucumán, donde las pobla-
ciones indígenas fueron colonizadas de forma temprana y durante siglos soportaron la 
imposición de cargas coloniales como el pago del tributo y las prestaciones laborales 
exigidas por el sistema de la mita minera establecido en torno a la producción potosi-
na. Como producto de esta intensa explotación, a comienzos del siglo XIX las comu-
nidades indígenas del Tucumán se encontraban en gran medida desestructuradas y 
étnicamente invisibilizadas. Sin embargo, no sucedía lo mismo en el Alto Perú –en el 
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cual era posible reconocer diversos grupos indígenas– y tampoco en el Paraguay-Lito-
ral, donde se encontraba establecida la mayor parte de la obra misional jesuítica que 
tanto éxito había tenido en la sedentarización y la evangelización de los indígenas gua-
raníes. Por el contrario, otros grupos indígenas vivían de forma autónoma por fuera 
de la sociedad colonial –más allá de sus fronteras– aunque manteniendo importantes 
contactos comerciales, diplomáticos y bélicos con ella. En nuestra indagación hemos 
mirado con más detalle el caso de la porción bonaerense de la frontera sur. Sin embar-
go, diversos pueblos indígenas autónomos habitaban también en las inmediaciones 
de las fronteras cordobesa y mendocina con el área pampeana, así como en la extensa 
región chaqueña que lindaba no sólo con Santa Fe y el Litoral, sino también con las 
fronteras orientales del Tucumán y el Alto Perú.

Asumimos que los dirigentes revolucionarios no podían desconocer la existencia 
de muchos de estos pueblos indígenas, aunque hemos notado que, en sus discursos 
públicos, se referían únicamente a algunos de ellos: principalmente a los grupos alto-
peruanos y a los incas, y en menor medida a los guaraníes de las misiones jesuíticas. 
Todos estos grupos estaban incorporados, de diversas formas, a la sociedad colonial. 
Otros grupos indígenas, como aquellos autónomos de la frontera sur sólo aparecen 
mencionados en documentos administrativos o en referencia a circunstancias más lo-
cales, como algunos encuentros con caciques mencionados en la prensa periódica y en 
los Acuerdos del Cabildo de Buenos Aires.

Estas primeras observaciones nos mostraron que durante los inicios del proceso 
revolucionario los líderes del movimiento –que tenían su base principal en Buenos Ai-
res– parecían mirar continuamente hacia los pueblos indígenas altoperuanos y hacia el 
pasado incaico, a pesar de la presencia más cercana y frecuente en la ciudad de muchos 
otros grupos indígenas que habitaban en la frontera sur. A partir de allí, indagamos 
con mayor profundidad en los discursos de estos actores revolucionarios y pudimos 
reconocer allí dos imágenes recurrentes del otro indígena que poco tenían que ver 
con su realidad empírica y cotidiana, ya que la retórica revolucionaria se encontraba 
irremediablemente teñida por el pensamiento de la época y por diversos intereses 
particulares. En primer lugar, nos encontramos con la idea del indio oprimido por la 
explotación colonial que debía ser liberado, idea que entendemos estaba basada en la 
situación de los indígenas altoperuanos. En segundo lugar, aparece como una referen-
cia constante en el discurso revolucionario la imagen mítica de los incas, que destacaba 
simultáneamente su esplendor pasado y el sufrimiento que habían padecido a causa 
del sometimiento a manos de los españoles.

Asociada con estas dos imágenes identificamos también una primera actitud de los 
dirigentes revolucionarios frente a los grupos indígenas, que consistía en un discurso 
de liberación de tono redentor y paternalista, acompañado por diversas medidas rei-
vindicatorias. Si bien este discurso se refería de modo genérico a los “indios” o “natu-
rales”, se encontraba inevitablemente dirigido sólo a los grupos oprimidos o someti-
dos. En la misma línea, el movimiento revolucionario criollo también se identificó de 
forma recurrente con aquellas imágenes del indio oprimido altoperuano y del indio mítico 
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incaico en el discurso que justificaba y daba razón de ser a su propio levantamiento 
contra la dominación española. Por otro lado, observamos una actitud de invisibiliza-
ción de los grupos indígenas autónomos de la frontera sur en la retórica revolucionaria 
pública, a pesar del contacto asiduo que éstos mantenían con Buenos Aires. Además, 
en los discursos pronunciados durante algunos encuentros entre autoridades de go-
bierno –tanto del Triunvirato con sede en Buenos Aires como de Mendoza– y caciques 
de ambas regiones percibimos de parte de los funcionarios un tono no ya paternalista, 
sino más horizontal y recíproco. Esta actitud era consistente con la idea de que desde 
la sociedad hispanocriolla se consideraba a dichos pueblos autónomos como naciones 
extranjeras cuyos representantes iban a ofrecer colaboración y ayuda militar ante ata-
ques externos –como sucedió en el caso de las Invasiones Inglesas– y con las cuales se 
entablaban negociaciones diplomáticas.

En este trabajo nos hemos centrado principalmente en los espacios y en los grupos 
indígenas que aparecían mencionados en el discurso revolucionario y hemos tomado 
además específicamente y con fines comparativos el caso de los grupos indígenas de la 
frontera sur bonaerense, debido a su cercanía con la sede de los gobiernos revoluciona-
rios, ubicados en Buenos Aires. A partir del panorama general que hemos delineado, 
creemos que resulta necesario centrar los abordajes futuros en espacios más acotados, 
con el fin de poder dar cuenta –desde una perspectiva más micro enfocada– de las 
interacciones que durante el período revolucionario tuvieron lugar entre los gobiernos 
locales de diversos espacios del antiguo Virreinato del Río de La Plata y los grupos 
indígenas, tanto sometidos como autónomos. Asimismo, en tanto nuestra aproxima-
ción ha sido mayormente discursiva, creemos necesario también analizar el nivel de 
las prácticas para indagar acerca de los contactos y vínculos efectivos –más allá de 
los discursos– que el movimiento revolucionario mantuvo con los grupos indígenas. 
Sabemos que algunos personajes revolucionarios tuvieron contacto directo o cercano 
con diversos grupos indígenas y creemos que se trata de interesantes casos en los que 
se podría indagar.

A modo de ejemplo podemos mencionar la práctica profesional de Mariano 
Moreno defendiendo los derechos indígenas en Chuquisaca, la presencia de soldados 
indígenas en diversos cuerpos militares durante diferentes momentos del proceso 
revolucionario (la Expedición al Paraguay bajo el mando de Belgrano, el Ejército 
del Norte, las fuerzas de Artigas y Güemes) y el contacto con pueblos indígenas que 
tuvieron algunas de esas expediciones o sus jefes, como es el caso de San Martín con 
los pehuenches de Mendoza durante la preparación del cruce de los Andes. Tampoco 
podría quedar afuera la misión de Castelli en el Alto Perú, donde los informes enviados 
por él a Buenos Aires –destacando el inmenso apoyo indígena que la expedición 
recibía continuamente– suscitan diversos interrogantes. Por un lado, en qué medida 
hubo realmente allí un apoyo genuino a la revolución porteña; por el otro, cuánto se 
trató en realidad de reacciones locales contra la autoridad española que Castelli utilizó 
estratégicamente para generar en Buenos Aires una imagen positiva y exitosa de la 
empresa que estaba llevando a cabo. 
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A partir de nuestra indagación, encontramos que los líderes del movimiento revo-
lucionario percibían de manera diferencial a la realidad indígena. A pesar de que esos 
dirigentes se encontraban mayormente en Buenos Aires, en sus discursos se destacaba 
la presencia del pasado incaico y de las poblaciones indígenas altoperuanas, lo cual 
interpretamos como el producto de la influencia en su formación y en su pensamiento 
de diversos factores pragmáticos y simbólicos. Es ampliamente conocido el hecho de 
que algunos dirigentes revolucionarios –como Moreno, Castelli y Monteagudo, quie-
nes lideraron activamente gran parte del movimiento revolucionario hasta 1812– te-
nían, debido a su formación académica en Chuquisaca, un conocimiento empírico y 
cotidiano de la realidad indígena altoperuana. Asimismo, fue significativa en ellos la 
influencia del pensamiento ilustrado que predicaba, entre otros, ideales de libertad e 
igualdad que resultaban incompatibles con la situación de explotación a la que algu-
nos pueblos indígenas habían estado sujetos durante siglos.

También influyó notoriamente el hecho de que el Alto Perú fuera una región eco-
nómica y geopolíticamente estratégica. Su importante producción minera –que había 
sido la principal fuente de recursos del virreinato– la convertía en un área altamente 
codiciada por la dirigencia revolucionaria. Además, gran parte de la guerra contra 
los realistas debería librarse allí –dada la cercanía del importante foco realista que 
constituía Lima–, para lo cual se requería una importante cantidad de soldados. Esta 
última cuestión hacía que la “indiada” adquiriera un nuevo atractivo. Por otro lado, la 
centralidad mítico-simbólica del Alto Perú –que junto con el Cuzco había sido uno de 
los centros del imperio incaico– llevó a los revolucionarios a identificarse con dicho 
espacio y con sus habitantes indígenas, de quienes se presumía que estaban emparen-
tados de alguna forma con los incas ya desaparecidos. En el fondo de dicha identifica-
ción se encontraba el interés político-simbólico en construir legitimidad en torno al 
movimiento y a su voluntad rupturista.

En cuanto a las expresiones del pensamiento incaísta, el Plan del Inca –nombre 
que recibió la propuesta de instaurar una monarquía incaica presentada por Belgrano 
en el Congreso de Tucumán– ha parecido siempre una curiosidad del proceso revo-
lucionario, que sin embargo no ha sido hasta el momento abordada en profundidad 
para el Río de La Plata. Una indagación minuciosa acerca de dicho proyecto que ras-
tree su origen en las ideas de Francisco de Miranda, el modo en que llegó a influir en 
el pensamiento de algunos dirigentes revolucionarios rioplatenses y las posturas a favor 
y en contra que suscitó en el marco de diversos debates puede aportar nuevos datos en 
torno a cómo el movimiento revolucionario se apropió del pasado incaico. 

Asimismo, sería interesante contemplar en clave comparativa los casos del Perú y 
de Nueva España-México, indagando acerca de cómo los revolucionarios vieron a los 
pueblos indígenas en dichos espacios, cómo se vincularon con ellos y cómo se dio la 
construcción de las identidades nacionales en relación con la recuperación del pasado 
indígena –mayormente incaico en el Perú y en el Alto Perú-Bolivia–.

Por último, la fuerza del Virreinato del Río de La Plata como referencia político-
territorial en el pensamiento de los dirigentes revolucionarios también condicionó en 
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gran medida las actitudes que éstos adoptaron ante las poblaciones indígenas. Mien-
tras los indígenas altoperuanos se encontraban integrados al virreinato –incluso bajo 
diversas formas de explotación–, los autónomos de la frontera sur eran vistos como 
extranjeros que estaban por fuera de la entidad política que el movimiento revolu-
cionario pretendía gobernar. En este punto creemos que resultaría fructífero analizar 
también cómo la dirigencia revolucionaria veía al territorio y cómo pensaba la cons-
trucción territorial de las Provincias Unidas y de sus límites, con el fin de profundizar 
el estudio del modo en que percibían y distinguían los ámbitos de un “adentro” y un 
“afuera” y de cómo construían la idea de lo “extranjero”.

Si tenemos en cuenta el despliegue en el tiempo de las diversas percepciones y 
actitudes de los líderes revolucionarios frente a los grupos indígenas que hemos iden-
tificado, podemos reconocer –de modo preliminar– dos momentos significativos en el 
modo en que el movimiento revolucionario percibió al otro indígena y se dirigió hacia 
él. Entre 1809 y 1813 la retórica revolucionaria se centró en la liberación del indio opri-
mido altoperuano, así como en la evocación del esplendor que el imperio incaico había 
tenido en el pasado. Creemos que el movimiento revolucionario criollo manipuló 
ambas identificaciones –tanto con los indígenas altoperuanos como con el indio mítico 
incaico– con mayor o menor frecuencia en virtud de las circunstancias imperantes en 
diversos momentos del proceso revolucionario. Durante los primeros años, la figura 
del indio oprimido altoperuano fue preponderante.

Por otro lado, alrededor de 1814-1816 observamos una disminución de las referen-
cias a los indígenas altoperuanos en el discurso revolucionario, probablemente asocia-
do a la separación del Alto Perú en 1815 que habría quitado sentido a los intereses 
pragmáticos sobre dicha región, y un mayor énfasis en la dimensión mítico-simbólica 
referida al pasado incaico y vinculada con los debates acerca del Plan del Inca desarro-
llados en 1816. Asimismo, las referencias a los indígenas autónomos de la frontera sur 
en los Acuerdos del Cabildo de Buenos Aires disminuyeron notoriamente en 1815 y 
1816, hasta desaparecer por completo durante sus últimos años (1817-1821). En prin-
cipio parecería posible atribuir este hecho a los enfrentamientos existentes entre el 
Directorio y el Cabildo de Buenos Aires, que habrían hecho perder representación e 
influencia a este último.

Las causas de estos cambios que encontramos hacia 1814-1816 en la mirada y en los 
vínculos del movimiento revolucionario con diversos grupos indígenas permanecen 
aún poco claras, si bien hemos postulado algunas conjeturas. En la línea de profundi-
zar esta indagación y de complejizar las miradas en torno a la relación que la dirigencia 
revolucionaria rioplatense mantuvo con las poblaciones indígenas durante el proceso 
revolucionario, creemos que resulta necesario ahondar en la reconfiguración militar 
y geopolítica que las Provincias Unidas y el movimiento revolucionario atravesaron 
durante esos años. Además de la separación del Alto Perú, parecen especialmente 
significativos los enfrentamientos entre el Directorio y la Liga Federal liderada por 
Artigas en el Litoral, como también la llegada de contingentes chilenos a las pampas, 
que alteraron el mapa de las alianzas establecidas entre diversos grupos indígenas y 
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criollos –tanto patriotas como realistas–. En este sentido, podría aportar algunos datos 
relevantes el análisis de cómo se desarrolló el proceso revolucionario en Chile y de los 
modos en que éste se vinculó con los revolucionarios rioplatenses. También sería inte-
resante indagar –a propósito de las disputas entre el cabildo y el Directorio– mediante 
qué institución u organismo se canalizó la interacción entre el gobierno y los grupos 
autónomos de la frontera sur durante aquellos años.

Una mirada superficial y desatenta podría hacernos pensar que sobre el período re-
volucionario –largamente estudiado por la historiografía argentina– hay poco más que 
decir, en tanto se trata de un momento histórico considerablemente bien conocido 
en todos sus aspectos. Sin embargo, son muchas las aristas del proceso revolucionario 
que hoy continúan prácticamente inexploradas, siendo una de ellas su relación con los 
pueblos indígenas. Por un lado, es necesario dar lugar en el análisis a dichos grupos, 
que la historiografía tradicional ha juzgado generalmente poco interesantes. Por el 
otro, es preciso desandar el supuesto de que parecen existir pocas fuentes relevantes 
para su tratamiento por fuera de unos pocos documentos ampliamente difundidos, 
teniendo en cuenta que esta cuestión ha sido abordada muy superficialmente a partir 
de re-lecturas de esa documentación ya conocida.

El panorama general sobre la visión revolucionaria acerca de los pueblos indígenas 
que aquí hemos presentado pone en escena el interés por esta problemática, desta-
cando que quedan aún muchos aspectos del proceso revolucionario por des-cubrir a 
través de nuevas búsquedas documentales y de una lectura crítica de los documentos, 
producidos en un contexto de agitación social y política y atravesados por los diversos 
intereses de sus autores. Mediante este trabajo esperamos haber contribuido de algún 
modo al ejercicio de descentrar las miradas, lo cual siempre nos permite encontrar 
nuevos datos y nuevas interpretaciones donde todo parecía dicho.
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Si bien podría parecer que sobre el período de la independencia 

ya está todo dicho, la relación que el movimiento revolucionario 

conformado en el Río de La Plata mantuvo con los pueblos 

indígenas ha permanecido prácticamente inexplorada. Poniendo 

en escena el interés por esta problemática, este libro de 

Luisina Tourres se sitúa en el contexto de las independencias 

hispanoamericanas de comienzos del siglo XIX para presentar 

un panorama general acerca de los modos en que los dirigentes 

revolucionarios percibieron a las poblaciones indígenas que 

habitaban el territorio de las Provincias Unidas y sus márgenes. 

Desde una perspectiva antropológico-histórica, aborda los 

primeros acercamientos de los líderes revolucionarios hacia 

la otredad indígena e identifica las actitudes diferenciadas 

que éstos adoptaron ante diversos grupos entre 1806 y 1816. 

Mientras en sus discursos omitían referencias a los grupos 

indígenas autónomos con los cuales mantenían asiduos 

contactos porque vivían en las cercanías de Buenos Aires, los 

revolucionarios miraban continuamente hacia el Alto Perú para 

identificarse con la imagen de los indios oprimidos por el tirano 

español a quienes prometían liberar.




